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1. HECHOS RELEVANTES 

  
En la ejecución del proceso de auditor en el desarrollo de la Línea de Auditoría y Gestión Contractual,  Vigencia  
2012,   el Ente fiscalizador determinó que Ente Auditado, ha sido ineficiente  en consonancia con los fines esenciales 
del Estado, artículo 2 de la Carta Magna,  en consonancia articulo 3 del Estatuto General de Contratación, así mismo 
con la trasgresión de lo estipulado en los artículo  6, 209  y 298 de la Constitución Política de Colombia en 
consonancia con la Ley 87 de 1993 y los principios de la contratación pública inmersos en la Ley 80 de 1993, así 
como el Decreto 019 de 2012, Ley 1474 de 2011, Decreto 2474 de 2008, derogada por el Decreto 734 de 2012,  los 
principios de la administración pública establecidos en la Ley 1437 de 2011,  artículos 209 y 6 de la constitución 
nacional y los reglamentos internos. 
 
Se observa una gestión antieconómica en los términos de la Ley 610 de 2000, en consecuencia produciendo bajos 
niveles de gestión fiscal y administrativa y en su defecto desplegando presunto detrimento al patrimonio del Estado 
de acuerdo a la evaluación de la gestión contractual realizada y revisión conforme  a cada uno de los contratos 
auditados que reflejan anomalías detectadas,  de las cuales se comunican en este informe. 
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2. CARTA DE CONCLUSIONES  

 
 
 
Doctor 
ELISEO MURILLO CRIOLLO 
Alcalde Municipal  
Solano Caquetá. 
Email: alcaldía@solano-caquetá.gov.co 
 
 
 
La Contraloría Departamental del Caquetá, con fundamento en las facultades  otorgadas en los artículos 267 y 272 
de la Constitución Política de Colombia, conforme a lo determinado en el Plan General de Auditorias para la vigencia 
2013, practicó Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral modalidad Especial al Municipio de Solano a los 
recursos públicos a través de la verificación en la aplicación de los principios de la contratación pública determinados 
en la Ley 80 de 1993 en concordancia con lo establecido en la Ley 1437 de 2011,  se realizó la evaluación de la 
gestión contractual del Ente Territorial, dentro del nuevo procedimiento adoptado mediante la Guía de Auditoria 
Territorial (GAT), verificación de la aplicación de las contribuciones sobre las diferentes estampillas adoptadas y 
recaudadas a través de la celebración de los contratos, y el seguimiento a la aplicación de la contribución del 5% 
según lo dispuesto en la ley 1106 de 2006, sobre los valores de los contratos celebrados de obra pública.  
 
Análisis y evaluación practicada por el Órgano de Control con fundamento a los preceptos normativos del  Estatuto 
Orgánico de presupuesto Decreto 111 de 1996, Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007, Decreto 2516 del 2011,  Ley 
1474 de 2011, Decreto  019 de 2012, Decreto 2474 de 2008 derogado por el Decreto 734 de 2012, manuales 
internos de contratación e Interventoria y demás preceptos normativos y jurisprudenciales que rigen los principios y 
procedimientos   de  administración pública, de acuerdo a la  línea de Gestión Contractual Vigencia 2012 y 
denuncias. 
 
Es responsabilidad del Sujeto Auditado, el contenido de la información suministrada y certificada  por el  Municipio de 
Solano, quienes durante el transcurso del proceso auditor, acreditaron información a la Contraloría Departamental 
del Caquetá, así como la  reportada por el Sujeto Auditado a través del SIA y por otra parte, es responsabilidad del 
Órgano de Control producir un informe integral que contenga el concepto y evaluación sobre el examen practicado a 
la línea auditada de Gestión Contractual 2012. 
 
El presente informe muestra el resultado del examen practicado tanto a la muestra seleccionada de la vigencia 2012, 
como de las denuncias incluidas por participación ciudadana D-012-12, que la integran contratos de la vigencia 
auditada 2012 como de la vigencia 2009, aunado a esta revisión se tramito las demás denuncias instauradas ante el 
equipo auditor presentadas por la comunidad en el trabajo de Campo efectuado en las instalaciones de la Alcaldía 
Municipal dentro del proceso auditor practicado, donde se recepciono requerimiento con respecto al contrato No.024 
celebrado en la vigencia 2011, tal como se expresa en el hallazgo No.27. 
 
La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con las normas de auditoría gubernamental colombiana (NAGC), 
compatible con las normas internacionales de auditoría (NIAS) y con políticas y procedimientos de auditoría 

mailto:alcaldía@solano-caquetá.gov.co
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gubernamental con enfoque integral Especial, de conformidad con el procedimiento de la Guía de Auditorias 
Territoriales  adoptada por la Controlaría Departamental del Caquetá, consecuentes con las de general aceptación; 
en el que se requirió de planeación y ejecución del trabajo de manera que el examen proporcione una base 
razonable para fundamentar los conceptos y la opinión expresada en el informe integral.   
 
La auditoria incluyó el examen sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan el 
área, actividad o proceso auditado y el cumplimiento de las disposiciones legales. 
 
La fuente de la información corresponde a los registros de la Plataforma Electrónica del Sistema Integral de Auditoria 
(SIA), de acuerdo a los informes bimestrales y registros presentados por  Sujeto de Control con fundamento en la 
Resolución 120  del 2008 y sus modificatorias, así como el reporte físico impreso y electrónico acreditado y 
certificado en el proceso auditor ante el Órgano de Control y el equipo auditor, además del alcance de  la información 
que reposa en los  expedientes contractuales concedidos por el municipio de Solano, los estudios y análisis se 
encuentran debidamente documentados en papeles de trabajo, los cuales reposan en los Archivos de Gestión 
Documental de la Contraloría Departamental del Caquetá. 
 
 
CONCEPTO SOBRE EL ANÁLISIS EFECTUADO. 
 
La auditoría realizada al municipio de Solano, fue desarrollada sobre la Línea de Gestión Contractual 2012, 
Programada según lo determinado en el Plan General de Auditorias para la vigencia 2013, se examinó una muestra 
seleccionada del 10,22% de los contratos celebrados en el año 2012, que corresponde al valor de $601.630.803, que 
representa el 7,91%  del presupuesto de la población total de los contratos celebrados en el 2012, según la 
información reportada en el SIA, donde se tuvo en cuenta como criterio de selección los contratos  que fueron 
denunciados por la comunidad a través de la Dependencia de Participación Ciudadana, dentro de la Denuncia         
D-012-12, así mismo,  se incluyo al proceso auditor  el examen de 17 contratos por cuantía de $724.186.832, los 
cuales también hacen parte de la Denuncia D-012-12, además se evaluó un contrato del 2011, por valor de 
$8.000.000, objeto de una denuncia instaurada dentro del proceso auditor, en consecuencia  con esta auditoría se 
evaluó un presupuesto total de contratos en cuantía de $1.333.817.635. 
 
El examen con respecto a esta línea, refleja las debilidades en el desarrollo de las diferentes etapas contractuales y 
en consecuencia se detecta que la entidad auditada, es ineficiente en el cumplimiento de los principios de la 
contratación pública,  el manejo e inversión de los recursos dentro de los fines constitucionales  y contractuales en 
los términos de la  Ley 80 de 1993, articulo 2, 6 y  209 de la Constitución Política de Colombia  en consonancia con 
la Ley 1437 de 2011. 
 
Se percibe irregularidades en la planeación de los procesos contractuales, debilidades en la formulación de los 
estudios  previos, no se hace análisis desde el  punto de vista  técnico, jurídico y económico,  que  demuestre un  
análisis de diferentes alternativas o solución para satisfacer la necesidad de la entidad  frente a los costos y 
beneficios para el Ente Territorial; los  estudios previos en relación a los contratos de prestación de servicios deben 
contener caracterización precisa de acuerdo a la naturaleza de las actividades para lo cual se contrata de manera 
especializada los servicios profesionales y de apoyo a la entidad,  por lo tanto debe interpretarse de manera integral 
frente a las disposiciones normativas de contratación pública y principios constitucionales. 
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No se lleva un efectivo seguimiento y control en la ejecución de los objetos contractuales, deficiencias en la  
supervisión de los contratos,  deficiencias en la adopción y aplicación de los manuales internos de Interventoria, 
contratación,  los acuerdos municipales y preceptos normativos en cuanto a descuentos por contribuciones de 
estampillas; en algunos contratos no se acredita ni se demuestra la realización de las actividades y obligaciones 
previstas y pactadas en los mismos,  ni el destino final de los elementos objeto de los contratos de suministro que se 
traduce en el incumplimiento a los fines esenciales del Estado; así mismo, los  manuales internos de contratación e 
interventoría no están ajustados a los preceptos normativos vigente para la época de los hechos, se pagan 
cantidades de obras mayores a las ejecutadas generando presunto detrimento al patrimonio, se halla incumplimiento 
de las obligaciones objeto de los contratos, ausencia de publicación de los documentos, reflejando la inobservancia 
a los principios de la contratación y  administración pública. 
 
No obstante a lo anterior, se resalta que conforme a los descuentos objeto del artículo 5 de la Ley 1106 del 2006,  de 
la contribución sobre el valor de los contratos de obra pública, de acuerdo a la muestra seleccionada, según el 
alcance obtenido de los documentos que obran en dichos expedientes, se observa el cumplimiento referente a este 
precepto normativo. 
 
Se detecta la inobservancia a los preceptos normativos de la guarda y conservación de documentos, toda vez, que 
se halla deficiencias en el archivo documental de los expedientes contractuales, organización, consecutivo de los 
documentos cronológicamente, foliación repetida, folios alternados, ausencia de las hojas de ruta, ausencia de actos 
administrativos propios de las fases de la contratación pública, documentos propios de la contratación que no 
reposan en el expediente contractual sino en otras dependencias de manera dispersa, vulnerando lo preceptuado en 
artículo  39  de la Ley 80 de 1993, inciso segundo  òé.Las entidades estatales establecerán las medidas que 
demande la preservación, inmutabilidad y seguridad de los originales de los contratos estatalesò (negrilla 
fuera del texto), en concordancia con la  Ley 594 de 2000 y Ley 87 de 1993, situación que impide a la entidad tener 
un adecuado control sobre la documentación de cada proceso contractual que soporte las decisiones 
administrativas. 
 
Por lo anterior, se colige que hay inobservancia a los principios de eficacia, celeridad, control, responsabilidad, 
planeación, transparencia, economía y publicidad, en cumplimiento a la función administrativa con que gozan las 
entidades territoriales dada su capacidad jurídica de auto gestión política, administrativa y fiscal en el marco de lo 
dispuesto en los artículos 2,  287  y 209 de la Constitución Política de Colombia y los preceptos normativos que rigen 
la contratación pública.   En tal sentido se hizo el análisis y examen de la Gestión Contractual de la vigencia 2012, 
donde refleja el 41,3% como resultado de la evaluación de la entidad auditada,  por tanto el concepto de la gestión 
fiscal es desfavorable  en la línea auditada y conforme a los hallazgos relacionados de acuerdo a la motivación 
jurídico fiscal que se plasma en el compendio del presente informe, en consecuencia,  se debe encaminar en una 
política de gestión que permita el mejoramiento continuo de los diferentes procesos y procedimientos que rigen la 
administración pública dentro de los principios y cometidos constitucionales que genere  óptimos niveles de gestión  
administrativa y fiscal.   
 
PLAN DE MEJORAMIENTO 
 
La entidad debe formular y suscribir el plan de mejoramiento, con acciones y metas que permitan solucionar las 
deficiencias comunicadas  en el presente el informe, y allegarlo a la Contraloría Departamental del Caquetá, dentro 
de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del mismo,  en medio físico impreso y magnético, en los formatos 



 
 
 

8 
  
 

F22 y F22A  que reposan en el SIA, además incluirse el último plan de mejoramiento que la entidad tenga vigente, 
teniendo en cuenta al termino  programado establecido por cada acción al momento de la suscripción del nuevo plan. 
 
El plan de mejoramiento, debe contener las acciones y metas que se implementarán por parte de la entidad, las 
cuales deberán responder a cada una de las debilidades detectadas y comunicadas por el Órgano de Control, el 
cronograma para su implementación y los responsables de su desarrollo. 
 
 
 
 
GUSTAVO ESPINOSA FERLA  
Contralor Departamental del Caquetá 
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3. RESULTADO DE AUDITORIA 

 
La Contraloría Departamental del Caquetá, adelantó el Proceso de Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral 
modalidad Especial, a los recursos de la contratación pública en el municipio de Solano, para dar alcance al objeto 
de la auditoria, se desarrollo la evaluación enfocada a la Línea de Gestión Contractual, incluyendo la totalidad de los 
contratos denunciados de la vigencia 2009 y 2012,  según radicado número D-012-12,  trasladadas  al Equipo 
auditor,  por participación ciudadana,  se hizo la evaluación y análisis respectivo en el cumplimiento de las 
disposiciones legales,  principios de la contratación pública,  procedimientos adoptados por el Sujeto Auditado y la 
gestión contractual sobre los  recursos públicos de acuerdo a la  línea de Gestión Contractual 2012 y denuncias. 
 
 
3.1  Llínea de Gestión Contractual Vigencia 2012 y denuncias 2012 y 2009 
 

3.1.1. Contratos Vigencia 2012 Denuncias. 

 
Hallazgo No 1- Administrativo-Fiscal-Disciplinario. 
 
Presuntas irregularidades en los  Procesos Contractuales de Prestación de Servicios números: 037, 038, 041, 
042, 043, 048, 049 y 050 del 2012, relacionados a continuación: 
 
En cumplimiento a los fines esenciales del Estado y de acuerdo al mandato constitucional del Art.209 y el 
acatamiento de los preceptos normativos y demás reglamentos y procedimientos internos como herramientas de la 
administración pública y en procura de la efectividad en el manejo de los recursos del Estado dentro de los principios 
constitucionales y contractuales, en aras del  mejoramiento continuo y por consiguiente de sus procedimientos de 
manera transparente y efectiva, en consecuencia se detecta presuntas irregularidades en los  procesos contractuales 
que se exponen a continuación trasgrediendo  lo preceptuado en el artículo 26 de la Ley 80 de 19931, Ley 1474 de 
2011 articulo 83,  ley 610 de 2000, con posible vulneración al código disciplinario de acuerdo a los siguientes hechos: 
 
 
 
 
 
 
 

                                                           
1
 Articulo 26 ley 80 de 1993,  del principio de responsabilidad: ñLos servidores p¼blicos est§n obligados a buscar el cumplimiento de 

los fines de la contratación, a vigilar la correcta ejecuci·n del objeto contratado y  proteger los derechos de la entidadéò los 
servidores públicos  responderán por sus actuaciones  y omisiones antijurídicas  y deberán  indemnizar los daños que se causen 
por raz·n de ellasò,  los contratistas  responder§n y la entidad velar§ por la buena calidad del objeto contratadoòé 

 
 



 
 
 

10 
  
 

C
O

N
S

E
C

U
T

IV
O

 

C
O

N
T

R
A

T
O

 

P
R

E
S

T
A

C
IO

N
 

S
E

R
V

IC
IO

S
 

 

FECHA 

O
B

J
E

T
O 

V
A

L
O

R 

C
O

N
T

R
A

T
IS

T
A

 

P
R

E
S

U
N

T
O

 

D
E

T
R

IM
E

N
T

O 

OBSERVACIONES: 

1 037 29-03-2012 PRESTACIÓN DE SERVICIO 

LOGÍSTICO Y DE APOYO AL 

DESARROLLO DE LA 

ACTIVIDAD CULTURAL. 

LÚDICA. RECREATIVA 

ARTISTICA PARA LAS 

MUJERES EN BUSCA DE 

PROMOVER LAS 

CAPACIDADES COMO 

FORTALECIMIENTO A LA 

EQUIDAD DE GÉNERO DE 

LA MUJER EN LA 

CABECERA MUNICIPAL DE 

SOLANO DEPARTAMENTO 

DEL CAQUETÁ. 

$4.070.850 MARIA 

EUGENIA 

OCAMPO 

TRUJILLO, 

representante 

legal 

FERRETERIA Y 

VARIEDADES 

SEBAS NIT: 

40626010-7 

$4.070.850 ¶ No hay evidencia que soporte  cada una de las actividades realizadas por 

el contratista, se carece de la acreditación en el servicio contratado, no 

hay un informe detallado  por parte de la contratista ni del supervisor del 

contrato que permita demostrar el desarrollo de la prestación del servicio 

contratado, no hay informes contables, administrativos y financieros 

trasgrediendo el artículo 83 de la ley 1474 de 2011,  no hay un listado o 

relación de personas beneficiadas de la prestación del servicio, tampoco 

hay registros fotográficos secuenciales de la ejecución y desarrollo del 

contrato, ni de la entrega de los almuerzos, hidratación, no hay evidencia 

del perifoneo de que trata el estudio previo y que hace parte de las 

actividades a contratar, no hay registro del  personal empleado por el 

contratista ,  tal como lo referencia el acta de iniciación que obra en el 

expediente contractual. tampoco en la controversia fue allegada planilla 

alguna ni acreditación que desvirtuara estas observaciones, si bien es 

cierto reposa un registro fotográfico de personas reunidas, más no 

secuenciales sobre las actividades,  también es cierto que este registro  

no proporciona la acreditación del gasto público destinado al objeto del 

contratado, configurándose en presunto detrimento al patrimonio del 

Estado al tenor del articulo 3 y 6 de la Ley 610 de 2000. 

 

¶ El contrato ni el estudio previo especifica las fechas objeto la ejecución 

del contrato ni de las actividades a realizar,  se carece de la 

programación y plan de trabajo en cumplimiento del objeto contractual; 

en consecuencia  no especifica  el plazo o duración del objeto 

contractual, siendo este uno de los elementos que debe tener  tanto el 

estudio previo como el negocio jurídico, tampoco se define la cantidad de 

población que será atendida o beneficiada con la inversión, si bien es 

cierto reposa un documento consistente en 4 folios que señala la 

identificación de un proyecto con el mismo nombre global del objeto 

contratado, sin embargo no especifica la cantidad de la población que se 

beneficiaria, no hay especificaciones técnicas, cantidades de elementos 

que se pretende adquirir con el servicio para satisfacer  la necesidad 

estipulada,  tampoco describe la duración del proyecto, no se determina 

con claridad y congruencia un programa y cronograma frente al mismo, 

no hay radicación ni aprobación de este documento en bancos de 

proyectos, no especifica el eje sobre el programa o proyecto al cual 

pertenece en el plan de desarrollo vigente  para dicha época. 

¶ En relación a la cláusula novena del negocio jurídico, no se encuentra 
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acreditado el cronograma de actividades en el que  señala dicha clausula 

que: ñel contratista se obliga a ejecutar el contrato de acuerdo con el 

plan de trabajo que le asigne el jefe de planeación municipal 

revisado y aprobado por el municipioò, de tal manera que se carece 

de plan alguno al respecto. (negrilla fuera del texto), como tampoco el 

contrato estipula las actividades que cubre el objeto contractual que se 

indica de manera globalizada. 

¶ El contrato no especifica las actividades que el contratista debe prestar 

como resultado del objeto a  contratar, no indica  la cantidad de 

almuerzos a entregar, ni la cantidad de unidades de agua contratada, ni 

la cantidad de perifoneos, como tampoco las fechas exactas de cada 

actividad contratada en congruencia con lo relacionado  en el estudio 

previo. 

¶ No hay certificación alguna ni entrada de almacén, que permita 

establecer la cantidad de elementos entregados por el contratista. 

¶ Debilidades en la formulación  estudios previos  conforme al Decreto 

2474 del 2008 artículo 3, vigente por la época de los hechos, teniendo en 

cuenta  que frente a la descripción de la necesidad no hay análisis 

concreto que demuestre con  contundencia sobre las diferentes opciones 

para resolver dicha  necesidad en el mercado,  aspectos en los que se 

describa y se analice  la opción más favorable para resolver la necesidad 

de la administración desde los puntos de vista técnico, jurídico y 

económico, por lo tanto no hay análisis en el estudio previo  de diferentes 

alternativas que permitan vislumbrar  la solución que  satisfaga la 

necesidad de la entidad frente a los costos, beneficios y desventajas de 

cada una de las alternativas  a fin de determinar con objetividad, 

transparencia esta erogación, no se hace un estudio y análisis que 

soporte el valor estimado, en tanto no hay relación ni anexo alguno que 

demuestre un estudio indicando las variables y cálculos que determinen 

el costo del contrato de prestación de servicios, no hay especificaciones 

técnicas determinadas con precisión, se viola el Artículo 24 Ley 80 de 

1993, numeral 5 literal C. 

¶ EL estudio previo no hace alusión alguna sobre el estudio de riesgos de 

la contratación, tampoco se especifica la no necesidad de la exigencia de 

póliza, en tal sentido debió especificarse la no prevalencia o excepción 

para este caso de contratación de mínima cuantía conforme a la 

fundamentación jurídica para este evento. 

¶ La invitación pública efectuada por el municipio indica requisitos 

especiales y entre algunos de ellos el  Rut, situación que en el 

expediente contractual no reposa, tampoco se dejo constancia de ello en 

el proceso contractual. 

¶ El estudio previo no especifica el eje,  programa o proyecto al cual 

pertenece según el plan de desarrollo  ñcon la comunidad y para la 

comunidad, progreso sigue su marchaò  2012-2015. 



 
 
 

12 
  
 

¶ La propuesta es presentada por la contratista, como representante legal 

de una empresa  y el contrato es celebrado como persona natural 

independiente, además el servicio que se observa en la propuesta de la 

contratista no coincide con lo estipulado en el estudio previo, la 

propuesta es presentada por una cantidad distinta a la requerida y 

exigida en el estudio previo, tampoco en el contrato se dejo plasmado ni 

definida cada cantidad requerida y  la especificación del servicio 

contratado. 

¶ En cuanto a los pagos de seguridad social y parafiscales no se evidencia 

la revisión realizada por la entidad contratante, tampoco fue aportada por 

la contratista, teniendo en cuenta que la propuesta fue presentada como 

representante de un establecimiento comercial,  tampoco se evidencia 

acreditación alguna ni certificación de estos soportes del personal que 

labora a cargo de la contratista, documentos que no fueron exigidos tanto 

para el perfeccionamiento del contrato, ni para el pago del mismo,  (el 

único soporte que se evidencia es una consulta de envió de 

autoliquidación de aportes activos y en ella solamente se registra el 

nombre de la contratista más no se observa aportes con respecto al 

personal de la empresa que presenta  la propuesta  o el personal a cargo 

de la misma), este soporte no tiene el  registro que determine el pago 

surtido; por lo tanto el municipio de Solano, no está dando aplicación a lo 

dispuesto en el artículo 50 de la Ley 789 de 2002,  artículo 1 de la  Ley 

87 de 1993,  El ente Territorial como operador del gasto público y en aras 

del cumplimiento de los procedimientos administrativos y normativos de 

que trata la Ley 797 de 2003 artículo 3 y  41  ley 80 de 1993 modificado 

por la ley 1150 de 2007 artículo 23, por lo tanto  cabe resaltar al ente 

territorial auditado  de la exigencia de la acreditación de la 

documentación necesaria o realizar la revisión respectiva dejando la 

constancia y soportes de los pagos de seguridad  social y parafiscales 

tanto para la celebración, perfeccionamiento del contrato y por cada pago 

que desembolse a favor del  contratista. 

 

2 38 30-03-2012 MANTENIMIENTO A TODO 

COSTO DEL BULLDOZER 

MARCA CATERPILLAR. 

LÍNEA D7G. D.I.I.A.M 

3909011055. MODELO 1984. 

CHASIS 92V09334. SERIE 

3N94095. MOTOR NÚMERO 

9146. COLOR AMARILLO. 

ASIGNADO MEDIANTE 

DONACIÓN AL MUNICIPIO 

DE SOLANO ï CAQUETÁ 

POR LA DIRECCIÓN DE 

$5.015.354 LUIS ALFREDO 

MENDEZ 

MENESES-

C.C.No.1..119.5

80.540 

$5.015.354 ¶  Presunto detrimento al patrimonio objeto del contrato, toda vez que no hay 

informes presentados por el supervisor conforme al artículo 83 de la Ley 1474 

del 2011,  ausencia de seguimiento y control a los recursos erogados por 

este contrato, dado que  no reposa un historial ni hoja de vida de esta 

maquinaria que permita establecer el mantenimiento con respecto a la 

ejecución de las actividades contratadas, mantenimiento preventivo, 

periodicidad, materiales a utilizar, así como el historial de mantenimiento 

efectuado donde describa lo realizado por el contratista, que especifique el 

daño, avería detectado y los repuestos utilizados, la identificación de la 

observación sobre el estado de la maquinaria y el diagnostico del inventario 

del mismo,  tampoco hay un informe posterior entregado por el contratista 

donde se evidencie el funcionamiento de esta maquinaria una vez instalado 
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IMPUESTOS Y ADUANAS 

NACIONALES ï DIAN. A 

TRAVÉS DE LA 

RESOLUCIÓN NÚMERO 

010532 DEL 29 DE 

SEPTIEMBRE DE 2009. 

 

supuestamente estos elementos objeto del negocio jurídico pactado; a fin de 

determinar el beneficio obtenido y la satisfacción de la necesidad, aunado a 

ello se corrobora mediante el oficio sin número 12 de noviembre de 2013, 

radicado 5206 del 18 de noviembre de 2013, mediante el cual indica el 

almacenista del municipio que ñcon respecto a la historia y bitácora de 

estos vehículos no fue posible encontrar informaci·n algunaéò (negrilla 

fuera del texto).   Por otra parte,  cabe resaltar que  en la visita practicada a 

las instalaciones del municipio este automotor  NO  se encontraba prestando 

servicio alguno. 

¶ La propuesta indica un plazo distinto al suscrito en el contrato celebrado. 

¶ Debilidades en la formulación de los estudios previos conforme al artículo 

3 decreto 2474 del 2008 vigente para la época de los hechos, toda vez 

que el  estudio previo no justifica las condiciones de revisión 

tecnomecanica del buldócer para establecer el tipo de arreglo que 

requería ese buldócer y con ello poder  determinar la necesidad prevista 

objeto del contrato,  No se hace un estudio y análisis que soporte el valor 

estimado, no hay relación ni anexo alguno que demuestre un estudio 

indicando las variables y cálculos que determinen el costo del contrato de 

prestación de servicios contratado, no hay especificaciones técnicas,  se 

viola presuntamente el Artículo 24 Ley 80 de 1993, numeral 5 literal C. 

¶ Con respecto a la forma de pago en este proceso contractual, se 

evidencia incongruencias, dado que en el estudio previo y el negocio 

jurídico se establece el pago anticipado del 50%, sin embargo la 

invitación pública y la expedición de pólizas indican como forma  de pago 

el anticipo,  siendo dos eventos y situaciones jurídicas distintas de forma 

de pago,  evidenciándose que   no  hay seguimiento por el Ente 

Contratante a los recursos desembolsados, no hay plan de inversión. 

¶ Se observa en el proceso contractual que el contratista no se encontraba 

cotizando a seguridad social, toda vez que el soporte acreditado de su 

afiliación e inscripción al régimen de salud corresponde a fecha posterior 

a la fecha de la suscripción del negocio jurídico, hallándose  elusión en 

los pagos de seguridad social, dado que no hay evidencia del pago por 

este concepto al momento de selección de la propuesta y celebración del 

contrato, no hay constancia de la verificación por parte de la 

administración contratante con fundamento en el  artículo 50 de la Ley 

789 de 2002,  artículo 1 de la  Ley 87 de 1993,  El ente Territorial como 

operador del gasto público y en aras del cumplimiento de los 

procedimientos administrativos y normativos de que trata la Ley 797 de 

2003 artículo 3 y  41  ley 80 de 1993 modificado por la ley 1150 de 2007 

articulo 23. 

¶ No hay comunicación de la asignación de la supervisión del contrato. 

¶ El acta de liquidación no tiene firma del representante legal. 
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3 041 13-04-

2012 

APOYO TRANSPORTE A 

POBLACIÓN VULNERABLE 

DEL NIVEL 1 Y 2 DEL 

SISBEN CON REMISIÓN 

MEDICA DEL MUNICIPIO DE 

SOLANO-CAQUETA. 

$9.999.987 ESTHER JULIA 

AGUIRRE 

ORTIZ 

$996.222. ¶ presunto detrimento al patrimonio del Estado por valor de $996.222, toda 

vez que no figura la acreditación de la ejecución del contrato por dicho 

valor, teniendo en cuenta que el acta de liquidación bilateral fechada el 

28 de agosto de 2012, expone el balance financiero indicando que al 

contratista se le reconoce la ejecución objeto del contrato por cuantía de 

$3.396.222, valor éste que muestra la nota contable del L007-

00000000564 del 5 de septiembre de 2012, así mismo esta  acta de  

liquidación refleja el valor de 6.603.765  como saldo del objeto 

contractual ñNO EJECUTADOò por el contratista,  sin embargo se deja de 

presente  que no se acredita  el soporte contable y presupuestal que 

permita evidenciar la  cancelación efectuada por el  valor del saldo no 

ejecutado,  teniendo en cuenta,  la existencia de una reserva 

presupuestal por el valor total del contrato en cuantía de $9.999.987, 

según registro presupuestal No.370 del 13 de abril de 2012, con respecto 

a la celebración del negocio jurídico, según el proceso contractual 

aportado por el sujeto auditado y el acervo probatorio que obra en el 

mismo recopilado en la ejecución de la auditoria y en la fase de la 

evaluación de la controversia, solamente se sustento  valor de ejecución  

por un valor de $2.400.000, como consta según los comprobantes de 

transporte y demás documentos analizados que integran el acervo 

probatorio, configurándose  en detrimento al tenor del articulo 3 y 6 de la 

Ley 610 de 2000. 

¶ Igualmente el acta de liquidación no relaciona cada uno de los soportes y 

acreditación documental, de manera detallada sobre la valoración de la 

ejecución  a que hace referencia el balance financiero para determinar 

que se ejecuto y se cumplió el valor de $$3.396.222, ordenado como 

pago a favor del contratista, tampoco se  evidencia informes de 

supervisión  al respecto, ni  en el contenido del  acta de recibo final del 

contrato de fecha 28 de agosto de 2012.  

 

¶ Se observa en el expediente allegado el 24 de enero de 2014, que obra 

en los folios 75 al 78 (4 folios) un documento que indica su titulo ñestudio 

previoò de fecha 29 de marzo de 2012, el cual no posee, nombre, firma, 

ni identificación alguna  acerca del funcionario responsable de su 

elaboración, proyección, revisión, etc. 

 

¶ No hay soporte alguno dentro de los documentos que acredite un estudio 

contundente y efectivo del análisis de las  variables que determinan el 

costo de  los servicios a contratar, se carece de los  cálculos y precios 

unitarios, tampoco se halla soporte que acompañe el estudio previo en 

cuanto a las variables del mercado y los precios analizados para estimar 

el valor del contrato. 

¶ No hay seguimiento y control a los recursos destinados para el objeto 

contractual, no hay informes seguimiento tanto técnicos, administrativos, 
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financieros, contables rendidos por parte  del supervisor  sobre el avance 

y ejecución del objeto contractual, ni por parte de la contratista, 

trasgrediendo lo estipulado en el artículo 83 y 84  de la Ley 1474 de 

2011- 

 

¶ Se hizo la consulta en el SECOP,  evidenciándose ausencia de la 

publicación del estudio previo  del contrato 041 de 2012, encontrándose 

un estudio publicado que corresponde a otro contrato, con un objeto 

diferente, además el resumen de hitos del proceso que muestra esta 

publicación en el SECOP, no es congruente con los documentos y fechas 

que muestra el expediente contractual que reposa en el municipio y del 

cual fue  aportado al Órgano de Control,  en consecuencia se trasgredió 

el principio de publicidad, articulo 209 de la Constitución Política de 

Colombia,   en concordancia con el artículo 8  Decreto 2474 de 2008,    

articulo 3 de la  Ley 1437 de 2011, articulo  2.2.5  parágrafo uno del 

Decreto  734 de 2012, así mismo inobservancia a  lo dispuesto en el 

artículo 39 de la ley 80 de 1993,  en consonancia  con la Ley 594 de 

2000, Ley 87 de 1993. 

 

¶ Hay incongruencia en el suministro del expediente contractual en todas 

sus etapas; dado que en le ejecucion del proceso contractual se aporto 

indicando que corresponde a 174 folios cuando en realidad se anexaron 

114 folios, y durante la etapa de la evaluación de la controversia y 

emisión del  informe final, se indica que por equivocación se allegó  en la 

ejecución del proceso auditor con 114 folios pero el expediente consta de 

174 como lo indica el oficio remisorio del  28 de octubre de 2013,  

RADICADO DE RECEPCION No.4946 de la misma fecha, lo cual 

concuerda con la certificación de fecha 24 de octubre de 2013, en tal 

sentido el municipio con el fin de subsanar este error involuntario, remite 

nuevamente el expediente contractual escaneado en la etapa de la 

evaluación de la controversia, según el oficio del  24 de enero de 2014, 

suscrito por el Secretario de Hacienda en colaboración con el jefe de 

Control Interno. No  obstante a lo anterior, es verificado este expediente, 

en el que se observa que hay incongruencia en la cantidad de folios 

mencionados, lo cual no coincide con la misma cantidad de folios de 174  

señalados en los oficios remisorios, por el contrario se observa  que  el 

último folio corresponde al 182, sobrepasando los 174 mencionados 

anteriormente,  tampoco figura los folios del 60 al 88 respectivamente,  

en decir;  que el expediente último allegado en esta etapa de la 

evaluación y análisis de la controversia oficio del 24 de enero de 2014, 

solamente corresponde a los siguientes: 

¶ Archivo PDF, contrato 041 de la  Pág. 1 al 45. 

¶ Archivo PDF. contrato 041 de la  Pág.46 al 59,  

¶ Archivo PDF, contrato 041 de la    pág., 89 al 117 
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¶ Archivo PDF, contrato 041 de la  pág. 118 al 163  

Archivo PDF, contrato 041 de la    Pag.164 al 182. 

 

 

La anterior situación es irregular por parte de la administración en la entrega 

de la información de manera veras y fidedigna al órgano de control fiscal. 

 

¶ No figura el plan de trabajo asignado por el Secretario de Planeación tal 

como se pactó en la clausula novena del negocio jurídico entre las 

partes. 

 

¶ EL objeto contratado no tiene especificaciones técnicas. 

 

¶ A pesar de estipularse en el negocio jurídico la dependencia que ejercerá 

la Interventoria, el representante legal, no  efectúa la comunicación  al 

funcionario que ejercerá la supervisión y que representa la dependencia 

que cita en el contrato 

 

¶ No se halla la relación del personal a cargo de la contratista para la 

ejecución del objeto contractual tal como lo indica el acta de inicio, y si 

fuese el caso, tampoco se exigió los paz y salvos de seguridad social 

integral del  personal a cargo de la contratista, no hay evidencia de ello 

en todo el proceso contractual tampoco se exigió. 

 

¶ De acuerdo al expediente contractual escaneado obtenido en la etapa de 

la evaluacion de la controversia (oficio 24 de enero de 2014),  se hizo la 

verificación de estos documentos, en los cuales se halla a folio 157 la 

propuesta económica presentada por la señora, ESTHER JULIA 

AGUIRRE ORTIZ, presentada como Representante legal del 

establecimiento con raz·n social ñEstación Fluvial Solanoò nit: 

00000040776731-1,  igualmente  obra certificado de matricula mercantil 

expedido por la cámara de comercio (fol. 161) observándose que este 

documento al parecer se encuentra incompleto, en el que no se 

evidencia la representatividad legal con respecto al establecimiento que 

señala la propuesta económica,  en el  negocio jurídico  el Ente Territorial 

celebra el contrato con la  señora ESTHER JULIA AGUIRRE, indicando 

que  ñact¼a  en nombre y representación propiaò, obviando la 

condición como representante del establecimiento  ñfluvial de transporteò,  

tal como se presentó y se acepto la propuesta,  lo cual no tiene 

coherencia,  se corroboró según los soportes de los tiquetes de 

transporte acreditados,  que éstos son expedidos por la empresa 

ñEXPRESO SOLANO LTDA. NIT  8280023799, que  no corresponde al 

establecimiento que figura en la propuesta económica, situación que 

viola los principios de la contratación pública, e inobservancia  de los 
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artículo 51, 52, 25 de la Ley 80 de 1993, el articulo 5 ley 1150 de 2007, el 

articulo 6 y 209 de la Constitución Nacional. 

 

¶ No se evidencia la  constitución y aprobación de la garantía única,  

estipulada en la  cláusula decimo sexta del negocio jurídico, hallándose 

incongruencia con lo pactado en la clausula sexta. 

 

¶ El interventor y/o supervisor, en este caso el almacenista,  expide 

resoluciones ordenando el  otorgamiento del beneficio y gasto del 

transporte de personas tal como se evidencia en cada una de las 

Resoluciones que legalizan el gasto,  las cuales no poseen la firma del 

Alcalde municipal como ordenador del gasto,  no obstante  el supervisor 

no tiene la competencia ni facultades para ello, por el contrario su función 

es de seguimiento y  control en el cumplimiento del contrato en los 

término del artículo 83, 84 de la Ley 1474 del 2011 y las encomendadas 

en las funciones de Interventoria según el manual interno,  lo establecido 

en el negocio jurídico no faculta al supervisor para  expedir estos actos 

administrativos que conllevan a la autorización de estos asuntos como lo 

expresa  las resoluciones que acreditan el gasto,  tampoco se observa 

esta facultad en el manual de Interventoria,;  situación que viola el código 

único disciplinario;  en consecuencia le corresponde al supervisor  la 

revisión de la documentación y cumplimiento de los requisitos legales 

que debe evaluar y analizar en cumplimiento de su función de 

seguimiento y control en la ejecución del  objeto contractual. 

 

¶ Dentro de la documentación acreditada en el proceso contractual en 

algunos aparece la consulta efectuada en la pagina del SISBEN que 

identifica la persona a la cual se le otorga este beneficio;  sin embargo en 

otras hay ausencia de la verificación de la identificación que conste que  

el personal beneficiado de estos recursos pertenece realmente a la 

población vulnerable de acuerdo a la clasificación a través de los 

programas y criterios establecidos por la secretaria de planeación y 

gobierno,   donde se perciba el cruce efectuado con la información y 

certificaciones de la Secretarias municipales,  no hay constancia de ello, 

además en la acreditación de los beneficiarios, algunos carecen de la 

fotocopia del carnet de salud,  en algunos soporte de la remisión 

expedida por el  médico tratante, refleja personas afiliadas a COOMEVA. 

no del SISBEN.  Situación que demuestra falencias en la destinación 

objetiva, transparente de estos recursos a las personas que realmente 

pertenecen a la población vulnerable. 

 

¶ El soporte acreditado sobre el certificado de disponibilidad presupuestal 

del proceso contractual tiene vigencia solo hasta el 30 de marzo de 2012, 

según lo señalado en este soporte, sin embargo el contrato se celebra el 
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13 de abril de 2012, posterior a su vencimiento, situación que no tiene 

congruencia  generando presuntas irregularidades administrativas y 

deficiencias en el sistema  de seguimiento y control en estos 

procedimientos. 

4 42 17-04-

2012 

SERVICIO DE 

MANIPULACIÓN DE 

ALIMENTOS 

(PREPARACIÓN Y 

SERVIDO). DURANTE EL 

PRIMER SEMESTRE DEL 

PERIODO ACADEMICO DE 

2012 PARA LOS 

ESTUDIANTES INTERNOS 

EN EL ALBERGUE 

MASCULINO Y FEMENINO 

DE LA INSTITUCION 

EDUCATIVA CAMPO ELISA 

MARULANDA. EN LA 

CABECERA MUNICIPAL DE 

SOLANO. CAQUETA 

$4.500.000 ALFARIS 

LORENA 

GUATAPI 

VARGAS 

$480.000  

¶ Presuntas irregularidades, al haberse pagado por encima de lo 

establecido según el termino de la prestación del servicio, toda vez que a 

la contratista le pagaron como si el contrato se hubiese ejecutado con 

duración de  cinco (5) meses completos,  sin embargo el Contrato y acta 

de inicio  su duración del servicio prestado y ejecutado es desde el  17 

abril de 2012 y según la clausula segunda del negocio jurídico hasta el 

31 de agosto de 2012, que a pesar de haberse efectuado suspensión 

desde el 12 de junio hasta el 2 de julio, es decir suspensión de 20 días y 

según acta de reinicio se ejecuta actividades desde el 3 de julio de 2012,  

además de acuerdo al acta de liquidación y el acta de suspensión indica 

que a consecuencia de la suspensión de los 20 días de las actividades 

del servicio de la contratista,  la ejecución se extenderá por el mismo 

término y  hasta el  día 20 de septiembre de 2012, lo mismo se refleja en 

el acta de liquidación  donde el termino de ejecución fue hasta dicha 

fecha, no se observa documento alguno que indique que la duración del 

contrato correspondió a un término de 5 meses.  No obstante a lo 

anterior, se halla un presunto detrimento al patrimonio del Estado por 

$480.000, de acuerdo al cálculo conforme a lo realmente ejecutado con 

fundamento a las fechas y términos previstos en cada uno de los actos 

administrativos, actas y demás compilación del  acervo probatorio que 

obra en el expediente contractual, lo cual correspondió a 4 meses y 14  

días,  y no  a 5 meses,  sin embargo se pago la totalidad de los recursos 

por valor de $4.500.000, conllevando a pagos demás sin que se 

respetara los términos estipulados en la necesidad para el cual se 

formuló en el estudio previo  en cuanto a los términos de duración y 

ejecución;  sin embargo  los recursos fueron desembolsados,  como si la 

ejecución se hubiese realizado tal como lo estipula  tanto la  invitación 

publica que obra en el expediente contractual y el estudio previo,  a pesar 

de haberse estipulado en el acta de liquidación que su duración 

correspondió a 4 meses y 15 días, sin embargo  a la contratista se le 

desembolso la  totalidad de los recursos. 

 

En razón a los hechos antes expuestos configuran presunto detrimento 

fundamentado en el artículo 3 y 6 de la Ley 610 de 2000, en 

concordancia con los principios de contratación pública y al tenor del 

artículo 209 de la Constitución Política. 

 

¶ Se evidencia incoherencia en cuanto a la suspensión de la ejecución del 

servicio objeto el contrato;  dado que los estudiantes disfrutan las 
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vacaciones desde el 08 de junio del 2012, reiniciando clases el 3 de julio 

del 2012,   y el acta de suspensión es efectuada el día 12 de junio de 

2012, es decir posterior a la fecha de haber salido a vacaciones los 

estudiantes,  cuando en realidad la suspensión debió efectuarse a partir 

del 8 de junio hasta el 2 de julio,   teniendo en cuenta que la satisfacción 

de la necesidad es en beneficio de la población estudiantil, conforme se 

percibe en el objeto contractual. 

¶ Hay deficiencias en la presentación de los informes detallados de la 

supervisión del contrato conforme al artículo 83 y 84 de la Ley 1474 de 

2011. 

¶ No hay publicación del acta de suspensión del contrato vulnerando el 

numeral 18 del artículo 2.2.5 Decreto 734  de 2012 y demás normas 

concordantes. 

¶ Como requisito del estudio previo, en su elaboración deberá contener la  

identificación del numero del certificado de disponibilidad presupuestal, 

fecha, valor,  conforme lo dispuesto en el numeral 5, articulo 3.5.2 

Decreto 734 de 2012, observación que se configura dentro del hallazgo 

como administrativo. ( contratación  mínima cuantia ) 

 

¶ Tampoco se  halla soporte que acompañe el estudio previo en cuanto a 

las variables del mercado y los precios analizados para estimar el valor 

del contrato observándose debilidades en su formulación, no especifica 

cuantitativamente la identificación de la población beneficiaria del servicio 

contratado. (Decreto 2474 articulo 3 vigente por la fecha de los hechos y 

decreto 2516 de 2011). 

 

¶ Elusión de los paz y salvos de seguridad social integral de la contratista, 

toda vez que no se  acredita los pagos de seguridad social de manera 

completa, ni la consulta realizada por la entidad contratante,  teniendo en 

cuenta que no se haya la acreditación de los pagos para la adjudicación, 

suscripción y perfeccionamiento del contrato, sin embargo la ejecución se 

inicio el 17 de abril de 2012,   como consta en el acta de iniciación que 

reposa a folios  10 y 11 del expediente contractual,  sin objeción alguna 

ni exigencia en cuanto a estos paz y salvos de la contratista y del 

personal a cargo de la  misma., tampoco la consulta  realizada por el 

ente territorial, en consecuencia el municipio de  Solano, no dio  

aplicación a lo dispuesto en  el articulo 41  Ley 80 de 1993 modificado 

por la ley 1150 de 2007 articulo 23,   así mismo se  deja de presente que 

además de aportar esta acreditación, también debe verificarse  y exigirse 

que el contratista  como persona natural e independiente, cumpla  con el 

porcentaje del 40% de la cotización con respecto al salario básico del 

valor bruto del contrato facturado en forma mensualizada, (Articulo 18 

Ley 1122 de 2007, artículo 23 Ley 1703 de 2002 en lineamiento con la 

circular 00001 del 6 de diciembre de 2004, del ministerio de la protección 
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social y crédito público) aspecto que se está incumpliendo. 

5 043 17-04-

2012 

SERVICIO DE 

MANIPULACIÓN DE 

ALIMENTOS 

(PREPARACIÓN Y 

SERVIDO). DURANTE EL 

PRIMER SEMESTRE DEL 

PERIODO ACADEMICO DE 

2012 PARA LOS 

ESTUDIANTES 

BENEFICIARIOS DEL 

COMEDOR ESCOLAR DE LA 

INSTITUCION EDUCATIVA 

CAMPOELISA MARULANDA. 

EN LA CABECERA 

MUNICIPAL DE SOLANO. 

CAQUETA 

$3.600.000 DALIDA 

ANTURY SILVA 

$570.000 V Presunto detrimento al patrimonio del Estado por valor de $570.000. toda 

vez que según el análisis y cálculos efectuados conforme al acervo 

probatorio, a la contratista se le pago más de lo ejecutado conforme al 

contrato celebrado. Ahora bien  al dar un vistazo a la clausula segunda 

se estipula que el contrato tiene su duración hasta el 31 de julio del 2012, 

teniendo en cuenta que el acta de inicio como la celebración del negocio 

jurídico corresponde al 17 de abril del mismo año,  el estudio previo 

indica que el contrato es de una duración de 4 meses, así mismo la 

forma de pago  fue estipulada en cuatro pagos de sumas iguales de 

$900.000, lo mismo indica el estudio previo y la invitación publica que 

obra en el expediente contractual, en este orden de ideas se refleja que 

lo pactado en el  contrato  no tiene congruencia con lo establecido y 

exigido  en el estudio previo, este ultimo señala una duración de cuatro 

meses y según lo extractado del contrato su duración no alcanza los 4 

meses pactados sino  3 meses y 14 días, aunado a ello las actas que 

obran en el expediente indica que su ejecución fue suspendida a partir 

del 12 de junio reiniciando la ejecución el 3 de julio de 2012, en el que se 

amplió según la suspensión por el mismo  termino de 20 días,   hasta el 

20 de agosto del mismo año, como estipula el acta de suspensión,  sin 

embargo el contrato se liquida anticipadamente el 31 de julio de 2012, 

lo que deja entrever que su ejecución del servicio tuvo una duración de 2 

meses y 23 días lo que se traduce en $2.490.000, y según los 

comprobantes de pago acreditados, a la contratista se le reconoció y  

desembolsó el  valor de $3.060.000, lo que arroja un presunto detrimento 

en cuantía de $570.000. además el acta de liquidación que obra en el 

expediente no tiene congruencia con lo realmente reflejado, según los 

términos de la ejecución del servicio. 

 

DEBILIDADES EN EL ESTUDIO PREVIO: 

 

V El estudio previo, ni el contrato identifica el número del certificado de 

disponibilidad presupuestal su fecha, valor, además el estudio previo, 

hace parte integral del negocio jurídico, y por ende las  condiciones y 

exigencias que  contemplan el estudio previo. 

 

V No se halla soporte que acompañe este estudio previo en cuanto a las 

variables del mercado y los precios analizados para estimar el valor del 

contrato,  conforme articulo 3 decreto 2474 de 2008 vigente por la fecha 

de los hechos, en concordancias con el  decreto 2516 de 2011. 

 

V No especifica cuantitativamente y identificación de la población 

beneficiaria que cubre del servicio contratado.  
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V Se precisa que el estudio previo  formulado y que obra en el expediente 

contractual No.043 del 2013, establece un valor  de $14.4000.000, para 

contratar ñ4 manipuladorasò según consta en la cantidad especificada en 

este documento, sin embargo no concuerda con el valor expuesto en el  

certificado de disponibilidad presupuestal  No 42 del 26 de enero de 

2012, .que respalda el gasto,  dado que éste cuenta con un valor de 

$13.500.000,  inferior al referido en el estudio previo, trasgrediendo lo 

dispuesto en el Estatuto Orgánico de Presupuesto Articulo 71, articulo 

112, Decreto 111 de 1996. 

V No se evidencia el cronograma de actividades objeto del contrato, tal 

como lo estipula la clausula novena del negocio jurídico, sin embargo  la 

propuesta (fol.26-26 expediente contractual) fue aprobada por el 

municipio como lo afirma la controversia, lo que permite corroborar el 

Órgano de Control,  que el municipio aprobó sin tener la debida 

contemplación del plan de acción de la contratista, con su cronograma de 

actividades, lo cual se haya ausencia de lo pactado y especificado en el 

negocio jurídico, en tanto que al parecer no se cumplió lo exigido en la 

clausula ñNOVENA: CRONOGRAMA DE ACTIVIDADES: el contratista se 

obliga a ejecutar el contrato  de acuerdo con el plan de acción 

presentado en la propuesta, revisado y aprobado por el Municipioò 

(negrilla fuera del texto). 

 

V No hay informes detallados de la supervisión del contrato conforme al 

artículo 83 y 84 de la Ley 1474 de 2011, que permita determinar y reflejar 

el seguimiento  sistemático en el avance y ejecución del proceso 

contractual teniendo en cuenta lo regulado en el precepto normativo en 

cuanto al seguimiento técnico, administrativo, financiero contable y 

jurídico, adem§s la supervisi·n contractual, implica ñel seguimiento al 

ejercicio del cumplimiento obligacional por la entidad contratante sobre 

las obligaciones a cargo del contratistaò 

 

V Hay presuntas irregularidades en la publicación de los actos 

administrativos y documentos del proceso contractual conforme al 

artículo 2.2.5 del Decreto 734 de 2012, no se publican todos los 

documentos exigidos conforme al precepto normativo, trasgrediendo el 

principio de publicidad,  el artículo 209 de la Constitución Política,  

Articulo 3 LEY 1437 de 2011, es preciso indicar que dentro de los 

documentos no publicados figura entre otros más,  el acta de suspensión, 

el de  liquidación. 

 

V El Ente auditado es omisivo en cuanto a la verificación de los pagos 

sobre la seguridad social, presentada por el contratista; toda vez que los 

valores sustentados y vistos en el expediente contractual,  
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presuntamente no cumple con el porcentaje del 40%  de cotización  que 

debe acreditar como persona natural, con respecto al salario básico del 

valor bruto del contrato facturado en forma mensualizada, tampoco se 

hizo exigencia ni observación alguna al contratista sobre este aspecto. el 

cual es deber cumplir con lo regulado en los preceptos normativos que 

rigen este aspecto, con fundamento en artículo 23 de la Ley 1150 que 

modificó el artículo 41 de la Ley 80 de 1993, en concordancia con el 

articulo 50 Ley 789 de 2002, articulo 4 ley 797 de 2003, articulo 18 Ley 

1122 de 2007, articulo 23 Ley 1703 de 2002 en congruencia con la 

circular No.000001 del 6 de diciembre de 2004, expedida por el Ministerio 

de Hacienda y Protección Social. 

 

6 048 19-04-

2012 

SERVICIO DE MANIPULACIÓN DE 

ALIMENTOS (PREPARACIÓN Y 

SERVIDO). DURANTE EL PRIMER 

SEMESTRE DEL PERIODO ACADEMICO 

DE 2012 PARA LOS ESTUDIANTES 

BENEFICIARIOS DEL COMEDOR 

ESCOLAR DE LA INSTITUCION 

EDUCATIVA CAMPOELISA 

MARULANDA. EN LA CABECERA 

MUNICIPAL DE SOLANO. CAQUETA 

$3.600.000 MARIA CECILIA 

RENGIFO 

CANO. 

$570.000 V Presunto detrimento al patrimonio del Estado por valor de $570.000, toda 

vez que según el análisis y cálculos efectuados conforme al acervo 

probatorio, a la contratista se le pago más de lo realmente ejecutado 

según la duración establecida en el contrato. Ahora bien  al dar un 

vistazo a la clausula segunda estipula que el contrato tiene su duración 

hasta el 31 de julio del 2012, teniendo en cuenta que el acta de inicio 

como la celebración del negocio jurídico corresponde al 19 de abril del 

mismo año,  lo que refleja que la duración correspondió  a un término de  

3 meses y 12 días; así mismo la forma de pago en el negocio jurídico y 

en la invitación publica establece 4 pagos de sumas iguales de $900.000,  

y un plazo por el mismo termino de 4 meses,  igualmente estas 

especificaciones son determinadas en el estudio previo;  en este orden 

de ideas se observa que el pago fue efectuado como si realmente el 

servicio se hubiese prestado y  ejecutado durante cuatro meses, cuando 

lo realmente lo extractado corresponde a lo siguiente: 

inicio 19-04-2012= 

 ABRIL =12  Días. 

MAYO: = 30 días 

Junio= 11 días. 

total  53 días antes de la suspensión. 

FUE SUSPENDIDO DESDE EL 12-06-12 AL 02-07-12. 

reanuda ejecución el 03-07-2012 hasta el 20-08-2012- 

entonces tenemos: 

JULIO= 28 DIAS 

AGOSTO= 20 DIAS 

 

Lo que arroja 48 días de la ejecución del servicio  a partir de la reanudación 

de la suspensión. 

En virtud de lo anterior, se colige del análisis anterior que el servicio prestado 

conforme a la ejecución real correspondió a 3 meses y 11 días,   por  valor de 

$3.030.000, lo que arroja un valor pagado de más a la contratista de 

$570.000.  Según los comprobantes de pago acreditados corresponden a 
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una erogación del presupuesto por valor de $3.600.000, a favor de la 

contratista, por lo tanto hay anomalías en la liquidación del contrato y en su 

defecto presunto detrimento al patrimonio con fundamento en la Ley 610 de 

200 articulo 3 y 6. 

 

V se evidencia incoherencia, en cuanto a la suspensión de la ejecución del 

servicio objeto el contrato;  dado que los estudiantes disfrutan las 

vacaciones desde el 08 de junio del 2012, reiniciando clases el 3 de julio 

del 2012,   y el acta de suspensión es efectuada el día 12 de junio de 

2012, es decir posterior a la fecha de haber salido a vacaciones los 

estudiantes,  cuando en realidad la suspensión debió efectuarse a partir 

del 8 de junio hasta el 2 de julio,   teniendo en cuenta que la satisfacción 

de la necesidad es en beneficio de la población estudiantil. En las actas 

suscritas entre las partes ni en los actos administrativos que obran en el 

expediente contractual, no se deja constancias de condiciones y 

salvedades al respecto. 

 

V No especifica ni en el contrato y en ningún otro documento la 

identificación  cuantitativa de la población beneficiaria que cubre del 

servicio contratado. 

 

V No hay soporte alguno dentro de los documentos que acredite un estudio 

contundente y efectivo del análisis de las  variables que determinan el 

costo de  los servicios a contratar, se carece de los  cálculos y precios 

unitarios, no se halla soporte que acompañe el estudio previo, tampoco lo 

contempla el contenido de este  documento allegado en la controversia. 

 

V Presuntas irregularidades en la publicación de los actos administrativos y 

documentos del proceso contractual conforme al artículo 2.2.5 Decreto 

734 de 2012, trasgrediendo el principio de publicidad,  y el artículo 209 

de la Constitución Política, según la consulta efectuada a la página del  

SECOP, no se evidencia documento alguno publicado frente a este 

contrato. 

 

V No se evidencia el cronograma de actividades objeto del contrato, tal 

como lo estipula  el negocio jurídico; a pesar de  la controversia ejercida 

por el municipio,  no contempla un plan de acción ni cronograma de 

actividades, por lo tanto no se cumplió lo exigido en la clausula 

ñNOVENA: CRONOGRAMA DE ACTIVIDADES: el contratista se 

obliga a ejecutar el contrato  de acuerdo con el plan de acción 

presentado en la propuesta, revisado y aprobado por el Municipioò 

(negrilla fuera del texto). 

 

V Los informes presentados por el supervisor, no son completos ni 

detallados conforme a las condiciones reguladas en el artículo 83 y 84 de 
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la Ley 1474 de 2011 y su manual interno de Interventoria. 

 

V De acuerdo al análisis de la controversia  se constata las presuntas 

irregularidades en la verificación y el seguimiento de los paz y salvos de 

seguridad  social integral, toda vez, que  se inicio la ejecución del 

contrato  el 19 de abril del 2012, sin acreditación alguna sobre este 

concepto, tampoco verificación al respecto, dado que   el periodo de abril 

de 2012  fue pagado el 25 de abril del mismo año, estando en ejecución 

el objeto del contrato, sin que se haya acreditado  paz y salvo en 

oportunidad para el perfeccionamiento del contrato,  es decir antes de 

iniciar el objeto contractual, trasgrediendo los preceptos normativos que 

regulan la materia, sin desconocer desde luego que obran soportes 

presentados por la  contratista en cada desembolso realizado por el 

municipio,  como son las planillas de seguridad social y aunque son 

revisadas por el ente territorial como lo aduce en la controversia,  sin 

embargo hay debilidades en cuanto a la supervisión,  estas no reflejan el 

cumplimiento del porcentaje del 40%  de cotización  que debe acreditar 

como persona natural, con respecto al salario básico del valor bruto del 

contrato facturado en forma mensualizada, trasgrediendo lo  regulado en 

los preceptos normativos artículo 23 de la Ley 1150 que modificó el 

artículo 41 de la Ley 80 de 1993, en concordancia con el articulo 50 Ley 

789 de 2002, articulo 4 ley 797 de 2003, articulo 18 Ley 1122 de 2007, 

articulo 23 Ley 1703 de 2002 en consonancia  con la circular No.000001 

del 6 de diciembre de 2004, expedida por el Ministerio de Hacienda y 

Protección Social.   

7 049 19-04-

2012 

SERVICIO DE 

MANIPULACIÓN DE 

ALIMENTOS 

(PREPARACIÓN Y 

SERVIDO). DURANTE EL 

PRIMER SEMESTRE DEL 

PERIODO ACADEMICO DE 

2012 PARA LOS 

ESTUDIANTES 

BENEFICIARIOS DEL 

COMEDOR ESCOLAR DE LA 

INSTITUCION EDUCATIVA 

CAMPOELISA MARULANDA. 

EN LA CABECERA 

MUNICIPAL DE SOLANO. 

CAQUETA. 

$3.600.000 MARIA FENID 

BERMUDEZ 

CARVAJAL. 

$570.000 V Presunto detrimento al patrimonio del Estado por valor de $570.000, toda 

vez que según el análisis y cálculos efectuados conforme al acervo 

probatorio, a la contratista se le pago más de lo realmente ejecutado 

según la duración. Ahora bien  al dar un vistazo a la clausula segunda 

estipula que el contrato tiene su duración hasta el 31 de julio del 2012, 

teniendo en cuenta que el acta de inicio como la celebración del negocio 

jurídico corresponde al 19 de abril del mismo año,  lo que refleja que la 

duración correspondió  a un término de  3 meses y 12 días; mientras que 

el estudio previo establece un plazo de ejecución de 4 meses, así mismo 

la forma de pago en el negocio jurídico determina en su clausula cuarta 

la forma de pago de 4 sumas iguales de $900.000, lo mismo del estudio 

previo,  hallándose incongruencia con lo establecido en la  invitación 

publica del proceso contractual que obra en el expediente; en este orden 

de ideas se observa que el pago fue efectuado como si realmente el 

servicio se hubiese prestado y  ejecutado durante cuatro meses, cuando 

lo realmente lo extractado corresponde a lo siguiente: 

inicio 19-04-2012= 

 ABRIL =12  Días. 

MAYO: = 30 días 
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Junio= 11 días. 

total  53 días antes de la suspensión. 

FUE SUSPENDIDO DESDE EL 12-06-12. por 20 días. 

Se reanuda la ejecución el 03-07-2012 hasta el 20-08-2012  

entonces tenemos: 

JULIO= 28 DIAS 

AGOSTO= 20 DIAS 

48 días a partir de la reanudación de la suspensión. 

En virtud de lo anterior, se colige del análisis anterior que el servicio prestado 

conforme a la ejecución real correspondió a 3 meses y 11 días. que 

corresponde al valor de $3.030.000, lo que arroja un valor pagado de más a 

la contratista de $570.000.  Según los comprobantes de pago acreditados 

corresponden a una erogación del presupuesto por valor de $3.600.000, a 

favor de la contratista, por lo tanto hay anomalías en la liquidación del 

contrato, y en su defecto presunto detrimento al patrimonio. 

 

V No hay informes detallados de la supervisión del contrato conforme al 

Artículo 83 y 84 de la Ley 1474 de 2011, los informe presentados por el 

supervisor no son completos ni detallados, tal como se  estableció en la 

evaluación de la controversia. 

 

V De acuerdo al análisis y evaluación de la controversia, se  le indica al 

municipio que el pago de seguridad social aportado para el periodo de 

abril de 2012. y que obra en el expediente contractual fue pagado el 26 

de abril de 2012, estando en ejecución el objeto del contrato, sin que se 

haya acreditado  paz y salvo en oportunidad para el perfeccionamiento 

del contrato, igualmente las consultas realizadas y las certificaciones 

expedidas sobre las semanas cotizadas que acredita el municipio como 

cumplimiento de estos deberes,  figuran posterior a la fecha del inicio del 

objeto contractual,  teniendo en cuenta que se inicio su ejecución el 

mismo día de la suscripción del contrato, como consta en el acta del 19 

de abril de 2012, suscrita entre la contratista y la supervisora (folios 11 y 

12 del expediente).  Se corrobora las presuntas irregularidades en la 

verificación y acreditación de los pagos de seguridad social conforme a 

los preceptos normativos, sin desconocer desde luego que obran 

soportes presentados por la  contratista en cada desembolso realizado 

por el municipio,  como son las planillas de seguridad social y aunque 

son revisadas por el ente territorial como lo aduce en la controversia, sin 

embargo hay debilidades en la supervisión,  además la verificación en el 

cumplimiento del porcentaje del 40%  de cotización  que debe acreditar el 

contratista como persona natural, con respecto al salario básico del valor 

bruto del contrato facturado en forma mensualizada, con fundamento en 

los preceptos normativos, artículo 23 de la Ley 1150 que modificó el 

artículo 41 de la Ley 80 de 1993, Decreto 734 de 2012, en concordancia 
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con el articulo 50 Ley 789 de 2002, articulo 4 ley 797 de 2003, articulo 18 

Ley 1122 de 2007, articulo 23 Ley 1703 de 2002,  la circular No.000001 

del 6 de diciembre de 2004, expedida por el Ministerio de Hacienda y 

Protección Social , vigente para la época de los hechos. 

 

V No especifica ni en el contrato y en ningún otro documento la 

identificación  cuantitativa de la población beneficiaria que cubre del 

servicio contratado. 

 

V Debilidades en la formulación de los estudios previos, no hay soporte 

alguno dentro de los documentos que acredite un estudio contundente y 

efectivo del análisis de las  variables que determinan el costo de  los 

servicios a contratar, se carece de los  cálculos y precios unitarios. 

 

V se percibe incoherencia, en cuanto a la suspensión de la ejecución del 

servicio objeto el contrato;  dado que los estudiantes disfrutan las 

vacaciones desde el 08 de junio del 2012, reiniciando clases  3 de julio 

del 2012,  tal como el mismo ente de territorial,  lo señala en el acta de 

suspensión, sin embargo ésta se suscribe posterior a la fecha del disfrute 

de la vacaciones de los estudiantes, cuando en realidad debería 

realizarse  a partir de la misma fecha en que los estudiante salen a 

vacaciones, teniendo en cuenta que ellos son los beneficiados del 

servicio, en las actas suscritas entre las partes ni en los actos 

administrativos que obran en el expediente contractual, no se deja 

constancias de condiciones y salvedades al respecto. 

 

V Presuntas irregularidades en la publicación de los actos administrativos y 

documentos del proceso contractual conforme al artículo 2.2.5 de la 

Decreto 734 de 2012, no se publican todos los documentos exigidos 

conforme al precepto normativo, trasgrediendo el principio de publicidad,  

el artículo 209 de la Constitución Política, es preciso indicar que dentro 

de los documentos no publicados figura entre otros más,  el acta de 

suspensión. 

8 050  SERVICIO DE 

MANIPULACIÓN DE 

ALIMENTOS 

(PREPARACIÓN Y 

SERVIDO). DURANTE EL 

PRIMER SEMESTRE DEL 

PERIODO ACADEMICO DE 

2012 PARA LOS 

ESTUDIANTES 

BENEFICIARIOS DEL 

COMEDOR ESCOLAR DE LA 

$3.600.000 LUZ MARY 

VALENCIA 

LUNA: 

$570.000 V Presunto detrimento al patrimonio del Estado por valor de $570.000, toda 

vez que según el análisis y cálculos efectuados conforme al acervo 

probatorio, a la contratista se le pago más de lo realmente ejecutado 

según la duración. Ahora bien  al dar un vistazo a la clausula segunda 

estipula que el contrato tiene su duración hasta el 31 de julio del 2012, 

teniendo en cuenta que el acta de inicio como la celebración del negocio 

jurídico corresponde al 19 de abril del mismo año,  lo que refleja que la 

duración correspondió  a un término de  3 meses y 12 días; mientras que 

el estudio previo establece un plazo de ejecución de 4 meses, así mismo 

la forma de pago en el negocio jurídico determina en su clausula cuarta 

la forma de pago de 4 sumas iguales de $900.000, lo mismo del estudio 
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INSTITUCION EDUCATIVA 

CAMPOELISA MARULANDA. 

EN LA CABECERA 

MUNICIPAL DE SOLANO. 

CAQUETA 

previo,  hallándose incongruencia con lo establecido en la  invitación 

publica del proceso contractual que obra en el expediente; en este orden 

de ideas se observa que el pago fue efectuado como si realmente el 

servicio se hubiese prestado y  ejecutado durante cuatro meses, cuando 

lo realmente lo extractado corresponde a lo siguiente: 

inicio 19-04-2012= 

 ABRIL =12  Días. 

MAYO: = 30 días 

Junio= 11 días. 

total  53 días antes de la suspensión. 

FUE SUSPENDIDO DESDE EL 12-06-12. por 20 dias. 

Se reanuda la ejecución el 03-07-2012 hasta el 20-08-2012  

entonces tenemos: 

JULIO= 28 DIAS 

AGOSTO= 20 DIAS 

49 días a partir de la reanudación de la suspensión. 

 

En virtud de lo anterior, se colige del análisis anterior que el servicio prestado 

conforme a la ejecución real correspondió a 3 meses y 11 días. que 

corresponde al valor de $3.030.000, lo que arroja un valor pagado de más a 

la contratista de $570.000.  Según los comprobantes de pago acreditados 

corresponden a una erogación del presupuesto por valor de $3.600.000, a 

favor de la contratista, por lo tanto hay anomalías en la liquidación del 

contrato, y en su defecto presunto detrimento al patrimonio. 

 

V No hay informes detallados de la supervisión del contrato conforme al 

artículo 83 y 84 de la Ley 1474 de 2011, los informe presentados por el 

supervisor no son completos ni detallados, tal como se  indico en la 

evaluación de la controversia. 

 

V Debilidades en la  verificación de los pagos sobre la seguridad social, 

presentada por el contratista; toda vez que los valores sustentados y 

vistos en el expediente contractual, no cumple con el porcentaje del 40%  

de cotización  que debe acreditar como persona natural, con respecto al 

salario básico del valor bruto del contrato facturado en forma 

mensualizada, tampoco se hizo exigencia ni observación alguna al 

contratista sobre este aspecto. el cual es deber cumplir con lo regulado 

en los preceptos normativos que rigen este aspecto, con fundamento en 

artículo 23 de la Ley 1150 que modificó el artículo 41 de la Ley 80 de 

1993, en concordancia con el articulo 50 Ley 789 de 2002, articulo 4 ley 

797 de 2003, articulo 18 Ley 1122 de 2007, articulo 23 Ley 1703 de 2002 

en congruencia con la circular No.000001 del 6 de diciembre de 2004, 

expedida por el Ministerio de Hacienda y Protección Social. 
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Se realiza la evaluación y análisis a la controversia presentada por el 

municipio y   se le indica que para el perfeccionamiento del contrato no se 

acreditó  paz y salvo en oportunidad, así mismo las  consultas realizadas y 

las certificaciones expedidas sobre las semanas cotizadas que acredita el 

municipio como cumplimiento de estos deberes,  figuran posterior a la fecha 

del inicio del objeto contractual, por cuanto el acta de iniciación señala que 

fue a partir del 19 de abril del 2012, lo mismo ocurre con el certificado 

expedido por  COOMEVA EPS,   el 2 de mayo del mismo año, y la 

acreditación de la consulta al FOSYGA, efectuada por el municipio  el 10 de 

mayo de 2012, refleja  que se afilio en salud, el 26 de abril de 2012, es decir 

cuando ya estaba en  ejecución el contrato, es decir se inicio sin estar 

perfeccionado y sin la afiliación en seguridad social integral la contratista,  

según acta del 19 de abril de 2012, suscrita entre la contratista y la 

supervisora, por lo  tanto se corrobora las presuntas irregularidades en la 

verificación y acreditación de los pagos de seguridad social conforme a los 

preceptos normativos que regulan la materia, sin desconocer desde luego 

que obran soportes presentados por la  contratista en cada desembolso 

realizado por el municipio,  como son las planillas de seguridad social y 

aunque son revisadas por el ente territorial como lo aduce en la controversia, 

pues las mismas tienen debilidades en la supervisión y verificación en el 

cumplimiento de los preceptos normativos. 

 

V No especifica ni en el contrato y en ningún otro documento la 

identificación  cuantitativa de la población beneficiaria que cubre del 

servicio contratado. 

 

V Debilidades en los estudios previos, las  variables que determinan el 

costo de  los servicios a contratar, se carece de los  cálculos y precios 

unitarios, tampoco se halla soporte que acompañe el estudio previo en 

cuanto a las variables del mercado y los precios analizados para estimar 

el valor del contrato. 

 

V Presuntas irregularidades en la publicación de los actos administrativos y 

documentos del proceso contractual conforme al artículo 2.2.5 de la 

Decreto 734 de 2012, no se publican todos los documentos exigidos 

conforme al precepto normativo, trasgrediendo el principio de publicidad,  

el artículo 209 de la Constitución Política, es preciso indicar que dentro 

de los documentos no publicados figura entre otros más,  el acta de 

suspensión. 

 

V Se presenta  incoherencia, en cuanto a la suspensión de la ejecución del  

servicio objeto el contrato;  dado que los estudiantes disfrutan las 

vacaciones desde el 08 de junio del 2012, reiniciando clases  3 de julio 

del 2012,  tal como el mismo ente de territorial,  lo señala en el acta de 
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Con respecto al estudio previo este órgano de control precisa al sujeto auditado lo siguiente: 
 
 
En la formulación  del estudio previo es claro, que hay que tener en cuenta dentro del análisis,  la descripción de la 
necesidad de la entidad que se pretende satisfacer con la contratación y para ello es indispensable conocer la 
población objetivo de manera clara y cuantitativa, que finalmente es donde se proyecta el beneficio -costo 
emprendido dentro del proceso contractual y conforme a la necesidad establecida coherentemente de la población y 
para la determinación del costo del  contrato, dado que todos estos análisis orientan a la administración a la 
realización de manera concreta, transparente  y ante todo dentro de los lineamientos del principio de planeación,  
siendo la identificación de la población uno de los referentes para la determinación de los costos del contrato, en la 
adquisición del servicio y más aun cuando el municipio pretende con el mismo estudio previo adjudicar varios 
contratos para la satisfacción de un solo objeto contractual, que correspondía a la manipulación de alimentos 
preparación y servicio dirigidos a la institución Educativa Campo Elías Marulanda de la Cabecera Municipal de 
Solano, tal como se indico en las observaciones del contrato 043 del 2012, por lo tanto para definir la descripción de 
la necesidad y estimar el valor del contrato, desde luego hay que definir la opción más favorable para resolver la 
necesidad desde los puntos de vista técnico, jurídico  y económico, establecer las diferentes alternativas o solución 
de la necesidad de la entidad frente a los costos, beneficios y desventajas, a fin de adquirir las mejores opciones del 
servicio, calidad del personal que prestara el servicio, y en su defecto para la definición del presupuesto que cubrirá y 
garantizara la  prestación del servicio dentro de las especificaciones económicas y técnicas y aun cuando este 
estudio previo es formulado no solo para la adjudicación de un solo contrato, sino para el mismo objeto contractual, 
para cubrir la misma necesidad, dirigido el servicio a la misma institución educativa Campo Elias Marulanda de la 
cabecera municipal de Solano, tal como se indica en las observaciones expuestas en el cuadro anterior de este 
hallazgo. 
 
El Consejo de Estado, sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, en sentencia del 31 de agosto de 
2006, radicación R-7664, reitera que en materia contractual las entidades oficiales están obligadas, a respetar y 
cumplir el principio de planeación  en virtud del cual resulta indispensable la elaboración previa de estudios y análisis 
suficientemente serios y completos  antes de iniciar un procedimiento contractual y selección de los contratistas. 
 
Situación que se presenta por deficiencias en la elaboración de los estudios y documentos previos, ausencia del 
sistema de control interno, deficiencias en la Interventoria e inobservancia a los preceptos normativos y principios 
constitucionales que rigen la administración pública,  generando bajos niveles administrativos y fiscales. 
 

suspensión, sin embargo ésta se suscribe posterior a la fecha del disfrute 

de la vacaciones de los estudiantes, cuando en realidad debería 

realizarse  a partir de la misma fecha en que los estudiante salen a 

vacaciones, teniendo en cuenta que ellos son los beneficiados del 

servicio, en las actas suscritas entre las partes ni en los actos 

administrativos que obran en el expediente contractual, no se deja 

constancias de condiciones y salvedades al respecto. 

 

 

Presunto detrimentoéééééé.é$12.842.426  
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En virtud de los contratos antes citados se configura hallazgo administrativo con presunta incidencia fiscal por 
presunto detrimento al patrimonio del Estado  en cuantía de $12.842.426, de conformidad con el articulo 3 y 6 de la 
ley 610 de 2000, con  presunto alcance disciplinario a la luz del numeral 1 de los  artículo 34 y 35 de la Ley 734 de 
2000, en congruencia con la Ley 1474 del 2011. 
 
 
HALLAZGO No. 2- Administrativo- Fiscal-Disciplinario. 
 
Presuntas irregularidades en  la ejecución de los Contratos de Prestación de Servicios Nos. 011, 013,  021 
026, 027, 032 y 040 de 2012.  
 
En cumplimiento a los fines esenciales del Estado y de acuerdo al mandato constitucional del Art.209 y el 
acatamiento de los preceptos normativos y demás reglamentos y procedimientos internos como herramientas de la 
administración pública y en procura de la efectividad en el manejo de los recursos del Estado dentro de los principios 
constitucionales y contractuales, en aras del  mejoramiento continuo y por consiguiente de sus procedimientos de 
manera transparente y efectiva, en consecuencia se detecta presuntas irregularidades en los  procesos contractuales 
que se exponen a continuación trasgrediendo  lo preceptuado en el artículo 26 de la Ley 80 de 19932, Ley 1474 de 
2011 articulo 83,  ley 610 de 2000, con posible vulneración al código disciplinario de acuerdo a los  hechos que se 
exponen en el siguiente esquema, situación que se presenta por la inobservancia a los preceptos normativos, 
deficiencias en el sistema de control interno y  ausencia de Interventoría, generando bajos niveles de gestión fiscal y 
administrativa. 

                                                           
2
 Articulo 26 ley 80 de 1993,  del principio de responsabilidad: ñLos servidores p¼blicos est§n obligados a buscar el cumplimiento de 

los fines de la contratación, a vigilar la correcta ejecuci·n del objeto contratado y  proteger los derechos de la entidadéò los 
servidores públicos  responderán por sus actuaciones  y omisiones antijurídicas  y deberán  indemnizar los daños que se causen 
por raz·n de ellasò,  los contratistas  responder§n y la entidad velar§ por la buena calidad del objeto contratadoòé 
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. 

CONTRA

TO 

 OBJETO DEL CONTRATO 
VALOR DEL  

CONTRATO 

CONTRATIST

A 

AUSENCIA DE ACREDITACIÓN DEL CUMPLIMIENTO DEL OBJETO CONTRACTUAL, 

EVIDENCIADO EN LA FALTA DE SOPORTES  QUE DEMUESTREN LA EJECUCIÓN 

DEL CONTRATO 

PRESUNTO 

DETRIMENTO 

011 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

PRESTAR EL SERVICIO 

DE MENSAJERÍA DESDE 

LA CIUDAD DE 

FLORENCIA Y AL 

INTERIOR DEL PAÍS A LA 

ADMINISTRACIÓN 

MUNICIPAL DE SOLANO 

CAQUETÁ. 

 

 

$14.000.000 ALONSO 
MOGOLLO
N 
QUIROGA 

¶ No se observa documento alguno donde se realice la asignación 

de la supervisión. 

¶ No se observa seguimiento a la ejecución del contrato ni reposan 

informes de interventoría alguno en el expediente contractual, 

cabe anotar que se allega con cada pago, formatos de relación 

de correspondencia, originada en Solano y entregada a diferentes 

instituciones o remitida desde Florencia a otras ciudades, que 

permiten establecer el cumplimiento de las obligaciones del 

contratista contempladas en los estudios previos, sin que las 

mismas reúnan los requisitos para manejo de correspondencia 

adecuado.. 

¶ No se observa que el municipio haya asignado un plan de trabajo 

para la ejecución del contrato, ni haya adoptado un formato 

adecuado para la información de correspondencia enviada y 

recibida donde se pueda constatar el cumplimiento de las 

actividades propias del objeto contractual. 

¶ Se observa incoherencia, entre lo determinado en estudios 

previos y lo estipulado en el contrato en cuanto a la exigencia o 

no de la garantía de cumplimiento. 

¶ En el documento contractual  no se estipulan las obligaciones del 

contratista ni las actividades a desarrollar en cumplimiento del 

objeto contractual, contemplados en los estudios previos. 

¶ En cuanto a los pagos de seguridad social  integral y parafiscales 

no se evidencia la revisión realizada por la entidad contratante,  

por lo tanto el  Municipio de Solano, no dio  aplicación  a lo 

dispuesto en el artículo 50 de la Ley 789 de 2002,  artículo 1 de la  

Ley 87 de 1993,  El ente Territorial como operador del gasto 

público y en aras del cumplimiento de los procedimientos 

administrativos y normativos de que trata la Ley 797 de 2003 

artículo 3 y  41  ley 80 de 1993 modificado por la ley 1150 de 2007 

artículo 23, debe exigir la acreditación de la documentación 

necesaria para la celebración, perfeccionamiento del contrato y 

por cada pago que desembolse a favor del  contratista. 

 

013 

 

 

 

 

SERVICIO COMO 

OPERADOR MECÁNICO 

DEL VEHÍCULO 

(MAQUINA) BULLDOZER 

MARCA CATERPILLAR. 

LÍNEA D7G. D.I.I.A.M 

$17.600.000 

 

 

 

 

OLEGARIO 

DE JESUS 

FLOREZ 

 

 

¶ No se observa documento alguno donde se realice la asignación 

de la supervisión. 

¶ No se observa seguimiento a la ejecución del contrato, los 

formatos a manera de informes que se presenta, se limitan a 

 

 

 

 

$17.600.000 
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3909011055. MODELO 

1984. CHASIS 92V09334. 

SERIE 3N94095. MOTOR 

NÚMERO 9146. COLOR 

AMARILLO.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

enumerar actividades realizadas, sin embargo no hay 

documentos que soporten la ejecución de las mismas; 

igualmente, se enumeran actividades que no corresponden a las 

contempladas en los estudios previos, ni reposan informes de  

interventoría y/o supervisión, donde se evidencie el cumplimiento 

del objeto y satisfacción de las necesidades que se evaluaron en 

los estudios previos. 

¶ No se observa que el municipio haya asignado un plan de trabajo 

para el cumplimiento de las funciones establecidas en estudios 

previos, sobre la  programación de las actividades y las metas 

físicas a alcanzar.  

¶ Se observa falta de planeación en la contratación, por cuanto la 

maquinaria con la cual el contratista desempeñaría sus labores 

como operador mecánico, se encontraba dañada, por lo que 

causa extrañeza que no se haya realizado antes un diagnóstico 

técnico ï mecánico, de esta maquinaria, antes de realizar esta 

contratación. 

¶ Las actividades propias a desarrollar en la ejecución del contrato 

contempladas en los estudios previos, son iguales a las 

actividades que se encuentran estipuladas en los estudios previos 

que dieron origen al contrato 032 del 08 de marzo de 2012. 

¶ En cuanto a los pagos de seguridad social y parafiscales no se 

evidencia la revisión realizada por la entidad contratante,  por lo 

tanto el  Municipio de Solano, no dio  aplicación a lo dispuesto en 

el artículo 50 de la Ley 789 de 2002,  artículo 1 de la  Ley 87 de 

1993,  El ente Territorial como operador del gasto público y en 

aras del cumplimiento de los procedimientos administrativos y 

normativos de que trata la Ley 797 de 2003 artículo 3 y  41  ley 

80 de 1993 modificado por la ley 1150 de 2007 artículo 23, debe 

exigir la acreditación de la documentación necesaria para la 

celebración, perfeccionamiento del contrato y por cada pago que 

desembolse a favor del  contratista 

¶ En los documentos soportados por el municipio y revisada la 

carpeta del citado contrato, así como la página del SECOP, se 

establece que no hay  evidencia ni prueba alguna que acredite  la 

publicación de esta contratación, vulnerando lo establecido en la 

Constitución Política de Colombia artículo 209, Articulo 8 Decreto 

2474 de 2008,  artículo 3 de la Ley 1437 de 2011 vigente para la 

época de los hechos. 

¶ Se observa debilidades en la formulación del estudio previo, en 

relación a la descripción de la necesidad no hay análisis concreto 

que demuestre con  contundencia sobre las diferentes opciones 

del mercado,  aspectos en los que se describa y se analice  la 

opción más favorable para resolver la necesidad de la 
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administración desde los puntos de vista técnico, jurídico y 

económico, por lo tanto no hay análisis en el estudio de previo  de 

diferentes alternativas que permitan vislumbrar  la solución que  

satisfaga la necesidad de la entidad frente a los costos, 

beneficios y desventajas de cada una de las alternativas  a fin de 

determinar con objetividad, transparencia esta erogación.  

¶ En el documento contractual  no se estipulan las obligaciones del 

contratista ni las actividades a desarrollar en cumplimiento del 

objeto contractual, contemplados en los estudios previos. 

¶ No se hace un estudio y análisis que soporte el valor estimado, 

no hay relación ni anexo alguno que demuestre un estudio 

indicando las variables y cálculos que determinen el costo del 

contrato de prestación de servicios profesionales, violando el 

numeral 4 del artículo 3 del Decreto 2474 de 2008. 

¶ Incongruencia entre los estudios previos y el contrato en 

cuanto a quien tendría que realizar la interventoría/ supervisión 

del contrato. 

021 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

SERVICIO DE VIGILANCIA 

(SIN ARMA) EN LAS 

INSTALACIONES DEL 

HOGAR AGRUPADO DEL 

MUNICIPIO DE SOLANO ï 

CAQUETÁ. CON TRES (3) 

TURNOS DE OCHO (08) 

HORAS CADA UNO. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

$60.193.001 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

TELEVIGILAN

CIA LTDA,. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

¶ No se halla informes de supervisión,  se limita a realizar actas de 

recibo parcial del contrato, sin que exista un informe consolidado 

administrativo, técnico, financiero, contable, sobre la ejecución 

del contrato, con fundamento en el artículos 82 y 83 de la ley 

1474 de 2011, que permita establecer la ejecución del objeto 

contratado del servicio, la relación y cantidad de vigilantes, que 

hicieron parte del servicio prestado por el contratista y su 

respectiva identificación, los turnos establecidos según libros de 

vigilancia o minutas,  no hay documentos  que ofrezcan plena 

credibilidad del cumplimiento del contrato, lo que deja entrever 

que el funcionario asignado de supervisión no cumple con  el 

deber y funciones estipuladas para tal fin, aunado a ello, no se 

demuestra el resultado y beneficio del servicio objeto de la 

erogación surtida; en tal sentido se evidencia que no se cumplió 

con el objeto contratado, vulnerando el principio de 

responsabilidad de la contratación pública, articulo 26 numerales 

1, 2, 8  artículo 51, 52, ley 80 de 1993,  en consecuencia se 

presume presunto detrimento al patrimonio de conformidad con la 

ley 610 de 2000 articulo 3 y 6. 

¶ No se observa documento alguno donde se realice la  asignación 

de la supervisión. 

¶ Debilidades en la formulación del estudio previo de conformidad 

con el articulo 3 Decreto 2474 de 2008, vigente para la época  de 

los hechos. 

¶ En los estudios previos, invitación pública y contrato no se 

detallan las especificaciones técnicas de las actividades a 

realizar, ni las obligaciones del contratista referente las 

 

$60.193.001. 
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actividades propias del cumplimiento  del objeto contractual. 

 

¶  Frente a la exigencia de garantías, éstas no se encuentran 

estipuladas en el estudio previo, y con respecto al pliego de 

condiciones definitivo, no tiene congruencia con lo estipulado en 

la CLAUSULA NOVENA, del negocio jurídico, teniendo en cuenta 

que el pliego de condiciones determina y exige una garantía al 

contratista con porcentajes distintos a los realmente pactados; es 

decir el pliego determina en cuanto a la garantía sobre el PAGO 

DE PRESTACIONES SOCIALES E INDEMNIZACIONES 

LABORALES DEL PERSONAL, una exigencia del 10% del valor 

del contrato y en el negocio se pactó el 5%, y en su defecto la 

garantía expedida por el contratista no corresponde a lo 

estipulado en el estudio previo.  

 

¶ En los documentos aportados en el proceso auditor, no reposa 

las garantías ni el acta de aprobación de las mismas, vulnerando 

Decreto 4828 de 2008, vigente para la época de los contratos. 

 

¶ Según los estudios previos, pliego de condiciones y documento 

contractual, el plazo sería de 11 meses y La forma de pago sería 

mensual, en 11 pagos parciales,  por tanto, se concluye que el 

valor total  del contrato se determina por su tiempo de ejecución; 

sin embargo, se cancela la totalidad del contrato sin tener en 

cuenta que la duración no fue de 11 meses. Según Actas de 

Inicio y liquidación, el contrato inicia el 24 de febrero de 2012 y su 

liquidación se realiza el 28 de diciembre de 2012 (Acta de 

Liquidación publicada en SECOP sin firmas). 

 

¶ No hay relación ni anexo alguno que demuestre un estudio 

indicando las variables y cálculos que determinen el costo del 

contrato de prestación de servicios conforme lo regulado en el 

numeral 4 del artículo 3 del Decreto 2474 de 2008, vigente por la 

época de los hechos. 

¶ No se observa paz y salvo de parafiscales y seguridad social 

integral, parafiscales de la empresa contratante, el representante 

legal de la misma y el personal a cargo, vulnerando lo estipulado 

en el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007. 

026 

 

 

 

 

 

SERVICIO DE 

MANTENIMIENTO 

PREVENTIVO. 

CORRECTIVO A TODO 

COSTO PARA LA PLANTA 

ELÉCTRICA DIESEL 

MARCA PERKINS LA 

$13.857.001 

ARNULFO 

ROJAS 

GONZALEZ 

V No se observa documento alguno donde se realice la 

asignación de la supervisión. 

V No se observa seguimiento a la ejecución del contrato ni 

reposan informes de supervisión en el expediente contractual. 

V Se observa incoherencia, entre lo determinado en estudios 

previos y lo estipulado en el contrato en cuanto a la exigencia o 

$5.793.000 

 

 

 

 

 



 
 
 

35 
  
 

 
CUAL SUMINISTRA 

ENERGÍA PARA EL 

SERVICIO DE AGUA 

POTABLE Y REPARACIÓN 

E INSTALACIÓN DE DOS 

ELECTROBOMBAS DE LA 

PLANTA DE 

TRATAMIENTO DEL 

MUNICIPIO DE SOLANO. 

CAQUETÁ. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

no de la garantía de cumplimiento. 

V El contratista presentó la relación de  actividades con su 

propuesta, sin embargo,  no hay un informe de seguimiento en 

el cumplimiento de todas las actividades y suministros 

presentados con su propuesta; en visita a la planta de 

tratamiento de agua potable se observa que la planta eléctrica 

Diésel se encuentra en funcionamiento, de las 2 bombas 

utilizadas para la captación de agua sólo funciona una; igual 

sucede con las bombas que se utilizan para la elevación del 

agua al tanque de almacenamiento, así las cosas y de acuerdo 

a estas revisiones, se establece que el contratista cumplió con 

lo presentado y aceptado en su propuesta, en lo referente a las 

actividades de mantenimiento de la planta eléctrica por valor de 

$8.064.001, y ante la falta de evidencia con respecto a la 

reparación e instalación de 2 bombas se presume que esta 

actividad no se realizó, por cuanto a la fecha de la visita, dos 

(2) bombas se encontraban sin funcionar, lo que corresponde a 

5.793.000, que no se pudo verificar su ejecución. 

 

V En el documento contractual  no se estipulan las obligaciones 

del contratista ni las actividades a desarrollar en cumplimiento 

del objeto contractual, contemplados en los estudios previos. 

No se observa que el municipio haya asignado obligaciones 

específicas al contratista ni se describan las actividades 

propias a realizar en desarrollo del cumplimiento del objeto 

contractual. 

 

V Debilidades en la formulación del estudio previo de 

conformidad con el articulo 3 Decreto 2474 de 2008, vigente 

para la época de la presente contratación. 

 

V En cuanto a los pagos de seguridad social y parafiscales no se 

evidencia la revisión realizada por la entidad contratante,  por 

lo tanto el  Municipio de Solano, no dio  aplicación a lo 

dispuesto en el artículo 50 de la Ley 789 de 2002,  artículo 1 de 

la  Ley 87 de 1993,  El ente Territorial como operador del gasto 

público y en aras del cumplimiento de los procedimientos 

administrativos y normativos de que trata la Ley 797 de 2003 

artículo 3 y  41  ley 80 de 1993 modificado por la ley 1150 de 

2007 artículo 23, debe exigir la acreditación de la 

documentación necesaria para la celebración, 

perfeccionamiento del contrato y por cada pago que 

desembolse a favor del  contratista.   
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027 SERVICIO DE 

UBICACIÓN 

PROVISIONAL EN 

HOGAR DE PASO 

MODALIDAD CASA 

HOGAR. DE LOS NIÑOS. 

NIÑAS Y 

ADOLECENTES DEL 

MUNICIPIO DE SOLANO 

QUE SE ENCUENTREN 

EN ESTADO DE 

INDEFENSIÓN. 

AMENAZA Y 

VULNERACIÓN DE 

DERECHOS Y QUEDEN 

A CARGO 

PROVISIONAL DE LA 

COMISARÍA DE FAMILIA 

DEL MUNICIPIO DE 

SOLANO. CAQUETÁ. 

 

 

$8.000.000 GLORIA 
ARTUNDU
AGA 

¶ No se observa documento alguno donde se realice asignación de 

la supervisión.. 

¶ No se observa seguimiento a la ejecución del contrato ni reposan 

informes de interventoría y/o supervisión, alguno en el expediente 

contractual, cabe anotar que se allega con cada pago, 

certificaciones de parte de la Comisaria de Familia donde se 

describe la cantidad de niños atendidos, identificándolos con 

nombre y fecha de ingreso y salida así como el número de días 

pernoctados, a fin de establecer el pago mensual a cancelar, por 

mes vencido. 

¶ Debilidades en la formulación del estudio previo de conformidad 

con el articulo 3 Decreto 2474 de 2008, vigente para la época de 

la presente contratación. 

¶ En el documento contractual  no se estipulan las obligaciones del 

contratista ni las actividades a desarrollar en cumplimiento del 

objeto contractual, contemplados en los estudios previos. 

¶ En cuanto a los pagos de seguridad social y parafiscales no se 

evidencia la revisión realizada por la entidad contratante,  por lo 

tanto el  Municipio de Solano, no dio  aplicación a lo dispuesto en 

el artículo 50 de la Ley 789 de 2002,  artículo 1 de la  Ley 87 de 

1993,  El ente Territorial como operador del gasto público y en 

aras del cumplimiento de los procedimientos administrativos y 

normativos de que trata la Ley 797 de 2003 artículo 3 y  41  ley 

80 de 1993 modificado por la ley 1150 de 2007 artículo 23, debe 

exigir la acreditación de la documentación necesaria para la 

celebración, perfeccionamiento del contrato y por cada pago que 

desembolse a favor del  contratista. 

 

 

032 SERVICIO COMO 
AUXILIAR 
MECÁNICO. 
OPERATIVO Y DE 
MANTENIMIENTO 
DEL BULLDOZER 
MARCA 
CATERPILLAR. 
LÍNEA D7G. 
D.I.I.A.M. 
3909011055. 
MODELO 1984. 
CHASIS 92V09334. 
SERIE 3N94095. 
MOTOR NÚMERO 
9146. COLOR 
AMARILLO.  
 
 

$9.700.000 FRANCISC
O 
AGUDELO 
SANCHEZ 

¶ No se observa documento alguno donde se realice la asignación  

de la supervisión. 

¶ No se observa seguimiento a la ejecución del contrato, los 

formatos a manera de informes que se presenta, se limitan a 

enumerar actividades realizadas, sin embargo no hay 

documentos que soporten la ejecución de las mismas; 

igualmente, se enumeran actividades que no corresponden a las 

contempladas en los estudios previos, ni reposan informes de 

supervisión, donde se evidencie el cumplimiento del objeto y 

satisfacción de las necesidades que se evaluaron en estudios 

previos. 

 

¶ Ya asignado un plan de trabajo para el cumplimiento de las 

funciones establecidas en estudios previos, en la cuales  no se 

observe la programación de las y las metas físicas a alcanzar.  

 

$9.7000.000 
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¶ Se observa falta de planeación en la contratación, por cuanto la 

maquinaria con la cual el contratista desempeñaría sus labores 

como operador mecánico, se encontraba dañada,  lo que causa 

extrañeza que no se haya realizado antes un diagnóstico técnico 

ï mecánico, de esta maquinaria, antes de realizar esta 

contratación. 

¶ Las actividades propias a desarrollar en la ejecución del contrato 

contempladas en los estudios previos, son iguales a las 

actividades que se encuentran estipuladas en los estudios 

previos que dieron origen al contrato 013 del 01 de febrero de 

2012. 

¶ En cuanto a los pagos de seguridad social y parafiscales no se 

evidencia la revisión realizada por la entidad contratante,  por lo 

tanto el  Municipio de Solano, no dio  aplicación a lo dispuesto en 

el artículo 50 de la Ley 789 de 2002,  artículo 1 de la  Ley 87 de 

1993,  El ente Territorial como operador del gasto público y en 

aras del cumplimiento de los procedimientos administrativos y 

normativos de que trata la Ley 797 de 2003 artículo 3 y  41  ley 

80 de 1993 modificado por la ley 1150 de 2007 artículo 23, debe 

exigir la acreditación de la documentación necesaria para la 

celebración, perfeccionamiento del contrato y por cada pago que 

desembolse a favor del  contratista. 

¶ En los documentos soportados por el municipio y revisada la 

carpeta del citado contrato, así como la página del SECOP, se 

establece que no hay  evidencia ni prueba alguna que acredite  la 

publicación de esta contratación, vulnerando lo establecido en la 

Constitución Política de Colombia artículo 209, en concordancia, 

Articulo 8 Decreto 2474 de 2008,  artículo 3 de la Ley 1437 de 

2011 vigente para la época de los hechos. 

¶ Se observa debilidades en la formulación del estudio previo, en 

relación a la descripción de la necesidad no hay análisis concreto 

que demuestre con  contundencia sobre las diferentes opciones 

del mercado,  aspectos en los que se describa y se analice  la 

opción más favorable para resolver la necesidad de la 

administración desde los puntos de vista técnico, jurídico y 

económico, por lo tanto no hay análisis en el estudio de previo  de 

diferentes alternativas que permitan vislumbrar  la solución que  

satisfaga la necesidad de la entidad frente a los costos, 

beneficios y desventajas de cada una de las alternativas  a fin de 

determinar con objetividad, transparencia esta erogación.  

¶ En el documento contractual  no se estipulan las obligaciones del 

contratista ni las actividades a desarrollar en cumplimiento del 

objeto contractual, contemplados en los estudios previos. 

¶ No se hace un estudio y análisis que soporte el valor estimado, 
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En virtud de lo anterior, se configura hallazgo administrativo, con presunta incidencia fiscal  en cuantía de 
$100.629.101,  al tenor del artículo 3 y 6 Ley 610 de 2000   y con presunto alcance disciplinario de conformidad con  
el numeral 1 del artículo 34 y 35 Ley 734 de 2002. 
 
 
 
 
 

no hay relación ni anexo alguno que demuestre un estudio 

indicando las variables y cálculos que determinen el costo del 

contrato de prestación de servicios profesionales, violando el 

numeral 4 del artículo 3 del Decreto 2474 de 2008. vigente por la 

época de los hechos. 

¶ Incongruencia entre los estudios previos y el contrato en cuanto a 

quien tendría que realizar la interventoría/ supervisión del 

contrato. 

040 SERVICIO DE CORTE 
DE MADERA 
ASERRADA A TODO 
COSTO. CON 
DESTINO A LA 
CONSTRUCCIÓN DE 
VIVIENDAS A 
FAMILIAS DEL NIVEL 1 
DEL SISBEN DE 
CONDICION 
VULNERABLE 
RESIDENTES EN EL 
AREA URBANA DEL 
MUNICIPIO DE 
SOLANO. CAQUETÁ. 
 
 

$7.343.100 ALBEIRO 
BENAVIDEZ 
QUIROZ 

¶ Se observa en el expediente contractual,  que no se registran las 

entradas ni salidas de almacén ni el destino final de la madera 

aserrada en cumplimiento del objeto contractual, sin que exista 

justificación al respecto. 

¶ No se observa documento alguno donde se realice la  

designación de la supervisión. 

¶ No hay  seguimiento a la ejecución del contrato ni reposan 

informes de  supervisión. 

¶ En el documento contractual  no se estipulan las obligaciones del 

contratista ni las actividades a desarrollar en cumplimiento del 

objeto contractual, contemplados en los estudios previos. 

¶ En cuanto a los pagos de seguridad social y parafiscales no se 

evidencia la revisión realizada por la entidad contratante,  por lo 

tanto el  Municipio de Solano, no dio  aplicación a lo dispuesto en 

el artículo 50 de la Ley 789 de 2002,  artículo 1 de la  Ley 87 de 

1993,  El ente Territorial como operador del gasto público y en 

aras del cumplimiento de los procedimientos administrativos y 

normativos de que trata la Ley 797 de 2003 artículo 3 y  41  ley 

80 de 1993 modificado por la ley 1150 de 2007 artículo 23, debe 

exigir la acreditación de la documentación necesaria para la 

celebración, perfeccionamiento del contrato y por cada pago que 

desembolse a favor del  contratista 

 

$7.343.100 

PRESUNTO DETRIMENTO. $100.629.101 
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Hallazgo No. 3- Administrativo. 
 
Presuntas irregularidades en los Procesos contractuales  de suministro números 005, 009, 015, 017 de 2012. 
 
El municipio debe velar por la eficiente gestión Administrativa y Fiscal en cumplimiento de los preceptos normativos y 
principios constitucionales que rigen la contratación y la administración pública, en tal sentido se determina presuntas 
irregularidades en los siguientes procesos contractuales: 
 
 

CONSEC
UTIVO 

NUMERO DEL 
CONTRATO DE 

SUMINISTRO Y FECHA 

CONTRATISTA OBJETO VALOR 

1 

005 DEL 07 DE MARZO 
DE 2012 

 
 
 

ESTHER JULIA 
AGUIRRE ORTIZ, 
REPRESENTANTE 
ESTACION DE 
SERVICIOS CASETA 
No.1 DE MISAEL. 
NIT40.776731-1 

SUMINISTRO DE COMBUSTIBLE (ACPM. GASOLINA 
PURA. ACEITE RIMULA 40. ACEITE 50-1. ACEITE 
TRASMILUBE. GRASA Y ACEITE TERPEL) CON 
DESTINO AL FUNCIONAMIENTO DE LA PLANTA 
GENERADORA DE ENERGIA Y PARA EL 
FUNCIONAMIENTO DEL MOTOR FUERA DE BORDA DE 
LA ALCALDIA MUNICPAL DE SOLANO ï CAQUETA. 

5.973.500 

2 
009 DEL 22 DE MARZO 

DE 2012 

JOSE LUIS PINZON 
FANDIÑO. 

COMPRA DE REPUESTOS PARA EL VEHÍCULO 
(BULLDÓZER) DE LA ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL DE 
SOLANO CAQUETÁ. 

15.797.727 

3 
015 DEL 16 DE ABRIL 

DE 2012 

CARLOS ANDRES 
ALZATE 
RODRIGUEZ. 

ADQUICICIÒN DE MENAJES PARA LA DOTACIÒN DE 
RESTAURANTES ESCOLARE DEL MUNICIPIO DE 
SOLANO CAQUETÀ 

14.300.000 

4 
017 DEL 20 DE ABRIL 

DE 2012 

ESTHER JULIA 
AGUIRRE ORTIZ, 
REPRESENTANTE 
ESTACION DE 
SERVICIOS CASETA 
No.1 DE MISAEL. 
NIT40.776731-1 

SUMINISTRO DE COMBUSTIBLE (ACPM) CON DESTINO 
AL FUNCIONAMIENTO DE LA MAQUINARIA PARA LA 
CONSERVACIÓN Y CONSTRUCCIÓN DE VIAS DEL 
MUNICIPIO DE SOLANO CAQUETÁ. 

15.495.900 

 
 
OBSERVACIONES:  
 
Se detecta falencias administrativas en razón a los siguientes hechos: 
 
V Con respecto a los elementos adquiridos, se evidencia las entradas y salidas a los beneficiarios y destino final, 

igualmente se confirmo con la visita efectuada a las instalaciones del almacén del municipio de Solano,  por otra 
parte, esta contratación cumple con lo establecido en el artículo 60 de la  Ley 80 de 1993, modificado con el 
Decreto 019 del 10 de enero de 2012, y lo pactado en el negocio jurídico, también se encuentra estipulado en el 
plan de compras. 
 

V Se hizo búsqueda en el SECOP, en el que se observa que se cumplió con el principio de publicidad en esta 
contratación. 
 

V No se efectúa comunicación al funcionario asignado de la supervisión del contrato.  
 

V Deficiencias en la entrega de los informes de supervisión conforme al artículo 82, 83 Ley 1474 de 2011. 
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V Debilidades en la formulación del Estudio y documentos previos, toda vez que no soporta  un estudio 

contundente y efectivo del análisis de las  variables que determinan el costo de los bienes, careciendo de los  
cálculos unitarios;  no se evidencia soporte alguno que acompañe el estudio previo anexo en cuanto a las 
variables del mercado y los precios analizados para estimar el valor del contrato,  hallándose inobservancia con 
lo preceptuado en el Decreto 2474 de 2008 articulo 3. 
 

V Por otra parte, con respecto al estudio previo formulado  para la contratación objeto  del contrato de suministro 
No.09 de 2012,  no  se vislumbra la generación de un diagnostico de la maquinaria pesada que permita 
establecer el daño del buldócer y con ello poder justificar de manera efectiva dentro del principio de planeación 
la necesidad de los elementos adquiridos, no hay especificaciones técnicas,  hay deficiencia en el seguimiento y 
control de los repuestos adquiridos con destino  al buldócer, constatándose que se encuentra dentro del 
inventario del municipio, así mismo se constata la entrada y salida de almacén y entrega de los mismos al 
operador del vehículo de esta maquinaria. Sin embargo es evidente que no se lleva un control y seguimiento de 
estos repuestos a través de la bitácora e historial  u hoja de vida  del buldócer que  permita vislumbrar su 
mantenimiento, especificación del daño sufrido, elementos incorporados y utilizados para su  funcionamiento,  
los días que ha estado fuera de servicio, el cambio de repuestos y en si que refleje todo el historial; para tal 
efecto se le solicito al municipio allegar estos soportes en el que indica mediante el oficio sin número 12 de 
noviembre de 2013, radicado 5206 del 18 de noviembre de 2013, que:  òcon respecto a la historia y bitácora 
de estos vehículos no fue posible encontrar información algunaéò (negrilla fuera del texto.)   
 

V En estos contratos y en los estudios previos, no identifica el Certificado de Disponibilidad Presupuestal y su 
valor, tampoco lo especifica en el negocio jurídico celebrado. 
 

V Si bien es cierto que obra un acta de revisión de los requisitos del contratista en el proceso contractual donde 
describen que cumple con la planilla de pago de seguridad social, también es cierto que no se acredita la 
constancia de la consulta en oportunidad por parte del Ente Contratante, conforme al cumplimiento de los pagos 
de seguridad social Integral y parafiscales, con fundamento en el artículo 41 de la ley 80 de 1993 modificado por 
el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007 y sobre los porcentajes correspondientes, tanto para la suscripción, 
perfeccionamiento y por cada pago efectuado a favor del contratista. Actualmente lo estipula la Ley 734 de 2012. 

 
V Con respecto al contrato de suministro 015 del 2012, hay incongruencias en la exigencia de las pólizas según la 

forma de pago exigidas con respecto a la clausula quinta del negocio jurídico, teniendo en cuenta que se pacta 
un pago del 50% òANTICIPADOò, y el estudio previo establece garant²as sobre el pago por ANTICIPO, sin 
embargo revisada las garantías y aprobación de las mismas se evidencia  que fueron  expedidas por el buen 
manejo del  ANTICIPO,  lo que refleja que el estudio previo y el contrato en cuanto a la forma de pago y las 
garantías exigidas no hay congruencias dado que en cada uno de dichos eventos exigen de una forma distinta, 
siendo contradictoria estas dos figuras jurídicas, en tal sentido se evidencia falencias en el seguimiento y control 
en los contratos celebrados teniendo en cuenta que no hay coordinación en las exigencias determinadas en los 
estudios previos.  

 
La situación  que obedece a la inobservancia de los preceptos normativos que rigen la contratación y administración 
pública, deficiencias en la supervisión y sistema de control interno del municipio, lo cual genera bajos niveles de 
gestión administrativa.  En consecuencia se determina hallazgo Administrativo. 
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Hallazgo No. 4.  Administrativo-Fiscal-Disciplinario 
 
Presuntos irregulares en los  Procesos Contractuales: Contratos de Suministro  Números 012/2012, 013/2012. 

En cumplimiento a los fines esenciales del Estado y de acuerdo al mandato constitucional del Art.209 y el 
acatamiento de los preceptos normativos y demás reglamentos y procedimientos internos como herramientas de la 
administración pública y en procura de la efectividad en el manejo de los recursos del Estado dentro de los principios 
constitucionales y contractuales, en aras del  mejoramiento continuo y por consiguiente de sus procedimientos de 
manera transparente y efectiva, se detecta presuntas irregularidades en los  procesos contractuales que se exponen 
a continuación de acuerdo a los siguientes hechos. 
 
 

No. 
Número 

Del 
Contrato 

 Objeto Del Contrato 
Valor del  
Contrato 

Contratista 

Soportes que 
acreditan el 

destino de los 
elementos 

Ausencia de la acreditación del 
destino final de los elementos a las 

personas beneficiada objeto del 
contrato  

Presunto 
detrimento 

      
1  

012 

Suministro de 
elementos varios a 
familias damnificadas 
por desastres 
naturales del 
Municipio de Solano 
ï Caquetá 

$11.286.000 CARLOS 
ANDRÉS 
ÁLZATE 
RODRÍGUEZ 

53 salidas de 
almacén: en el 
que se evidencia 
el destino final 
de los elementos 
a los 
beneficiarios, por 
valor de $ 
11.077.000 

Elementos por valor de            
$209.000, que no reposa en el 
expediente documento alguno que 
acredite la entrega final a las 
personas beneficiadas. 

          
$209.000 

1 013 

Materiales para la 
construcción de la 
infraestructura física 
de una vivienda tipo 
residencial para una 
familia de condición 
vulnerable residente 
en la zona urbana del 
municipio de solano. 
Caquetá 

$10.375.750 CARLOS 
ANDRÉS 
FERNÁNDEZ 
SARMIENTO  

Salida de 
almacén por la 
totalidad de los 
elementos 
entregados al 
señor Hernán 
Cumaco Prieto, 
beneficiario. 

 

$            0 

    PRESUNTO DETRIMENTO 
                  
$209.000  

Fuente: Datos suministrados por el municipio y conforme a los expedientes contractuales 
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1. Faltante al objeto Contractual 012 de 2012  - Ausencia de documentos donde se demuestre el 
destino final de los elementos.  Verificación de actas de entrega, salidas de almacén y destino final 
de los elementos. 
 

 
ELEMENTOS  OBJETO DEL CONTRATO ENTREGAS SEGÚN SALIDAS 

SIN  NUMERO NI FECHA 
ELEMENTOS Y VALORES FALTANTES 

item
s 

Denominación del 
Bien 

Cantidad Vr. Unitario Vr. Total 

TOTAL 
ELEMENTOS 
ENTREGADO
S S/ SALIDAS 

VALOR 
ENTREGADO 
S/ SALIDAS 

ELEMENTOS 
FALTANTES 

VALOR FALTANTE 

1 Colchones x 1,20 mts 108 
                 
$57.000,00  

     
6.156.000,00  106 

        
6.042.000,00  2                   $ 114.000,00  

2 
Juegos de sábanas x 
1,20 mts 108 

                 
$36.000,00  

     
3.888.000,00  106 

        
3.816.000,00  2                    $ 72.000,00  

3 Almohadas 108 
                 
$11.500,00  

     
1.242.000,00  106 

        
1.219.000,00  2                    $ 23.000,00  

  TOTAL     
   
11.286.000,00    

       
11.077.000,00                    $ 209.000,00  

Fuente: Datos suministrados por el municipio y conforme a los expedientes contractuales 
 

 
V Se observa en el proceso contractual objeto del contrato de Suministro No. 012 de 2012, que se registran 

las entradas de almacén conforme a lo referido en el objeto contractual, y que además existen 53 salidas de 
almacén, sin número ni fecha por un valor de  $11.077.000, en las cuales se evidencia el destino final de los 
elementos a los beneficiarios, sin embargo al realizar, el balance de los elementos que entraron al almacén 
y de los que salieron, hay un faltante de elementos por valor de $ 209.000.00; sin que exista justificación al 
respecto, igualmente,  según certificación de la Oficina de Almacén de fecha veinticuatro (24) de Octubre de 
2013,  suscrita por JAVIER ANDRÉS VARGAS SARRIA  en su calidad de Almacenista Municipal y LINA 
PAOLA PEREZ FLORES, en su calidad de Coordinadora de Archivo General, informa que no se encontró 
en la oficina de Almacén y Archivo General  de la Alcaldía  documentación alguna en cuanto a entradas 
y salidas del almac®né,  con respecto a este contrato y  adem§s confirmañ que no existe elemento alguno 
por entregar en relación con el contrato de Suministro No. 012 con fecha 09 de abril de 2012ò, 
determinándose falencias en el seguimiento y control por parte de la administración municipal 
especialmente en las dependencias de Almacén. 

 
Aunado a lo anterior  y con respecto a estos contratos relacionados  en este hallazgo se determina lo 
siguiente: 
 
V Estos contratos no se soportan en  un estudio contundente y efectivo del análisis de las  variables que 

determinan el costo de los bienes,  violando el artículo 2 del Decreto 2516 de 2011, en concordancia con el 
artículo 94 de la Ley 1474 de 2011, por cuanto no se evidencia soporte alguno que acompañe el estudio 
previo en cuanto a las variables del mercado y los precios analizados para estimar el valor del contrato.  
  

V Se evidencia debilidades en los estudios previos por cuanto la necesidad no se encuentra debidamente 
justificada, toda vez que no se cuantifica la población beneficiada, el alcance y el fin de la contratación. 
 



 
 
 

43 
  
 

 
V En cuanto a los pagos de seguridad social y parafiscales no se evidencia la revisión realizada por la entidad 

contratante,  por lo tanto el  Municipio de Solano, no dio  aplicación a lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley 
789 de 2002,  artículo 1 de la  Ley 87 de 1993,  El ente Territorial como operador del gasto público y en aras 
del cumplimiento de los procedimientos administrativos y normativos de que trata la Ley 797 de 2003 
artículo 3 y  41  ley 80 de 1993 modificado por la ley 1150 de 2007 artículo 23, debe exigir la acreditación de 
la documentación necesaria para la celebración, perfeccionamiento del contrato y por cada pago que 
desembolse a favor del  contratista. 
 

V Se observa que las entradas y salidas de almacén no se lleva numeración alguna ni se registra la fecha de  
emisión del documento, contrariando lo dispuesto artículo 4 de la Ley 87 de 1993. 
 

V Algunos de los actos administrativos, como estudios previos, invitación, actas, entre otros publicados en 
SECOP, se encuentran sin las firmas de las personas que intervienen. 
 

V No se observa documento alguno donde se realice la asignación de la supervisión y/o interventoría. 
 

Situación que se presenta por deficiencias en la elaboración de los estudios y documentos previos, ausencia del 
sistema de control interno, deficiencias en la Interventoría e inobservancia a los preceptos normativos y principios 
constitucionales que rigen la administración pública,  generando bajos niveles administrativos y fiscales. 
 
En virtud de lo anterior, se configura hallazgo administrativo con presunta incidencia fiscal en cuantía de 
$209.000.00,  de conformidad con el artículo 3 y 6 de la ley 610 de 2000, con  posible  alcance disciplinario a la luz 
del numeral 1 de los  artículo 34 y 35 de la Ley 734 de 2000. 
 
Hallazgo No.5. Administrativo-Fiscal- Disciplinario 
 
Presuntas irregularidades en los contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión 
001, 004, 005 y 010 de 2012. 
 
En cumplimiento a los fines esenciales del Estado y de acuerdo al mandato constitucional del Art.209 y el 
acatamiento de los preceptos normativos y demás reglamentos y procedimientos internos como herramientas de la 
administración pública y en procura de la efectividad en el manejo de los recursos del Estado dentro de los principios 
constitucionales y contractuales, en aras del  mejoramiento continuo y por consiguiente de sus procedimientos de 
manera transparente y objetiva, en consecuencia se detecta presuntas irregularidades  en los procesos contractuales  
que se exponen a continuación trasgrediendo  lo preceptuado en el artículo 26 de la Ley 80 de 1993, articulo 82 y 83 
de la Ley 1474 de 2011,  Ley  610 de 2000, en concordancia con el artículo 6 de la Carta Magna, y posible violación 
del  código único disciplinario, de acuerdo a los siguientes hechos: 
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C
o

n
s
e

c
u

ti
v
o 

Contrat
o de 

Presta
ción de 
Servici

os 
Profesi
onales 
No./Fe

cha 

Objeto Valor Contratista 
Presunto 

Detrimento 
Observación 

1 001 del  26 

de enero 

de 2012 

SERVICIOS 

PROFESIONALES EN LA 

ASESORÍA 

ADMINISTRATIVA AL 

MUNICIPIO DE SOLANO. 

CAQUETÁ. 

$42.000.000 FRANCISCO LOZADA 

BAHAMÓN con C.C. No. 

17.642.638 de Florencia, 

Caquetá. 

$15.000.000 Presuntas irregularidades Fiscales: 

 

V Presuntas irregularidades  en el incumplimiento del objeto contractual y  manejo 

e inversión del anticipo   , dentro de los fines esenciales del Estado, durante los 

meses de marzo y abril de 2012, no se evidencia informe de las actividades 

realizadas ni la acreditación de documentos que permita establecer la 

justificación de los desembolsos de $3.000.000 por cada uno de los referidos 

meses, así mismo se colige conforme al acervo probatorio visto en el expediente 

contractual certificado y aportado en los documentos originales que reposan en 

el municipio de Solano,  que se ha generado presunto detrimento al patrimonio 

del Estado por valor de $15.000.000, al tenor del articulo 3 y 6 de la Ley 610 de 

2000 ,con posible alcance disciplinario a luz de la Ley 734 de 2012,  tampoco se 

evidencia objeción alguna por parte del supervisor, hallándose ausencia de 

informes de seguimiento y control, conforme los requerimientos del artículo 82, 

83 y 84 de la Ley 1474 de 2011 así como  el principio de economía, el numeral  

1 del artículo 26 de la Ley 80 de 1993, y austeridad en el gasto publico que debe 

primar en el manejo de los recursos del Estado y  con fundamento en el artículo 

2, 6 y 209, de la Constitución Política de Colombia. 

 

V Este contrato fue celebrado el 23 de enero de 2012, donde al contratista se le 

erog· los  $9.000.000 del ñanticipoò pactados en la clausula quinta,  adem§s de   

once (11) desembolsos  en cuantías iguales de $3.000.000, por  cada mes 

contados desde  el perfeccionamiento del contrato esto es desde el 26 de enero 

del mismo año, hasta el 31 de diciembre de 2012. 

 

V El anticipo fue efectuado según la orden de pago No.93 del 06 de marzo 2012, 

cuando al mismo tiempo  el contratista también percibía su mensualidad de 

$3.000.000 por su trabajo asesor, hallándose incongruencia y deficiencias en la 

austeridad del gasto público, percibiéndose que realmente la figura del anticipo 

no  era la adecuada ni necesaria conforme a las características del objeto 

contratado y las obligaciones del mismo,  

 

V En relación al pago del anticipo en el contrato se establece presuntas 

irregularidades, toda vez que  se pacto dentro de su forma de pago de anticipo, 

figura que no corresponde a la naturaleza del contrato y a su objeto contractual, 

por lo tanto no era procedente pactar esta forma de pago, notándose que el ente 

territorial auditado ha generado una desviación de la figura del anticipo, 

olvidando que con fundamento en la finalidad que persigue con el préstamo  y 

por regla general es aplicado a los contratos de obra pública 

 

V Con respecto al pago del anticipo  girado al contratista, refleja que con estos 

recursos el contratista paga contribuciones por de  $1.881.790,  resaltando este 

Organismo de Control Fiscal, que el anticipo no está sujeto a descuentos y 

retenciones;  porque no es un pago, tampoco se hizo amortización. 
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V En los documentos que constituye el proceso original del contrato en todas sus 

etapas, no se estipula la presentación del plan de inversión,  tampoco se exigió. 

 

V Con la controversia fue presentado un plan de inversión sin recibido del 

funcionario supervisor o competente para este asunto en el municipio,  no se 

encuentra aprobado, los elementos que se relacionan corresponde más a una 

dotación en  beneficio  personal y particular del contratista, no cumple con los 

fines del estado ni beneficio para el municipio. 

 

V En la vigencia de la ejecución del contrato no se rindió informes por el contratista 

que permita evidenciar  la inversión y manejo del anticipo, ausencia del 

seguimiento y control  del supervisor. 

 

V En el estudio previo también se estipulo el anticipo, pero  no aparece 

debidamente justificada esta forma de pago en  su formulación, no se soporta el 

análisis de las distintas variables para la estimación del valor del contrato y su 

forma de pago, la definición técnica y económica del servicio a contratar, 

servicios conexos que derivan del cumplimiento del  objeto. 

 

V A pesar de existir certificaciones presentadas por el supervisor, éstas no están 

justificadas con informes detallados, completos y acreditados sistemáticamente  

sobre el avance y ejecución del objeto contractual, igualmente de los once (11) 

pagos mensuales únicamente se encuentran 8  oficios presentados por el 

contratista donde relaciona de manera resumida lo  desarrollado objeto del 

contrato, no obstante en la revisión efectuada a esta contratación, no hay 

soporte alguno que demuestre y acredite la veracidad de las actividades 

relacionadas por el contratista, las cuales se observan descritas de manera 

superficial donde  algunos de los apartes encontramos que indica ñAsesor²a a la 

oficina de presupuesto en los procesos de ejecuci·n de los recursosò,  y por el 

mismo estilo otras más relacionadas en los oficios que obran en el expediente 

contractual,  por lo tanto no se percibe evidencia alguna sobre lo dicho por el 

contratista en estos oficios, otras son repetitivas. Tampoco las actas y 

certificaciones  suscritas por el supervisor  dan razón de  las actividades 

ejecutadas frente al asesoramiento objeto del contrato celebrado ni acreditación 

de las evidencias para tal efecto, no hay proyección de los oficios donde se da 

respuesta a los derechos de peticiones que indica haber resuelto, como de 

ninguna otra actividad que se dice haber efectuado según lo relacionado en 

cada oficio justificando el valor de $3.000.000,que corresponde a pagos 

mensuales devengados, así mismo hay ausencia en la relación de los oficios e  

informes del contratista sobre el cumplimiento en cuanto a la obligación de la 

asesor²a en la ñelaboraci·n y presentaci·n de informes a los ·rganos de Controlò 

(negrilla fuera del texto) tal como lo especifica el estudio previo y lo pactado en 

el negocio jurídico; no se percibe proyección de escritos, recomendaciones, 

conceptos objeto de del contrato, con el recibido del municipio que vislumbre su 

asesoramiento durante el año 2012., no se hallan servicios conexos que deriven 

del cumplimiento del objeto del contrato.  

 

V No se realiza comunicación de la supervisión al funcionario asignado de la 

dependencia que se indica en el negocio jurídico. 

 
V Debilidades en la formulaci·n  de los estudios óprevios vulnerando lo establecido 

en el articulo 3 Decreto 2474 del 2008 vigente por la época de la formulación, 
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dado que este estudio tiene fecha de 19 de enero de 2012, en concordancia con 

el  Decrreto 2516 del 2011. 

 

V Aunque se cita en el estudio previo y el contrato el rubro que se afecta en el 

presupuesto, también es cierto que hay ausencia de la especificación del 

número del CDP que respalda el gasto, el número, fecha de expedición y su 

valor. 

 

V Frente a la descripción de la necesidad no hay análisis concreto que demuestre 

con  contundencia sobre las diferentes opciones para resolver dicha  necesidad 

en el mercado,  aspectos en los que se describa y se analice  la opción más 

favorable para resolver la necesidad de la administración desde los puntos de 

vista técnico, jurídico y económico, por lo tanto no hay análisis en el estudio 

previo  de diferentes alternativas que permitan vislumbrar  la solución que  

satisfaga la necesidad de la entidad frente a los costos, beneficios y desventajas 

de cada una de las alternativas  a fin de determinar con objetividad, 

transparencia esta erogación, no se hace un estudio que soporte el valor a 

contratar, así mismo se evidencia que no se estudiaron las variables que 

determinan el costo del servicio violando el numeral 4  del Decreto 2474 de 2008 

vigente por la época de la formulación del estudio previo de este proceso 

contractual. 

 

V Se evidencia que el  objeto contractual no describe de manera clara, expresa 

cada una de las actividades que el contratista debe desarrollar frente a cada 

obligación especificada, sino en su defecto son globalizadas, ello con el fin del 

seguimiento y control que debe primar sobre los recursos invertidos y 

justificados durante la ejecución del proceso contractual y conforme a la 

necesidad que suscita el Ente Territorial, lo que corrobora que la elaboración de 

los estudios previos no especifican una programación del valor agregado y 

beneficio del objeto contractual desarrollado, se carece de estas 

especificaciones, no hay cronogramas de trabajo presentado por el contratista, 

tampoco lo exige el Ente Estatal Contratante. 

 

V No reposa certificación alguna expedida por las dependencias de recursos  

humanos  o quien haga sus veces, previamente al proceso contractual,  que 

demuestre  e indique que dentro de la estructura y  planta administrativa del 

municipio no hay personal idóneo que cumpla con las actividades y funciones  

objeto de la contratación celebrada. 

 

V No hay publicación de los documentos correspondientes del proceso 

contractual, vulnerando el Ente Auditado el principio de publicidad de la 

contratación pública, articulo  8 del Decreto 2474 del 2008, derogado por la Ley 

734 de 2012, Articulo 2.2.5, igualmente el parágrafo 1 del mismo artículo, el 

articulo 209 en consonancia con el artículo 6 de la Constitución Política, vigentes 

por la época del proceso contractual. Teniendo en cuenta que el estudio previo y 

el contrato fueron suscritos en el mes de enero del año 2012. 

 

V Deficiencias en la verificación y consulta de los pagos de seguridad social  

integral del contratista,  ni la evidencia de la consulta efectuada por el Ente 

Contratante en oportunidad. 

 

V Obran algunos comprobantes de pago de seguridad social, los cuales no 

especifica el nombre del contratista,  y aspectos relacionados con estos pagos, 

que permita vislumbrar el cumplimiento,  del 40%  de cotización  que debe 
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acreditar como persona natural, con respecto al salario básico del valor bruto del 

contrato facturado en forma mensualizada; tampoco se hizo exigencia ni 

observación alguna  al contratista sobre este aspecto, con fundamento en 

artículo 23 de la Ley 1150 que modificó el artículo 41 de la Ley 80 de 1993, en 

concordancia con el articulo 50 Ley 789 de 2002, articulo 4 ley 797 de 2003, 

articulo 18 Ley 1122 de 2007, articulo 23 Ley 1703 de 2002 en congruencia con 

la circular No.000001 del 6 de diciembre de 2004, expedida por el Ministerio de 

Hacienda y Protección Social, tanto para el perfeccionamiento del contrato y 

para cada uno de los desembolsos efectuados por el Ente Territorial  

contratante. 

2 04 del 23 

de enero 

de 2012 

COORDINACIÓN Y 

ASESORAMIENTO LA 

ATENCION INTEGRAL A 

LAS VICTIMAS DEL 

CONFLICTO ARMADO 

DEL MUNICIPIO DE 

SOLANO CAQUETA. 

SEGÚN LEY 1448/2011 

$42.000.000 AMANDA BERNAL MARIN 

con C.C. No. 40.778.778 de 

Florencia. 

$7.000.000  

Presuntas irregularidades en el cumplimiento del objeto contractual  teniendo 

en cuenta los siguientes hechos: 

 

V No hay plan de inversión, igualmente evaluado los informes presentados por la 

contratista y los pagos surtidos a favor de la misma; se extrae que la contratista 

genera  dos oficios  con la misma fecha  presentados al Ente Contratante como 

informes del mes de enero y otro del mes de febrero de  2012, de fecha 2 de marzo 

de 2012, donde relaciona 4 actividades sobre diligencias realizadas durante el mes 

de enero  del mismo año, y el otro enumera 5 actividades realizadas durante el mes 

de febrero de 2012, con base en dichos oficios se le reconoce el pago de 

$3.500.000, por cada uno de los meses que señala la contratista,  cuando en 

realidad el inicio de la ejecución corresponde al 31 de enero del mismo año, y el 

perfeccionamiento del contrato solo se dio en dicha fecha, por cuanto las pólizas se 

otorgaron y se aprobaron el 30 de enero del mismo año, tal como lo refleja en el 

acta de inicio sin  número, de fecha 31 de enero de la citada vigencia y demás 

documentos existentes en el expediente contractual sobre tal aspecto,  sin embargo 

se paga como si la contratista hubiese  ejecutado el objeto del contrato durante todo 

el mes de enero, situación que es irregularidad e incoherente, tampoco hay 

acreditación documental de lo mencionado por la contratista en los oficios 

presentados como informes mensuales, no hay proyecciones sobre el trámite 

efectuado en relación a los derechos de petición, diligenciamiento de planillas de 

personas de las cuales no hay soporte que vislumbre y vincule la participación de la 

contratista y demuestre la evidencia del trabajo realizado conforme a cada una de 

las actividades señaladas de manera global en cada oficio presentado al municipio, 

aunado a lo anterior, se aprecia que la contratista no presentó informe de ejecución 

que demuestre las actividades ejercidas durante el mes de mayo del 2012, no 

obstante  se la desembolsa el valor de $3.500.000,  a su favor,  conllevando a 

presunto detrimento al patrimonio del Estado. Tampoco hay informes rendidos por 

el supervisor;  solo figuran certificaciones en las que autoriza 12 pagos al 

contratista, en sumas iguales de $3.500.000. tampoco informe del trabajo realizado  

en el mes de mayo de 2012,  determinándose presunto detrimento al patrimonio del 

Estado. por $7.000.000 

 

V Evaluado el proceso contractual y la forma de pago establecida tanto en el 

estudio previo como en el contrato celebrado el 23 de enero de 2012 clausula 

ñQUINTAò  a pesar de no haberse insertado en la forma de pago uno de los 

vocablos, ANTICIPO o PAGO POR ANTICIPADOò;  sin embargo se afectaron  los 

recursos y se pago conforme a la se observa según la clausula quinta del 

contrato ñéun primero pago los primeros cinco días del mes de febrero de  2012, 

por valor de $3.5000.000 y el valor restante en once pagos mensuales vencidos 

de $3.500.000ò la duraci·n del contrato era hasta el 31 de diciembre de 2012, 

figura jurídica  que no  es procedente en este tipo de contratación,  no se 

demuestra ni  justifica la necesidad de  la puesta en marcha con materiales e 
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insumos y personal a cargo de la contratista seleccionada para colocar en 

ejecución el desarrollo  del contrato, adquisición de materiales, maquinaria y 

otros elementos que se precisen para adelantar la ejecución del mismo, 

elementos  y criterios que no se perciben ni en la propuesta, estudio previo ni el 

contrato, en este sentido la prestación del servicio del contratista hace referencia 

a asesoría y obligaciones relacionadas con la misma; entendiéndose que para 

realizarlas, no precisa la inversión de dineros y por lo tanto no sería congruente ni 

pertinente haber pactado  esta forma de pago,  habida cuenta de la naturaleza 

del contrato  y la forma de la inversión de los recursos por parte del contratista 

para iniciar la ejecución  objeto contractual, por lo tanto es preciso resaltar que el 

Ente territorial no analizó el caso en particular en razón a las necesidades   del 

mismo  en congruencia y teniendo en cuenta el principio de responsabilidad  que 

impone manejar la cosa ajena con mayor diligencia y cuidado que se requiere de 

la administración de los recursos según lo dispone el art. 26 de la Ley 80 de 

1993. 

  

V Deficiencias en la Interventoría y/o supervisión, en el seguimiento y control del 

contrato, se halla ausencia de informes detallados, completos sobre la ejecución 

y avance en el objeto contratado, se realizan únicamente constancias simples sin 

que se evidencie el trabajo ejecutado por el profesional contratado,  en tal sentido 

no se cumple con lo estipulado en el en el numeral 1 del artículo 26 de la Ley 80 

de 1993, en concordancia con el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011. 

 

V A pesar de indicarse en el contrato la dependencia y cargo sobre el cual recae la 

responsabilidad de la supervisión del contrato, sin embargo no se realiza 

comunicación de la supervisión al funcionario asignado. 

 

V Debilidades en la formulaci·n  de los estudios óprevios vulnerando lo establecido 
en el articulo 3 Decreto 2474 del 2008 vigente por la época de la formulación, 

dado que este estudio tiene fecha de 19 de enero de 2012. 

 

V Aunque se cita en el estudio previo y el contrato el rubro que se afecta en el 

presupuesto, también es cierto que hay ausencia de la especificación del 

número del CDP que respalda el gasto. 

 

V Frente a la descripción de la necesidad no hay análisis concreto que demuestre 

con  contundencia sobre las diferentes opciones para resolver dicha  necesidad 

en el mercado,  aspectos en los que se describa y se analice  la opción más 

favorable para resolver la necesidad de la administración desde los puntos de 

vista técnico, jurídico y económico, por lo tanto no hay análisis en el estudio 

previo  de diferentes alternativas que permitan vislumbrar  la solución que  

satisfaga la necesidad de la entidad frente a los costos, beneficios y desventajas 

de cada una de las alternativas  a fin de determinar con objetividad, 

transparencia esta erogación, no se hace un estudio que soporte el valor a 

contratar, así mismo se evidencia que no se estudiaron las variables que 

determinan el costo del servicio violando el numeral 4  del Decreto 2474 de 2008 

vigente por la época de la formulación del estudio previo de este proceso 

contractual. 

 

V Por otra parte, se corrobora las deficiencias e incoherencia en la formulación de 

los estudio previos de este contrato, hallándose descripción de actividades en 

uno de los partes del mismo, de los cuales no tiene coherencia con lo realmente 

contratado y estipulado en la definición de la necesidad, reflejando una 

descripci·n de actividades como por ejemplo ñexpedici·n  y firma de los estado 
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financieros  de acuerdo a los principios rectoresò, ñ expedici·n y firma de los 

estados financieros de acuerdo a los principios rectoresò, entre otros  de los 

cuales no guardan coherencia con  el objeto general contratado y especificado 

en el mismo estudio previos, por el contrato estas actividades hacen alusión a 

las actividades de un profesional en contaduría pública, en consecuencia se 

vulnera el decreto antes referido vigente para la época. 

 

V Otras presuntas irregularidades detectadas con posible alcance disciplinario 

conforme a la Ley 734 de 2002.. 

 

V Hay incongruencias en cuanto se detecta que la propuesta presentada por la 

contratista basada en la contratación seleccionada, tiene fecha del 13 de enero 

de 2012, cuando en realidad el estudio  previo determinando la necesidad de la 

contratación fue expedido el 189 de enero de 2012. 

 

V En el expediente contractual figura liquidación bilateral del contrato en comento, 

sin embargo el contrato y el estudio previo establece una duración hasta el 31 

de diciembre de 2012,  evidenciándose que se establece un termino de duración 

el cual no se tiene en cuenta ni por el contratista ni el municipio,  pero si se 

afecta el presupuesto por la mensualidad pactada. 

 

V No se evidencia el RUT, de la contratista. 

 

V No hay publicación de los documentos correspondientes del proceso 

contractual, vulnerando el ente auditado el principio de publicidad de la 

contratación pública, articulo 8 del Decreto 2474 del 2008, derogado por la Ley 

734 de 2012, Articulo 2.2.5, igualmente el parágrafo 1 del mismo artículo, el 

articulo 209 en consonancia con el artículo 6 de la Constitución Política, vigentes 

por la época del proceso contractual. Teniendo en cuenta que el estudio previo y 

el contrato fueron suscritos en el mes de enero del año 2012. 

 

V El ente auditado es omisivo en cuanto a la verificación de los pagos sobre la 

seguridad social, presentada por el contratista; toda vez que los valores 

sustentados y vistos en el expediente contractual, no cumple con el porcentaje 

del 40%  de cotización  que debe acreditar como persona natural, con respecto 

al salario básico del valor bruto del contrato facturado en forma mensualizada, 

tampoco se hizo exigencia ni observación alguna al contratista sobre este 

aspecto. el cual es deber cumplir con lo regulado en los preceptos normativos 

que rigen este aspecto, con fundamento en artículo 23 de la Ley 1150 que 

modificó el artículo 41 de la Ley 80 de 1993, en concordancia con el articulo 50 

Ley 789 de 2002, articulo 4 ley 797 de 2003, articulo 18 Ley 1122 de 2007, 

articulo 23 Ley 1703 de 2002 en congruencia con la circular No.000001 del 6 de 

diciembre de 2004, expedida por el Ministerio de Hacienda y Protección Social y 

demás normatividad vigente. 

 

3 05 del 14 

de febrero 

de 2012 

PRESTACION DE SERVICIOS 

PROFESIONALES PARA LA 

ASISTENCIA TECNICA EN LA 

ELABORACION DEL PLAN DE 

DESARROLLO MUNICIPAL. EN SUS 

DIFERENTES ETAPAS COMO 

PARTICIPAR EN EL ALISTAMIENTO. 

FORMULAR LA PARTE GENERAL 

ESTRATÉGICA Y EL PLAN DE 

INVERSIONES. ASESORAR LA 

CONCERTACIÓN. PRESENTACIÓN Y 

APROBACIÓN CON LAS INSTANCIAS 

PERTINENTES. TENIENDO EN 

CUENTA LAS ORIENTACIONES 

$45.000.000 Fundación para el Desarrollo 

Económico, social y ambiental 

de la Amazonía, Nit: 

828.002.433-9/ JOSÉ ERLEY 

SANDOVAL RAMÍREZ,  

C .C. No. 16.185.174 de 

Florencia 

 

 V Para la fecha de la elaboración de los estudios previos se encontraba vigente el 

Decreto 2474 de 2008,  hallándose que no se exige plan de inversión de los 

recursos objeto del anticipo establecido en el proceso contractual, tampoco fue 

entregado por el contratista este plan de inversión del anticipo, no hay 

cronograma, ni exigencia por la administración municipal; en su defecto hay 

debilidades en el seguimiento y control de la supervisión sobre los recursos del 

Estado. 

V Según las garantías sobre la póliza No.560-47-994000041313 expedida el 13 de 

febrero de 2012, por la aseguradora Solidaria de Colombia,  se evidencia que 
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METODOLÓGICAS DEL 

DEPARTAMENTO NACIONAL DE 

PLANEACIÓN DNP Y EN EL MARCO 

DE LO DISPUESTO EN LOS 

ARTÍCULOS 3. 31. 32 DE LA LEY 152 

DE 1994. Y EN LOS TÉRMINOS Y 

CONDICIONES ESTIPULADOS EN LA 

PROPUESTA. DOCUMENTO QUE SE 

ENTIENDE INCORPORADO AL 

CONTRATO. 

estas no son ampliadas teniendo en cuenta la fecha del acta de inicio, toda vez 

que el contrato se encuentran celebrado el 01 de febrero de 2012, el acta de 

inicio el 14 de febrero del mismo año, sin embargo no se evidencia anexo alguno 

a esta póliza donde se haya ampliado la vigencia de ejecución  con respecto a la 

etapa de su ejecución según la fecha de la iniciación del negocio jurídico, 

trasgrediendo lo dispuesto Decreto 2848 de 2008, tampoco se encuentra 

evidencia alguna de la exigencia efectuada por el Ente contratante. 

V En el proceso auditor no se tuvo alcance de algunos documentos de este 

expediente contractual, entre algunos de ellos, el documento sobre  la 

aprobación de las  pólizas, toda vez que  en el expediente contractual aportado 

al Órgano de Control, en él no se halla este documento, de la misma forma hay 

ausencia de algunos folios del negocio jurídico celebrado, otros se encuentra  

con folios repetitivos, algunos contratos acreditados por el contratista sobre los 

contratos celebrados como experiencia se encuentran incompletos,  dejando 

entrever las deficiencias en la entrega de la información en el proceso auditor 

sobre la documentación solicitada por el Órgano de Control. 

 

V  Con respecto a la idoneidad del contratista según los soportes que obran en el 

expediente contractual con respecto a los contratos acreditados como 

experiencia, se constata que el contratista no demuestra la experiencia 

relacionada sobre la asistencia técnica en la elaboración de planes de desarrollo 

y los demás temas que  integran el objeto contractual señalado tanto en el 

estudio previo como en el contrato clausula primera. 

 

V No se le comunica la asignación de la supervisión del contrato a la persona 

responsable de ejercerla. 

 

V Aunque el objeto contractual fue entregado y es el que hace parte del 

documento  correspondiente al plan de desarrollo del municipio Denominado 

òCON LA COMUNIDAD Y PARA LA COMUNIDAD, EL PROGRESO SIGUE SU 

MARCHA, para la vigencia del 2012 al 2015, cumpliendo y prestando el servicio 

para el cual se formulo, aprobado por el Consejo Municipal, sin embargo en el 

expediente contractual hay deficiencia en la presentación de los informes de 

supervisión del contrato conforme a los articulo 82, 83 de la Ley 1474 de 2011, 

por el contrario obran simples certificaciones sobre el cumplimiento y actas 

suscritas en las que no reflejan de manera detallada cada una de las actividades 

del objeto contractual, que evidencie el avance, seguimiento y control del mismo. 

 

V Aunque se cita en el estudio previo y el contrato el rubro que se afecta en el 

presupuesto, también es cierto que hay ausencia de la especificación del 

número del CDP que respalda el gasto. 

 

V No se vislumbra oficio alguno sobre la presentación del a propuesta ni el oficio 

mediante el cual el contratante acepta la misma, igualmente hay ausencia de la 

indicación del lugar donde se podrán consultar los estudios y documentos 

previos del proceso contractual, violando los principios contractuales, situación 

que impide la  concurrencia de las propuestas. 

 

V Se determina presuntas irregularidades en cuanto a la formulación de los 

estudios previos, vulnerándose el artículo 3 del decreto 2474 de 2008 en 

concordancia con el decreto 2516 de 2011. 

 

V Frente a la descripción de la necesidad no hay análisis concreto que demuestre 

con  contundencia sobre las diferentes opciones para resolver dicha  necesidad 
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en el mercado,  aspectos en los que se describa y se analice  la opción más 

favorable para resolver la necesidad de la administración desde los puntos de 

vista técnico, jurídico y económico, por lo tanto no hay análisis en el estudio 

previo  de diferentes alternativas que permitan vislumbrar  la solución que  

satisfaga la necesidad de la entidad frente a los costos, beneficios y desventajas 

de cada una de las alternativas  a fin de determinar con objetividad, 

transparencia esta erogación. 

V No se hace un estudio y análisis que soporte el valor estimado, no hay relación 

ni anexo alguno que demuestre un estudio indicando las variables y cálculos que 

determinen el costo del contrato de prestación de servicios profesionales, 

violando el numeral 4 del artículo 3 del Decreto 2474 de 2008. 

V No hay publicación de los documentos correspondientes del proceso 

contractual, vulnerando el Ente Auditado el principio de publicidad de la 

contratación pública, articulo 8 del Decreto 2474 del 2008, derogado por Decreto 

734 de 2012, Articulo 2.2.5,  así mismo estipulado en el articulo 3 Ley 14 37 de 

2011, igualmente el parágrafo 1 del mismo artículo, el articulo 209 en 

consonancia con el artículo 6 de la Constitución Política, vigentes por la época 

del proceso contractual. Teniendo en cuenta que el estudio previo y el contrato 

fueron suscritos en el mes de enero del año 2012. 

 

4 10 del 16 

de marzo 

de 2012 

PRESTACIÓN DE 

SERVICIOS 

PROFESIONALES EN LA 

ELABORACION DEL 

MANUAL DE 

PROCEDIMIENTOS 

CONTABLE Y CONTROL 

INTERNO CONTABLE 

PARA EL MUNICIPIO DE 

SOLANO. CAQUETA. 

$10.000.000 RONALD RODRIGUEZ 

BURGOS, con C.C. No. 

80.202.043 de Bogotá D.C. 

 Presuntas irregularidades de tipo administrativo con alcance disciplinario a la luz de la 

Ley 734 de 2002, en concordancia con el artículo 6 y  209 de la constitución Política 

de Colombia conforme  a los siguientes hechos detectados en este proceso 

contractual: 

 

V El contrato Inicio su ejecución sin estar perfeccionado vulnerando lo establecido 

en el artículo  41 de la Ley 80 de 1993, modificado por el artículo 23 de la Ley 

1150 de 2007, El contrato es celebrado el 16 de marzo e  inicia el 26 de marzo de 

2012 según consta en el acta suscrita entre el supervisor y el contratista, además  

según el estudio previo y lo pactado en el negocio jurídico se establece  garantía 

única para el  cumplimiento y  calidad del producto y/o servicio contratado, sin 

embargo estas garantías son aprobadas posterior a la fecha de inicio  del mismo,  

inclusive se aprueban el día que se liquida el contrato y se recibe el producto, 

como consta en cada uno de los documentos que obran en el expediente 

contractual. 

 

V Además se detecta que para la adjudicación,  celebración e inicio del objeto 

contractual, el contratista no se encontraba a paz y salvo en seguridad social y 

salud, toda vez que el soporte presentado por este concepto  refleja que no se 

encontraba a paz y salvo en este aspecto, y el pago figura efectuado por el 

contratista el día 29 de marzo del año 2012, cuando ya se había iniciado la 

ejecución del contrato,  tampoco obra documento alguno sobre la exigencia 

efectuada por el Ente Contratante ni la acreditación de la revisión a que están 

obligados como requisitos en el perfeccionamiento de los contratos públicos, 

situación que refleja falencias en el sistema de control interno, y la supervisión 

ejercida por parte del funcionario asignado trasgrediendo lo dispuesto en el 

artículo 82, 83 en concordancia con el art. 84 de la Ley 1474 de 2011, aunado a 

lo anterior no se  cumple con el porcentaje del 40%  de cotización  que debe 

acreditar el contratista como persona natural, con respecto al salario básico del 

valor bruto del contrato facturado en forma mensualizada, tampoco se hizo 

exigencia ni observación alguna al contratista sobre este aspecto. el cual es 

deber cumplir con lo regulado en los preceptos normativos que rigen este 

aspecto, con fundamento en artículo 23 de la Ley 1150 que modificó el artículo 

41 de la Ley 80 de 1993, en concordancia con el articulo 50 Ley 789 de 2002, 
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articulo 4 ley 797 de 2003, articulo 18 Ley 1122 de 2007, articulo 23 Ley 1703 de 

2002 en congruencia con la circular No.000001 del 6 de diciembre de 2004, 

expedida por el Ministerio de Hacienda y Protección Social. 

V En los documentos soportados por el municipio y revisada la carpeta del citado 

contrato, así como la pagina del SECOP, se establece que no hay  evidencia ni 

prueba alguna que acredite  la publicación de esta contratación, vulnerando el 

principio de publicidad, Constitución Política de Colombia articulo 209,  Articulo 8 

Decreto 2474 de 2008, articulo 3 de la Ley 1437 de 2011 vigente por la época de 

los hechos., tampoco los estudio previos  especifica el sitio de consulta del 

proceso contractual, impidiendo de esta manera la concurrencia de los oferentes 

y propuestas. 

 

V De acuerdo a la idoneidad que establece la normatividad frente a esta clase de 

contratos, se aprecia que a pesar que el contratista es contador público, según  

su  hoja de vida  no tiene la experiencia en la elaboración  de manuales y 

especialmente los referidos a PROCEDIMIENTOS CONTABLE Y CONTROL 

INTERNO CONTABLE para el sector público, hay ausencia de la certificación  

expedida por las dependencias de recursos  humanos  o quien haga sus veces, 

previamente al proceso contractual,  que demuestre  e indique que dentro de la 

estructura y  planta administrativa del municipio no hay personal idóneo que 

cumpla con las actividades y funciones  objeto de la contratación celebrada. 

 

V Los estudios previos no estipulan el número del certificado de disponibilidad 

presupuestal que respalda la afectación de los recursos, tampoco lo establece el 

negocio jurídico,  no hay relación ni anexo alguno que demuestre un estudio 

indicando las variables y cálculos que determinen el costo del contrato, no hay 

especificaciones técnicas determinadas con precisión. 

  

V En relación  a la descripción de la necesidad no hay análisis concreto que 

demuestre con  contundencia sobre las diferentes opciones para resolver dicha  

necesidad en el mercado,  aspectos en los que se describa y se analice  la 

opción más favorable para resolver la necesidad de la administración desde los 

puntos de vista técnico, jurídico y económico, por lo tanto no hay análisis en el 

estudio previo  de diferentes alternativas que permitan vislumbrar  la solución 

que  satisfaga la necesidad de la entidad  frente a los costos, beneficios y 

desventajas de cada una de las alternativas  a fin de determinar con objetividad, 

transparencia en esta erogación. 

 

V El Ente Auditado, no exige la presentación de cronograma de actividades, no se 

hallan servicios conexos que derivan del cumplimiento del objeto del contrato, 

por ejemplo capacitaciones de asesoramiento preventivo y correctivos, no se 

observa la socialización del manual al interior de la administración. 

 

V No reposa certificación alguna expedida por las dependencias de recursos  

humanos  o quien haga sus veces, previamente al proceso contractual,  que 

demuestre  e indique que dentro de la estructura y  planta administrativa del 

municipio no hay personal idóneo que cumpla con las actividades y funciones  

objeto de la contratación celebrada. 

 

V se presencia incongruencia en las fechas de los actos administrativos y 

documentos que hacen parte del proceso contractual, percibiéndose 

direccionamiento del contrato en comento, teniendo en cuenta que la propuesta 

es presentada antes de la formulación de los estudios y documentos previos, por 

cuanto los estudios  fueron generados de fecha del 01 de marzo de 2012, la 
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Situación que se presenta por las deficiencias en la elaboración de los estudios previos, vulneración de los preceptos 
normativos y principios que rigen la contratación y administración pública, ausencia del sistema de control interno, 
debilidades en las funciones de supervisión, generando bajos niveles de gestión administrativa, contrariando los fines 
esenciales del Estado y principios constitucionales de la administración pública. 
 
En virtud de los contratos antes citados se configura hallazgo administrativo con presunta incidencia fiscal en 
cuantía de $22.000.000, con fundamento en el articulo 3 y 6 de la ley 610 de 2000, con  presunto alcance 
disciplinario a la luz del numeral 1 de los  artículo 34 y 35 de la Decreto 734 de 2000, en congruencia con la Ley 
1474 del 2011. 
 
 
HALLAZGO No. 6. Administrativo-Fiscal-Disciplinario. 
 
Presuntas irregularidades en  la ejecución de los Contratos de Obra Nos. 002 , 003,  004, 005, 006,  007, 009  y 
011 de 2012. 
 
En cumplimiento a los fines esenciales del Estado y de acuerdo al mandato constitucional del Art.209 y el 
acatamiento de los preceptos normativos y demás reglamentos y procedimientos internos como herramientas de la 
administración pública y en procura de la efectividad en el manejo de los recursos del Estado dentro de los principios 
constitucionales y contractuales, en aras del  mejoramiento continuo y por consiguiente de sus procedimientos de 
manera transparente y objetiva, en consecuencia se detecta presuntas irregularidades  en los procesos contractuales 
 
  

propuesta tiene fecha del 12 de febrero de 2012, y caso sublime se observa la 

celeridad de la ejecución del objeto contractual y entrega del producto, toda vez 

que el contrato fue celebrado el 16 de marzo, se inicia el 26 de marzo y el 30 de 

marzo de 2012,  fue liquidado y recibido a satisfacción, lo que refleja que en 4 

días calendario siguientes a su inicio fue elaborado y entregado a satisfacción. 

V No obstante,  es preciso señalar que el Jefe de la oficina de Control Interno del Ente 

Territorial auditado, mediante oficio  sin número del 04 de octubre de 2013, indica 

que el  manual  entregado por el contratista fue adoptado mediante Resolución 

No.155 del 10 de abril de 2012, además agrega el funcionario que ñviene siendo 

utilizado de manera frecuente  de documento de consulta, como documento 

contable y financiera del Ente Territorial éò   ñlo cual ha optimizado los 

procesos internoséò  (negrilla fuera del texto).  Se concluye que esta contratación 

está prestando el beneficio y servicio para el cual fue adquirido.  

V  

Finalmente se deja de presente,  que este contrato hace parte de la denuncia D-12-

12, Traslada por la Oficina de Participación Ciudadana para evaluarse dentro del 

proceso auditor, en el que se ha denunciado presuntamente  plagio de este manual 

con otro existente en un municipio,  en tal sentido precisa el equipo auditor, que 

frente a dichas aseveraciones no fue posible obtener el documento original para 

verificar el supuesto plagio,  dado que el denunciante no  establece  a cuál municipio 

del país corresponde  el plagio del manual. 

PRESUNTO DETRIMENTO  EN CUANTIA DE $22.000.000.                                                            $22.000.000 
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Fecha De 

Suscripción 
Del Contrato  

Objeto Del Contrato 
 Valor Inicial 
Del Contrato 

Nombre Del 
Contratista  

presunto 
detrimento 

1 2 29/03/2012 

EXTRACCION Y PUESTA EN OBRA DE MATERIAL DE CANTERA 

(RECEBO) PARA LA CONFORMACION Y MANTENIMIENTO DE LA 

BANCA DE LAS VIAS DEL CASCO URBANO Y LAS VIAS CASCO 

URBANO ï MATADERO ï RELLENO SANITARIO Y PUERTO DE 

EMBARQUE GANADO ï MATADERO DEL MUNICIPIO DE SOLANO - 

CAQUETA. 

$14.987.500 
ALBEIRO BENAVIDES 

QUIROZ 
                    $0    

2 3 29/03/2012 

MANO DE OBRA PARA LA CONSTRUCCION DE LA 

INFRAESTRUCTURA FISICA DE TRES VIVIENDAS TIPO 

RESIDENCIAL PARA TRES FAMILIA DE CONDICION VULNERABLE 

RESIDENTE EN LA ZONA URBANA DEL MUNICIPIO DE SOLANO. 

CAQUETÁ. 

$15.659.460 
GUSTAVO BRAVO 

ARTUNDUAGA 
                  $0 

3 4 30/03/2012 

CONSTRUCCIÓN DE LA INFRAESTRUCTURA FÍSICA DE LA 

ESCUELA ATIPICA RURAL DE LA VEREDA DANUBIO DOCE DE LA 

ZONA RURAL DEL MUNICIPIO DE SOLANO 

$89.968.509 ARNOLD MURCIA CHARRY        $606.000,00  

4 5 30/03/2012 

CONSTRUCCIÓN DE LA INFRAESTRUCTURA FÍSICA DE UNA (1) 

AULA ESCOLAR TIPO RURAL EN EL RESGUARDO INDIGENA DE 

JERICO CONSAYA DE LA ZONA RURAL DEL MUNICIPIO DE 

SOLANO 

$49.930.750 
ALBEIRO BENAVIDEZ 

QUIROZ 
                     $0    

5 6 09/04/2012 

CONSTRUCCIÓN DE LA INFRAESTRUCTURA FÍSICA DE LA 

BODEGA DE LA PLANTA DE TRATAMIENTO DE AGUA POTABLE 

DEL MUNICIPIO DE SOLANO 

$29.983.187 VICENTE SANDOVAL                 
$2.728.000.00   

6 7 11/04/2012 

MANO DE OBRA PARA LA CONSTRUCCION DE LA 

INFRAESTRUCTURA FISICA DE UNA VIVIENDA TIPO 

RESIDENCIAL PARA UNA FAMILIA DE CONDICION VULNERABLE 

RESIDENTE EN EL BARRIO BUENOS AIRES DE LA ZONA URBANA 

DEL MUNICIPIO DE SOLANO. CAQUETÁ. 

$5.665.527 
LUIS ALFREDO MENDEZ 

MENESES 
                     $0   

7 9 18/04/2012 

REPARACION Y MANTENIMIENTO DE LAS MALLAS DE 

CERRAMIENTO. CANCHAS MULTIFUNCIONAL Y PUERTAS DE 

ACCESO DE LOS ESCENARIOS DEPORTIVOS ESTADIO 

MUNICIPAL Y POLIDEPORTIVO PARQUE KOREGUAJE DEL 

MUNICIPIO DE SOLANO CAQUETA 

$9.280.000 
GUSTAVO STERLING 

OSORIO 
                     $0   

9 11 19/04/2012 

CONSTRUCCION DE LA INFRAESTRUCTURA FISICA DEL ANDÉN 

COSTADO SUR DEL PARQUE PRINCIPAL KOREGUAJE ZONA 

URBANA DEL MUNICIPIO DE SOLANO CAQUETA 

$4.847.700 
MELQUIN FERNANDO 

BASTIDAS COQUI 
                     $0   

          $3.334.000 

FUENTE: Datos suministrados por el Sujeto de Control. 
 

¶ En cuanto al contrato No. 004 del 30 de marzo de 2012,  tanto en estudios previos, como en pliego de 
condiciones y negocio jurídico, existen errores en cuantificación de cantidades, en los ítems ñSuministro e 
instalaci·n Sif·n tuber²a PVC 4ò  y ñSuministro e instalaci·n Sif·n tuber²a PVC 3ò, sin que se haya 
efectuado corrección a las mismas durante ninguna de las etapas del proceso; igualmente, se realiza el acta 
de recibo de obra y el acta de liquidación sin la corrección respectiva y se cancela la totalidad del contrato 
sin realizar esta salvedad, contrariando los principios de la contratación pública y en especial lo dispuesto 
en el artículo 3 del decreto 2474 de 2008, generando un posible detrimento por valor de $606.000 por 
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cuanto, revisado los planos tipo de las aulas, suministrados por el ente auditado, las cantidades que se 
realizaron para estos ítems son inferiores a las estipuladas en el acta final de obra, mediante la cual se 
efectuó el pago. 
 

¶ En el contrato No. 006 del 09 de abril de 2012, mayores cantidades de obra pagadas que las realmente 
ejecutadas, mediciones que se realizaron y constataron con un funcionario designado por el municipio,  en 
visita al sitio de obra por el equipo auditor, el día 24 de octubre de 2012.  Se precisa que una vez realizada 
en campo las mediciones correspondientes, se cuantifica los resultados de las cantidades con los precios 
estipulados en el contrato, los cuales están acorde a las condiciones de mercado y una vez efectuado este 
balance, se establece un valor faltante por ejecutar de  $2.728.000. 

 

Aunado a lo anterior estos contratos presentan las siguientes inconsistencias. 

  

¶ En la documentación entregada por la administración, la cual se presume es la totalidad de documentos 
relacionados al contrato en mención, se evidencia que tanto los estudios previos como la propuesta del 
contratista carece de estudios y diseños, cálculos de cantidades, de análisis de precios unitarios, no existen 
especificaciones técnicas de los materiales donde se vigile la calidad de los mismos y su instalación, lo cual 
constituye falta al principio de planeación que pregona el Estatuto General de Contratación e incumpliendo lo 
establecido en el artículo 3 del Decreto 2474 de 2008, aplicado para algunos contratos para la época de los 
hechos,  y Artículo 2.2.1 del Decreto 734 de 2012, que atenta contra el principio de economía de la Ley 80 de 
1993, se obtuvo copia magnética  por parte del Jefe de la Oficina de Planeación de algunos planos que 
corresponde a las viviendas tipo, de los contratos Nos. 003 y 007 de 2012 y escuelas tipo con referencia a 
los contratos Nos. 004 y 005 de 2012. 
 

¶ En ninguno de los expedientes contractuales se observa informes de interventoría que demuestren un eficaz 
seguimiento a los recursos girados al contratista en calidad de anticipo si los hubiere, y de ejecución de obra, 
la falta de dichos informes deja en evidencia la deficiente vigilancia del desarrollo técnico, financiero y 
administrativo de la obras. 

 

¶ Igualmente en ninguno de los contratos se observa que los  contratistas realicen análisis de precios unitarios, 
programación de la obra, plan de manejo de anticipo de ser el caso y cálculo de A.I.U, y el desglose del factor 
de administración respectivo, ni se evidencia que la entidad contratante se haya manifestado al respecto.  

 

¶ No se evidencia la acreditación de la procedencia lícita de los agregados utilizados en las obras con la 
identificación de la fuente donde provengan, mediante la CERTIFICACIÓN de origen expedida por el 
beneficiario del título (Art. 30 Código de Minas) Numera i) Cláusula Sexta del Documento Contractual. 
 

¶ No se re realiza modificaciones por cantidades mayores y menores e ítems no previstos, pero no se observa 
documento que justifique estas modificaciones, igualmente el contratista no presenta los respectivos análisis 
de precios unitarios de estos ítems, ni la entidad contratante los solicita. 
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¶ Los contratos Nos. 002, 003, 004 y 006 de 2012, se realiza suspensiones sin que las mismas estén sujeta a 
un modo específico, plazo o condición, pactados con criterios de razonabilidad y proporcionalidad, acorde con 
la situación que se presenta y la dejan indefinida en el tiempo. 

 

¶ En ninguno de los contratos se observa informes de interventoría, ni reposa en el expediente libro diario de 
obra o bitácora, control del personal y equipo del contratista, control de calidad de los materiales utilizados, 
ensayos de laboratorio, que demuestren un eficaz seguimiento a los recursos girados al contratista en calidad 
de anticipo, La falta de dichos informes y la inexistencia de documentos que soporten las inversiones 
efectuadas con los recursos girados por concepto de anticipo involucran de manera directa el sistema de 
control interno, el cual es deficiente y reiterativo en temas de seguimiento a procesos financieros, lo que 
conlleva a deficiencias en el desarrollo de los procedimientos contractuales.  

 

¶ No se observa seguimiento a las vigencias de las pólizas por cuanto las mismas, no se amplían con respecto 
al Acta de Inicio y la duración del contrato, con respecto a la duración del contrato estipulada en el documento 
contractual, Igualmente, no se observa la o adiciones que hubieron en el desarrollo de la ejecución del 
contrato. 

 

¶ Se realiza modificaciones por cantidades mayores y menores e ítems no previstos, pero no se observa 
documento que justifique estas modificaciones, igualmente el contratista no presente los respectivos análisis 
de precios unitarios de estos ítems, ni la entidad contratante los solicita. 
 

¶ El formato de acta de suspensión no está sujeto a un modo específico, plazo o condición, pactado con criterios 
de razonabilidad y proporcionalidad, acorde con la situación que se presenta y la dejan indefinida en el tiempo. 

 

¶ Las propuestas por los contratistas no realizan el respectivo análisis del cálculo del A.I.U en especial en lo 
referente con la Administración, contraviniendo lo estipulado en la normatividad vigente por la época de los 
hechos, derogado por el  Decreto 734 de 2012. 

 

¶ En los contratos, hay elusión de los pagos de seguridad social y parafiscales, tampoco se evidencia la revisión 
realizada por la entidad contratante, por lo tanto el Municipio, no dio aplicación a lo dispuesto en el artículo 50 
de la Ley 789 de 2002, artículo 1 de la Ley 87 de 1993, El ente Territorial como operador del gasto público y en 
aras del cumplimiento de los procedimientos administrativos y normativos de que trata la Ley 797 de 2003 
artículo 3 y 41 ley 80 de 1993 modificado por la ley 1150 de 2007 artículo 23, debe exigir la acreditación de la 
documentación necesaria para la celebración, perfeccionamiento del contrato y por cada pago que 
desembolse a favor del contratista. 

 

¶ No obra en ninguno de los expedientes contractuales un informe de interventoría en el cual se especifiquen y 
detallen las metas físicas logradas y los sitios intervenidos en desarrollo de la ejecución del contrato ni 
presentan un seguimiento físico financiero de las obras contratadas, adquiridos en el cumplimiento del objeto 
contractual. Igualmente, no se observa seguimiento a la calidad del producto o bien entregado. 
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Situación que se presenta por las deficiencias en la elaboración de los estudios previos, vulneración de los principios 
de planeación y economía,  debilidades en el sistema de control interno y supervisión de la contratación,  generando 
bajos niveles de gestión administrativa y fiscal, contrariando los fines del Estado. 
 
Con base en las apreciaciones anteriores, se configura hallazgo administrativo con presunto alcance fiscal, 
determinándose en cuantía de $3.334.000.00, con fundamento en el artículo 3 y 6 de la ley 610 de 2000, con posible 
incidencia disciplinaria según el numeral 1 del artículo 34 y 35 de la Ley 734 de 2002. 
 

Hallazgo No. 7-Administrativo. 
 
Elusión de pagos de seguridad social integral, parafiscales  así como la verificación  en el cumplimiento de 
los contratistas sobre estos aspectos y el porcentaje de cotización del 40% que se ven avocados algunos 
contratistas. 
 
El ente territorial debe dar cumplimiento a los preceptos normativos que rigen la administración pública,  teniendo en 
cuenta que se halla presuntas irregularidades en los procesos contractuales por cuanto se establece que no  se hace 
verificación de los pagos presentados por los contratistas sobre seguridad social, parafiscales, además de la 
obligatoriedad a que se ven avocadas las personas naturales, en la cotización del 40%  que debe acreditar los 
contratistas, con respecto al salario básico del valor bruto del contrato facturado en forma mensualizada, igualmente 
es deber del Ente contratante efectuar la revisión correspondiente en el cumplimiento de los contratistas frente a este 
aspecto, en este orden de ideas es deber cumplir con los preceptos normativos que rigen este aspecto, con 
fundamento en artículo 23 de la Ley 1150 que modifico el artículo 41 de la Ley 80 de 1993, articulo 50 Ley 789 de 
2002, Articulo 4 Ley 797 de 2003, articulo 18 Ley 1122 de 2007, articulo 23 Ley 1703 de 2002 en  lineamiento con la 
circular No.000001 del 6  diciembre de 2004, proferida la Protección Social y  el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público. 
 
Es claro que en los contratos (sin importar su duración) en donde esté involucrada la ejecución de un servicio por 
una persona natural en favor de una persona natural o Jurídica de derecho público o privado, tales como contratos 
de obra, de arrendamiento de servicios, de prestación de servicios, consultaría, asesoría, es decir, bajo la modalidad 
de contratos de prestación de servicios o cualquier otra modalidad que adopten, el contratista deberá estar afiliado al 
Sistema General de Seguridad Social en Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud, y la parte 
contratante deberá verificar la afiliación y pago de aportes, sea cual fuere la duración o modalidad de contrato que se 
adopte. 
Situación que se presenta por falencias en el sistema de control interno del Ente Territorial, omisión al cumplimiento 
de los preceptos normativos y deficiencias en la supervisión e Interventoria, generando bajos niveles de gestión 
administrativa. Este hallazgo se configura administrativo. 
 
Hallazgo No. 8 Administrativo. 
 
Ausencia de la suscripción de actas de liquidación por parte del Representante legal del Ente Territorial 
contratante. 
 
Presuntas irregularidades detectadas en algunos contratos donde el acta de liquidación de los contratos presenta  
ausencia de la firma del representante legal de la entidad contratante; dado este caso cabe agregar que la 
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liquidación es un trámite  en el que se preceptúa que debe ser entre las partes que intervienen en el negocio jurídico 
(el contratante y contratista, el supervisor conforme a su revisión y certificación del cumplimiento, estipulación que el 
mismo contrato lo pacta), sin embargo se evidencia que se están liquidando los contratos entre el supervisor y 
contratista, falencia percibida en el  proceso contractual 038 de 2012, situación que amerita mejoras de las cuales 
debe implementar el municipio para la corrección en tal aspecto dentro del plan de mejoramiento que formule el Ente 
Territorial una vez en firme y liberado el informe final de auditoría, no obstante a lo anterior se deja de presente la 
sujeción de lo dispuesto en el artículo 60 de la ley 80 de 1993, modificado por el artículo 217 Decreto 019 del 2012, 
igualmente conforme al artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 y los demás preceptos normativos vigentes. 
 
Situación que obedece a las deficiencias en el sistema de control interno, ausencia de procedimientos y 
herramientas de seguimiento en la aplicación correcta de los procesos contractuales, generando bajos niveles de 
gestión administrativa al tenor del artículo 209 de la constitución política en concordancia con Ley 87 de 1993 y los 
principios de contratación pública. En tal circunstancia se configura hallazgo administrativo. 
 
Hallazgo No. 9- Administrativo. 
 
Certificados de disponibilidad presupuestal con límites de fechas vencidas al momento de la celebración del 
contrato público. 
 
Presuntas irregularidades donde se evidencia en algunos soportes acreditados correspondiente al certificado de 
disponibilidad presupuestal de los procesos contractuales reflejan una vigencia especial que se le imprime en el 
contenido del CDP, que revisado estos expedientes contractuales se evidencia que cuando el contrato se celebra, ya 
se encuentra vencido el CDP que respalda el gasto comprometido, por lo tanto, refleja incongruencia entre la fecha 
de suscripción del contrato y la fecha de vigencia que indica el CDP.  
Situación que obedece a las  deficiencias de seguimiento y control de los procedimientos en los registros contables y 
administrativos y por ende bajos niveles de gestión administrativa. (Irregularidad que se observa en el contrato  041 
de 2012 y otros más.). Circunstancia que se connota como hallazgo administrativo. 
 
Hallazgo No. 10- Administrativo 
 
Incongruencia en la estipulación y exigencia de la forma de pago pactada en el contrato, estudios previos y 
la expuesta en la invitación pública y aprobación de las pólizas que amparan el contrato. 
 
El municipio debe velar por el adecuado y eficiente funcionamiento institucional y administración de los recursos 
públicos dentro de los procedimientos previstos en el  sistema de control interno conforme a la Ley 87 de 1993,  en 
concordancia con el cumplimiento de los  principios que rigen la administración pública en el marco del artículo 209 
de la Constitución Nacional, toda vez que se detecta presuntas irregularidades en la estipulación  de la forma de 
pago dentro de los contratos celebrados, dado que en el contrato y estudios previos se exige y pacta una forma de 
pago distinta a la establecida en la invitación pública y en las pólizas del contrato, en unos documentos se exige y 
pacta pago anticipado y en otros documentos estipulan el pago por anticipo, teniendo en cuenta que estas formas de 
pagos son dos figuras jurídicas distintas, el pago por anticipo se fundamenta y se precisa que son dineros que 
recibe el contratista en calidad de préstamo; quiere ello significar que el anticipo continua siendo de propiedad de la 
entidad pública y su inversión solo procede en aspectos propios del objeto contractual dependiendo de sus 
características de ejecución del mismo, y el pago por anticipado corresponde y retribuye en forma anticipada parte 
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del valor del contrato y el dinero es de propiedad de contratista y lo puede destinar libremente no hay plan de 
inversión pactado, resalta la jurisprudencia sobre la naturaleza jurídica del Anticipo y el Pago Anticipado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, Sección Tercera donde expresó en la Sentencia 13436 de Junio 
22 de 2001 que: 
 
ñ... La diferencia que la doctrina encuentra entre anticipo y pago anticipado, consiste en que el primero corresponde 
al primer pago de los contratos de ejecución sucesiva que habrá de destinarse al cubrimiento de los costos iniciales, 
mientras que el segundo es la retribución parcial que el contratista recibe en los contratos de ejecución instantánea. 
Lo más importante es que los valores que el contratista recibe como anticipo, los va amortizando en la proporción 
que vaya ejecutando el contrato de ahí que se diga que los recibió en calidad de préstamo; en cambio en el pago 
anticipado no hay reintegro del mismo porque el contratista es dueño de la suma que le ha sido entregada.ò       
 
En este orden de ideas se percibe que el Ente Territorial ha generado una desviación de la figura del anticipo, 
olvidando su naturaleza jurídica y el fundamento en la finalidad que persigue. 
 

 Situación que se da por deficiencias en el sistema de control interno y de los procedimientos contractuales dentro de 
los principios constitucionales que regulan la administración pública, lo cual genera bajos niveles de gestión 
administrativa.  Estas inconsistencias las refleja el contrato de prestación de servicios 038 de 2012, por lo tanto debe 
proceder el Sujeto Auditado a corregir mediante el plan de mejoramiento una vez se libere y quede en firme el 
informe final de auditoría.  Se configura hallazgo administrativo. 
 
Hallazgo No 11- Administrativo 
 
Ausencia de la Comunicación de la asignación de la supervisión de los procesos contractuales al 
funcionario competente. 
 
El municipio debe velar por el seguimiento y control en el cumplimiento de la ejecución de los objetos contractuales 
dentro de los principios rectores de la contratación  pública y los fines esenciales del Estado, de tal manera que se 
establece en este proceso auditor presuntas irregularidades administrativas por cuanto no se expiden las 
comunicaciones pertinentes por parte del representante legal y contratante sobre la asignación al funcionario o 
persona competente para tal fin.  Así se observa en los procesos contractuales analizados, donde estas falencias se 
reflejan en los contratos de prestación de servicios  números: 037, 038, 041 de 2012 entre otros más.  
Situación que se presenta por deficiencias en el sistema de control interno dentro del proceso contractual y demás 
procedimientos internos que rigen la administración pública, generando bajos niveles de gestión pública. En tal 
circunstancia se  configura hallazgo administrativo.  
 
Hallazgo No 12 ð Administrativo 
 
Presentación de Informes de Interventoria y supervisión. 
 
La administración municipal debe exigir a los interventores y/o supervisores, especificación detallada de todas y cada 
una de las actividades realizadas en cumplimiento del objeto en cada uno de los procesos contractuales para el cual 
fue asignado, toda vez que se refleja  que los responsables de la supervisión no presentan informes con la debida 
especificación y acreditación, ausencia de informes técnicos, administrativos, financieros, jurídicos, contables, de 
conformidad con el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011. 
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Situación que  demuestra  falencias en el sistema de control interno en la ejecución de los contratos, conforme al 
manual interno de Interventoria decreto y el decreto 1474 del  de 2011. En virtud del cual se   configura Hallazgo 
Administrativo. 
 
Hallazgo No 13- Administrativo 
 
Ejecución de los recursos de inversión mediante proyectos y programas en concordancia con el eje o 
programas previstos en el plan de desarrollo. 
 
El municipio debe actuar en cumplimiento de los fines esenciales del Estado, los reglamentos internos, plan de 
desarrollo municipal y demás normatividad vigente que rige la administración pública en consonancia con el artículo 
209 de la constitución Política de Colombia, toda vez que se detecta ausencia de programas y proyectos que 
justifique la ejecución de los recursos de inversión por cuanto estos deben efectuarse a través de proyectos y 
programas radicados y evaluados en Bancos de Proyectos, conforme al artículo 68 del Estatuto Orgánico de 
Presupuesto Decreto 111 de 1996, en concordancia con el artículo 109 del mismo precepto y en  atención a la ley 
152 de 1994, articulo 49 numerales 3 y 4. 
 
Situación que obedece a la falta de seguimiento y control en el manejo e inversión de los recursos públicos   con 
observancia en los preceptos normativos que rigen la administración pública, lo que  genera bajos niveles de gestión 
fiscal y administrativa en el municipio. En consecuencia se configura hallazgo administrativo. 
 
Hallazgo  No.  14- Administrativo 
 
Archivo Documental  y control de los expedientes contractuales. 
 
El sujeto auditado, debe velar por la excelencia y calidad en sus procedimientos y sus procesos internos de manera 
efectiva y salvaguarda de la información y documentación, optimizando la gestión de los archivos documentales 
correspondiente a los procesos contractuales y números consecutivos asignados a los mismos, que contenga la 
totalidad  de la documentación y orden cronológico sobre las diferentes etapas contractuales,  percibiéndose que la 
documentación que debería estar en el expediente contractual en su defecto reposa en distintas dependencias de la 
alcaldía, no cuenta con hojas de ruta, ni se encuentran los documentos archivados cronológicamente y  foliados, 
documentación repetida, ausencia de documentos en los mismos,  los pagos no obran en los expedientes, no se 
llevan hojas de vida de los contratistas, no hay supervisión ni del área de contratación ni de los asignados a ejercer 
las funciones de Interventoria y/o supervisión, conforme a la  Ley 1474 de 2011, dejando entrever falencias en el 
seguimiento y control de la información y gestión documental de la entidad, en consecuencia existe riesgo en el 
resguardo de la información documental,  para lo cual se avoca al Ente Auditado darle  cumplimiento a lo dispuesto 
en la  ley 594 de 2000 en consonancia con la ley 87 de 1993 y el artículo 39 de la Ley 80 de 1993, inciso segundo, 
ñlas entidades estatales establecerán las medidas que demanden la preservación, inmutabilidad y seguridad 
de los originales de los contratos estatalesò, lo cual dificultó el ejercicio del control practicado.  
 
Situación que obedece a la inobservancia de los principios rectores de la administración pública, deficiencias en el 
sistema de control interno y ausencia en la implementación de los lineamientos  dispuestos por la  ley 594 de 2000, 
generando bajos niveles de gestión administrativa. Circunstancia que se configura  hallazgo administrativo. 
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Hallazgo No 15 - Administrativo  
 
Salidas y Entradas de almacén sin numeración ni fechas. 
 
El Ente Territorial auditado debe implementar mecanismos y herramientas de control interno que generen  niveles de 
calidad en concordancia con sus procesos y procedimientos en las actividades y funciones desempeñadas en la 
administración pública, dado que se detectan falencias en la expedición tanto de las entradas como de las salidas de 
almacén; las cuales no contienen fecha, tampoco numeración consecutiva, aunado a ello, las entradas de almacén 
no cuentan con la firma de las personas contratistas o supervisores que reciben los elementos objeto de la 
contratación y los entregan y hacen el ingreso a las dependencias del almacén, en ellas únicamente obra la firma del 
almacenista, a pesar de señalarse el nombre del contratista que hace la entrega de los productos, elementos y 
demás suministros como resultado de las adquisiciones mediante los procesos contractuales, percibiéndose 
deficiencias en la adopción y aplicación de manuales de procedimiento y procesos de almacén, por lo tanto cabe 
señalarle al Ente Territorial, que las actas, entradas y salidas de almacén deben expedirse en su contenido y forma 
que refleje, calidad, transparencia y organización en los procedimientos internos de la administración municipal, por 
cuanto estas deficiencias conllevan a bajos niveles de gestión administrativa. 
 
Lo anterior, obedece a las deficiencias en el sistema de control interno, carencia del manual de procesos y 
procedimientos de almacén, conllevando a bajos niveles de gestión pública. 
 
Hallazgo No. 16- Administrativo. 
 
Presuntas irregularidades en el seguimiento y control de los elementos de almacén. Ausencia de A22. 
 
El municipio debe implementar herramientas que permitan la calidad en la ejecución de los procesos y 
procedimientos internos, dado que se presentan presuntas irregularidades teniendo en cuentan la vigencia auditada 
año 2012, en cuanto al seguimiento y control de los bienes adquiridos como son equipos, maquinaria pesada y 
elementos de oficina, entre otros de uso para el desempeño de las actividades y funciones de la entidad,  a pesar de 
que algunos se encuentran en servicio activo de las dependencias, no se registra de manera eficiente un A22 
completo que responsabilice al funcionario quien tiene a cargo y en uso de sus funciones los elementos. 
 
La anterior situación se da por deficiencias en el sistema de control interno  y ausencia de procedimientos y procesos 
e inaplicación de manuales de almacén formulados y adoptados de forma  práctica, procedimental y eficiente dentro 
de los criterios y principios  de la administración pública, que genere niveles óptimos de gestión y resguardo   de los 
bienes del municipio. 
 
Hallazgo No. 17 ð Administrativo. 
 
Debilidades en el seguimiento y control en cuanto a la expedición de los soportes de pago objeto de los 
procesos contractuales, ausencia de comprobantes de egresos y órdenes de pago con las especificaciones 
de la transacción, beneficiario y demás registros indispensables para la erogación de los recursos.  
 
Debe  el Ente Territorial en aras del cumplimiento eficiente en el marco de los principios que regulan la 
administración pública  y la responsabilidad que le compete como administrador y salvaguarda de los bienes y 
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recursos del Municipio, implementar medidas que conlleven al mejoramiento continuo de la entidad, así como 
construir y adoptar herramientas que permitan el desempeño eficaz  e integral de procesos y procedimientos 
internos, toda vez que se detecta que las dependencias de la Secretaría de Hacienda y Tesorería, emiten pagos 
para contratos distintos con un solo comprobante de pago, el cual no permite reflejar de manera clara y efectiva cada 
uno de los descuentos que se le imprime a cada contrato y sus desembolsos; es decir, se involucran varios contratos 
en un solo comprobante de pago, generando inconsistencias y confusión de los descuentos de ley  a que 
corresponde por cada  contrato, naturaleza y cuantía;  por el contrario debe emitirse registros de pagos que 
muestren transparentemente las transacciones y contribuciones registradas en los mismos, brindando un adecuado 
seguimiento y control de la erogación,  en consecuencia, debe generarse y registrarse pagos independientes por 
cada contrato e   implementarse las medidas correspondientes internas a fin de que se genere los soportes 
pertinentes a las órdenes de pago, comprobante de egreso según corresponda de manera diáfana y acorde a la 
identificación de cada proceso contractual. 
 
Por otra parte,  con respecto a la acreditación de estos soportes, se evidencia en algunos expedientes contractuales 
aportados en el proceso auditor,  ausencia de las órdenes de pago,  por cuanto no se acreditó por el Ente Territorial 
comprobantes de egresos, órdenes de pago, ni el registro del recibido por parte del contratista, donde se demuestre 
la identificación y visado del funcionario responsable de la administración, beneficiario, número de cheque, cuenta 
afectada  y demás datos correspondiente a las erogaciones surtidas; por el contrario en su mayoría de información 
solamente se ha acreditado y certificado por la secretaría de hacienda registros sobre las notas contables y algunas 
de ellas no poseen identificación ni firma del funcionario responsable de la administración ni la constancia del 
recibido del contratista, registros que no reflejan toda la información pertinente a la transacción; contrario sensu si las 
posee las órdenes de pago en algunos contratos con la información  y criterios completos  sobre la afectación y 
pagos concedidos a los contratistas, sin embargo fue  requerido insistentemente estos soportes durante el proceso 
auditor por la Contraloría sin que se obtuviera el alcance de los susodichos documentos, falencia que es confirmada  
según la certificación del 5 de noviembre del año en curso suscrita por el Secretario de Hacienda  en el que indica 
que: ñlas copias de los contratos requeridos por la Contraloría Departamental del Caquetá, enviados por esta 
dependencia los cuales fueron tomados de su original; algunos pagos aparecen realizados  como notas de 
contabilidad (L7) con sus respectivos descuentos según parametrizacion del Sistema Contable SIIGO, por tal 
razón no aparecen realizados como órdenes de pagoò.  (negrilla fuera del texto). 
 
Situación que obedece a la ausencia en la  implementación y adopción de herramientas en el marco del sistema de 
control interno bajo  procedimiento idóneos en  la expedición y pagos con eficiencia que permita generar optimos 
resultados de gestión administrativa y fiscal. En virtud del cual se  establece hallazgo administrativo. 
 
Hallazgo No. 18 ð Administrativo 
 
Desactualización de Manuales Internos de acuerdo al examen de la línea auditada.  
 
La administración municipal debe encaminar su gestión administrativa en el cumplimiento de los principios y fines del 
estado en consonancia con el  art. 209 de la Constitución Política de Colombia, sus reglamentos internos y actos 
administrativos, así mismo adoptar los mecanismos y herramientas que permita el ejercicio del control interno de la 
entidad administrativa entendido éste como un sistema integrado por el esquema de organización y el conjunto de 
los planes, métodos, principios, normas, procedimientos y mecanismos de verificación y evaluación adoptados por la 
entidad, con el fin de procurar que todas las actividades, operaciones y actuaciones, así como la administración de la 
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información y los recursos se realicen de acuerdo con las normas constitucionales y legales vigentes dentro de las 
políticas trazadas por la dirección y en atención a las metas u objetivos previstos3.  
 
Por lo tanto, la administración municipal en procurar  de que todas las actividades y recursos de la organización 
estén dirigidos al cumplimiento de los objetivos de la entidad, donde se implementen y se integren todos los 
productos dentro del nuevo modelo de control interno (MECI),  que permita el ejercicio del control de gestión con 
calidad es indispensable que mantengan actualizados los manuales internos. 
 
En consecuencia, en el Municipio de Solano Caquetá, no funciona el subsistema de control de gestión, el cual 
permite el control a la ejecución a los procesos de la entidad al  no tener adoptado algunos manuales y otros de los 
cuales se encuentran desactualizados, situación detectada según el alcance de estos  documentos en el proceso 
auditor,  tales como: 
 
V El Manual de procedimiento de inventarios y almacén. 

 
V Manual de procedimientos y procesos detallado de las actividades internas de todas las dependencias. 

 
V Estatuto tributario municipal. 

 
V El manual de Contratación que actualmente tiene adoptado el municipio mediante  Resolución No.150 del 2  

de octubre de 2008, acreditado en el proceso auditor por el Ente Territorial. 
 

V Manual de Interventoria y supervisión  adoptado mediante Resolución No.151 del 2 de octubre de 2008, el 
cual fue corroborado y acreditado por el Ente Territorial el cual según la evidencia física es éste el  que se 
encontraba adoptado y vigente para la época de la vigencia 2012, por lo tanto debe efectuarse los ajustes y 
actualización acorde a la normatividad actual de la Ley 1474/2011 y demás preceptos concordantes.  
 
Se precisa que también se halló otro manual de Interventoria y supervisión de acuerdo al contrato de 
prestación de servicios profesionales celebrado en el año 2011, (contrato 024) el cual a la fecha se 
corroboró que no fue adoptado y por ende no fue aplicado. Según su contenido se encuentra 
desactualizado. 
 

La anterior situación, obedece a la inobservancia de los preceptos normativos y deficiencias el sistema de control 
interno, generando bajos niveles de gestión administrativa. Se configura hallazgo administrativo. 
 
 
 
 
 
 

                                                           
3
 Ley 87 de 1993 y demás normas concordantes.(MECI). 
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3.1.2 Contratos Vigencia 2009, tramite denuncia D-012-12. 

 
Hallazgo No. 19  -Administrativo-Fiscal-Disciplinario. 
 
Presuntas irregularidades en  la ejecución de los Contratos de Prestación de Servicios números 018, 184 y 
185 de 2009, relacionados a continuación: 
 
El municipio debe velar por la eficiente gestión Administrativa y Fiscal en cumplimiento de los preceptos normativos y 
principios constitucionales que rigen la contratación y la administración pública, en tal sentido se determina presuntas 
irregularidades en la  ejecución de los contratos de prestación de servicios en donde no se acredita el cumplimiento 
del objeto contractual, evidenciando la falta de soportes que demuestren la ejecución del contrato  soportes, el 
cumplimiento del objeto final  en los  contratos de prestación de servicios que se exponen a continuación, generando 
presunto detrimento al patrimonio del Estado. 
 
 

No. 
Contrato 

 Objeto Del Contrato 
Valor del  
Contrato 

Contratista 

Ausencia de acreditación del cumplimiento del 
objeto contractual, evidenciado en la falta de 
soportes  que demuestren la ejecución del 

contrato 

Presunto 
detrimento 

018 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

PRESTAR EL SERVICIO DE MANO CORTE 

DE ESTANTILLOS DE BALATO DE 

0,10*0,10*2,20 METROS, PARA LA DIVISIÓN 

DE TRES POTREROS DE LA GRAN EN LA 

GRANJA DEMOSTRATIVA DEL MUNICIPIO 

DE SOLANO ï CAQUETA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

$12.470.000 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

WILMER OLAYA 

LOPEZ. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

¶ El expediente entregado por el municipio carece 

de estudios previos, invitación, análisis de 

variables de mercado acorde a lo dispuesto en el 

artículo 3 del decreto 2474 de 2008 

¶ En los documentos soportados por el municipio y 

revisada la carpeta del citado contrato, así como 

la página del SECOP, se establece que no hay  

evidencia ni prueba alguna que acredite  la 

publicación de esta contratación, vulnerando lo 

establecido en la Constitución Política de 

Colombia artículo 209, Articulo 8 Decreto 2474 de 

2008,  artículo 3 de la Ley 1437 de 2011 vigente 

para la época de los hechos 

¶ No se observa documento alguno donde se 

realice la comunicación de la supervisión y/o 

interventoría. 

¶ No se observa seguimiento a la ejecución del 

contrato ni reposan informes de interventoría 

alguno en el expediente contractual, igualmente 

no se evidencia el cumplimiento del objeto 

contractual,  ni se pudo establecer donde se 

utilizaron los estantillos de que trata el objeto 

contractual. 

                                     
$12.470.000 
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¶ No se observa que el municipio haya asignado un 

plan de trabajo para la ejecución del contrato,  

¶ En el documento contractual  no se estipulan las 

obligaciones del contratista ni las actividades a 

desarrollar en cumplimiento del objeto 

contractual. 

¶ En cuanto a los pagos de seguridad social y 

parafiscales no se evidencia la revisión realizada 

por la entidad contratante,  por lo tanto el  

Municipio de Solano, no dio  aplicación a lo 

dispuesto en el artículo 50 de la Ley 789 de 2002,  

artículo 1 de la  Ley 87 de 1993,  El ente 

Territorial como operador del gasto público y en 

aras del cumplimiento de los procedimientos 

administrativos y normativos de que trata la Ley 

797 de 2003 artículo 3 y  41  ley 80 de 1993 

modificado por la ley 1150 de 2007 artículo 23, 

debe exigir la acreditación de la documentación 

necesaria para la celebración, perfeccionamiento 

del contrato y por cada pago que desembolse a 

favor del  contratista. 

184 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

PRESTAR EL SERVICIO DE ELABORACIÓN 

TRAMITE Y REGISTRO DE 12 ESCRITURAS 

DEL PROYECTO DE SEIS (06) VIVIENDAS DE 

INTERES SOCIAL DENOMINADO BUENOS 

AIRES, BARRIO EL JARDIN Y BARRIO EL 

PRADO DEL MUNICIPIO DE SOLANO 

CAQUETÁ, SUBSIDIOS OTORGADOS POR 

FONVIVIENDA MEDIANTE RESOLUCIÓN No. 

054 DE 2008. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

$7.101.549 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

MARILUZ ROMERO 

HERNANDEZ 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

¶ El expediente entregado por el municipio carece 

de estudios previos, invitación, análisis de 

variables de mercado acorde a lo dispuesto en el 

artículo 3 del decreto 2474 de 2008. 

 

¶ En los documentos soportados por el municipio y 

revisada la carpeta del citado contrato, así como 

la página del SECOP, se establece que no hay  

evidencia ni prueba alguna que acredite  la 

publicación de esta contratación, vulnerando lo 

establecido en la Constitución Política de 

Colombia artículo 209, Articulo 8 Decreto 2474 de 

2008,  artículo 3 de la Ley 1437 de 2011 vigente 

para la época de los hechos. 

 

¶ No se  halla documento alguno donde se realice 

la comunicación de la supervisión y/o 

interventoría. 

 

                                   
$7.101.549 
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¶ No se observa seguimiento a la ejecución del 

contrato, ni reposan informes de  interventoría y/o 

supervisión, donde se evidencie el cumplimiento 

del objeto y satisfacción de las necesidades, 

igualmente, no reposa en el expediente 

contractual listado de los beneficiarios y su 

respectiva escrituración. 

¶ No se observa el cumplimiento del objeto 

contractual. 

¶ No se observa que el municipio haya asignado un 

plan de trabajo para el cumplimiento de las 

funciones establecidas en estudios previos, en la 

cuales  se observe la programación de las obras 

y las metas físicas a alcanzar.  

¶ En cuanto a los pagos de seguridad social y 

parafiscales no se evidencia la revisión realizada 

por la entidad contratante,  por lo tanto el  

Municipio de Solano, no dio  aplicación a lo 

dispuesto en el artículo 50 de la Ley 789 de 2002,  

artículo 1 de la  Ley 87 de 1993,  El ente 

Territorial como operador del gasto público y en 

aras del cumplimiento de los procedimientos 

administrativos y normativos de que trata la Ley 

797 de 2003 artículo 3 y  41  ley 80 de 1993 

modificado por la ley 1150 de 2007 artículo 23, 

debe exigir la acreditación de la documentación 

necesaria para la celebración, perfeccionamiento 

del contrato y por cada pago que desembolse a 

favor del  contratista. 

¶ En el documento contractual  no se estipulan las 

obligaciones del contratista ni las actividades a 

desarrollar en cumplimiento del objeto 

contractual. 

 
 
 
.  

185 
 
 
 
 
 
 
 

PRESTAR EL SERVICIO DE 

ELABORACIÓN TRAMITE Y REGISTRO 

DE 14 ESCRITURAS DEL PROYECTO 

DE SIETE (07) VIVIENDAS DE INTERES 

SOCIAL DENOMINADO VILLA 

ALEJANDRÍA DEL MUNICIPIO DE 

SOLANO CAQUETÁ, SUBSIDIOS 

OTORGADOS POR FONVIVIENDA 

$9.373.758 

 

 

 

 

 

 

 

MARILUZ 

ROMERO 

HERNANDEZ 

 

 

 

 

 

¶ El expediente entregado por el municipio carece 

de estudios previos, invitación, análisis de 

variables de mercado acorde a lo dispuesto en el 

artículo 3 del decreto 2474 de 2008. 

 

¶ En los documentos soportados por el municipio y 

revisada la carpeta del citado contrato, así como 

                                   
$9.373.758 
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MEDIANTE RESOLUCIÓN No. 448 DE 

2007 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

la página del SECOP, se establece que no hay  

evidencia ni prueba alguna que acredite  la 

publicación de esta contratación, vulnerando lo 

establecido en la Constitución Política de 

Colombia artículo 209, Articulo 8 Decreto 2474 de 

2008,  artículo 3 de la Ley 1437 de 2011 vigente 

para la época de los hechos. 

 

¶ No se observa documento alguno donde se 

realice la comunicación de la supervisión. 

 

¶ No se observa seguimiento a la ejecución del 

contrato, ni reposan informes de  interventoría y/o 

supervisión, donde se evidencie el cumplimiento 

del objeto y satisfacción de las necesidades, 

igualmente, no reposa en el expediente 

contractual listado de los beneficiarios y su 

respectiva escrituración. 

¶ No se observa el cumplimiento del objeto 

contractual  

¶ No se observa que el municipio haya asignado un 

plan de trabajo para el cumplimiento de las 

funciones establecidas en estudios previos, en la 

cuales  se observe la programación de las obras 

y las metas físicas a alcanzar.  

¶ En cuanto a los pagos de seguridad social y 

parafiscales no se evidencia la revisión realizada 

por la entidad contratante,  por lo tanto el  

Municipio de Solano, no dio  aplicación a lo 

dispuesto en el artículo 50 de la Ley 789 de 2002,  

artículo 1 de la  Ley 87 de 1993,  El ente 

Territorial como operador del gasto público y en 

aras del cumplimiento de los procedimientos 

administrativos y normativos de que trata la Ley 

797 de 2003 artículo 3 y  41  ley 80 de 1993 

modificado por la ley 1150 de 2007 artículo 23, 

debe exigir la acreditación de la documentación 

necesaria para la celebración, perfeccionamiento 

del contrato y por cada pago que desembolse a 

favor del  contratista. 
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FUENTE: Datos suministrados por el Sujeto de Control y los soportes que obran en los expedientes contractuales. 
 

  
Situación que se presenta por deficiencias en la elaboración de los estudios y documentos previos, ausencia del 
sistema de control interno, deficiencias en la Interventoría e inobservancia a los preceptos normativos y principios 
constitucionales que rigen la administración pública,  generando bajos niveles administrativos y fiscales. 
En virtud de los contratos antes citados se configura hallazgo administrativo con presunta incidencia fiscal con 
detrimento en  cuantía de $28.945.127.  de conformidad con el artículo 3 y 6 de la ley 610 de 2000, con  presunto 
alcance disciplinario a la luz del numeral 1 de los  artículo 34 y 35 de la Ley 734 de 2000. 
 

Hallazgo No. 20-Aministrativo-Disciplinario. 
 
Presuntas irregularidades en los contratos de suministro  números  045, 109, 389, 437, 589,  624-A del 2009: 
 
En Ente Territorial auditado, en procura del cumplimiento de  los fines esenciales del Estado, el articulo 6 y 209 de la 
Constitución Política de Colombia,  los preceptos normativos que rigen la contratación y la administración pública,  
debe buscar los mecanismos en procura del mejoramiento continuo en el desarrollo de los procesos contractuales, 
por cuanto se detecta presuntas irregularidades en los procesos contractuales que se relacionan, vulnerando lo 
establecido en el principio de planeación, publicidad, Ley 80 de 1993, decreto 2474 del 2008 en concordancia con la 
Ley 1150 del 2007, con posible vulneración al código disciplinario de acuerdo a los siguientes hechos: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

¶ En el documento contractual  no se estipulan las 

obligaciones del contratista ni las actividades a 

desarrollar en cumplimiento del objeto 

contractual. 

En todos los contratos relacionados se omitió la estipulación de la cláusula de indemnidad con fundamento en lo estipulado en el artículo 6 del 

Decreto No.4828 de 2008, modificado por el Decreto 931 de 2009, vigente para la época de los hechos. 

En los contratos 184 y 185 de 2009,  de acuerdo al objeto contratado y características de las actividades, esta contratación no debió 

celebrarse, toda vez que debieron ser asumidas directamente por los funcionarios de las dependencias de la Alcaldía con la colaboración de 

los asesores del momento, siendo irregular la  erogación de los  recursos de estos contratos y que  un particular actuara de tramitador,; por lo 

tanto genera las deficiencias en la austeridad del gasto público y presunto detrimento al patrimonio patrimonio. 

 

    PRESUNTO DETRIMENTO HALLAZGO No.  19. 
  

$ 28.945.127 
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CONTRATO 

DE 

SUMINISTRO 

No.  

OBJETO  VALOR  CONTRATISTA OBSERVACIÓN 

1 045 del 5 de 

febrero de 

2009. 

SUMINISTRO DE 180 SILLAS 

UNIVERSITARIAS, EN ESTRUCTURA 

METALICA EN TUBO REDONDO DE UNA 

PULGADA CALIBRE 20, CON PORTALIBROS 

EN PLATINO, DE MEDIA PULGADA POR 1/8 

CON REFUERZO EN TUBO CONDROLL DE  

MEDIA PULGADA  SOLDADURA ESPECIAL 

PARA MUEBLES, PINTURA ORNEABLE DE 

COLOR AL NATURAL, BRASOS, SENTADEROS 

Y ESPALDAR EN TRIPLEX DE 9 A 12 MM, CON 

ACABADO ESPECIAL EN LACA AL NATURAL 

CON TAPONES PLASTICOS PARA DOTACION 

DE ESTABLECIMIENTOS EDUCATIVOS DE 

SOLANO.  

$13.797.000  LUIS HERNANDO 

GONZALEZ BARRETO 

 

Å No hay acreditación del RUT, antecedentes 

disciplinarios, fiscales del contratista, tampoco se 

percibe la verificación y exigencia realizada por el 

Ente Contratante. 

2 109 del 5 de 

febrero de 

2009. 

SUMINISTRO DE 10 TANQUES PLASTICOS 

AJOVER DOBLE CAPA  PARA EL 

MEJORAMIENTO DE LAS CONDICIONES 

SANITARIAS DE FAMILIAS DE LOS NIVELES 

UNO Y DOS DESL SISBEN DEL AREA RURAL Y 

URBANA DEL MUNICIPIO DE SOLANO. (1.000 

LITROS) 

   $3.900.000  VICENTE SANDOVAL Å Con respecto a los suministros adquiridos; se 

evidencia que fueron ingresados a las dependencias 

de almacén, así como las entregas efectuadas como 

consta en las salidas de almacén  y adicionalmente a 

ellas acompañadas de actas de entrega con la 

identificación, firma y demás datos de las personas 

beneficiarias.  

Å El contrato celebrado que obra en el expediente  en 

los archivos del municipio y aportado a este órgano 

de control en fotocopia auténtica,  no posee la firma 

de la contratista, situación irregular vulnerando el 

artículo 39 de la Ley 80 de 1993,  dado que todo 

contrato suscrito con el Estado debe constar  por 

escrito y bajo los fundamentos y principios de la 

contratación y administración pública, en 

consecuencia se refleja deficiencias del sistema de 

control interno, Ley 87 de 1993 y los reglamentos 

internos vigentes para la época de los hechos manual 

de contratación y supervisión e Interventoria. 

 

3 389 del 10 de 

julio de 2009 

SUMINISTRO DE FOTOCOPIAS PARA LA 

INFORMACION DE LAS 500 FAMILIAS 

POSTULADAS PARA EL PROYECTO DE 

VIVIENDA GESTIONADO A TRAVÉS DE ONG 

CI-CONSTRUCTORES SUEÑOS..  

      $575.400  ESNEDA MURILLO 

SEPULVEDA. PROPIETARIA 

PAPELERIA 

PANAMERICANA.  

Å Con respecto al servicio sobre el suministro de 

fotocopias objeto de este contrato se encuentra 

debidamente soportado su gasto en el que se 

evidencia las cantidades suministradas plasmadas en 
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los registros y plantillas de las entradas de almacén, 

soportadas con las actas de inicio y demás actos 

administrativos que reflejan su recibido a satisfacción, 

así mismo se encuentra liquidado en los términos de 

oportunidad conforme a lo pactado y en cumplimiento 

al artículo 60 de la ley 80 de 1993, en concordancia 

con el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007, Vigente por 

la época de los hechos. (actualmente ver Decreto 019 

de 2012 artículo 217). 

Å Se evidencia anomalías de tipo administrativo con 

posible alcance disciplinario, teniendo en cuenta  que 

el negocio jurídico pacta en la clausula Séptima la 

expedición por parte del contratista de la ñGARANTĉA 

UNICAò, sin embargo esta no se encuentra acreditada 

en el expediente contractual y menos la aprobación 

por parte del ente territorial, vulnerando Decreto 4828 

de 2008,  lo que deja entrever que el contrato fue 

ejecutado sin perfeccionarse conforme lo establece el 

artículo 41 de la Ley 80 de 1993, modificado con el 

Articulo 23 de la Ley 1150 de 2007, vigente por la 

época de los hechos. 

Å No hay acreditación de los antecedentes 

disciplinarios, fiscales del contratista, tampoco se 

percibe la verificación y exigencia realizada por el 

Ente Contratante. 

4 437 SUMINISTRO DE 185 SILLAS UNIVERSITARIAS 

EN ESTRUCTURA METALICA ELABORADAS 

EN TUBO REDONDON DE UNA PULGADA, 

CALIBRE 20, CON PORTALIBROS EN PLATINO 

DE ½  POR 1/8, CON REFUERZO EN TUVO 

CONDROLL REDONDO DE 7/8 PULGADAS 

SOLDADURA EN MIG, ESPECIAL PARA 

MUEBLES, PINTURA ORNEABLE AL COLOR 

NATURAL, BRAZOS, SENTADERO Y 

ESPALDAR FABRICADO EN TRIPLEX DE 12 Y 

9 MM, CON UN ACABADO ESPECIAL EN LACA 

AL NATURAL, CONT RAPONES PLASTICOS 

PARA DOTACION DE ESTABLECIMIENTOS 

EDUCATIVOS DEL MUNICIPIO DE SOLANO. 

 $13.875.000  JOSE WILLIAM SALAZAR 

MARULANDA, PROPIETARIO 

REPRESENTACIONES 

SALAZAR 

¶ Los formatos de salidas de almacén acreditadas sin 

fecha y sin numero consecutivo,  se refleja el numero 

del contrato a que corresponde el suministro, el 

nombre del contratista y   la cantidad de elementos 

entregados a los representantes de establecimientos 

educativos y figura recibiendo estos suministros, 

tienen huella, firma y se acompaña con la fotocopia de 

la cédula de ciudadanía, los cuales corresponde al 

valor objeto del contrato que acredita el destino de 

estos elementos. 
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5 589, del 19 de 

octubre de 

2009. 

SUMINISTRO DE 160 SILLAS UNIVERSITARIAS 

EN ESTRUCTURA METALICA EN TUBO 

REDONDO DE UNA PULGADA CALIBRE 20, 

CON PORTALIBROS EN PLATINO, DE MEDIA 

PULGADA POR 1/8 CON REFUERZO EN TUBO 

COLL ROLL DE 7/8, SOLDADURA PROCESO 

MIG ESPECIAL PARA MUEBLES PINTURA 

ORNEABLE DE COLOR AL NATRUAL, 

BRASOS, SENTADEROS Y ESPALDAR 

FABRICADO EN TRIPLEX  DE 12 MM Y 9 MM 

CON UN ACABADO ESPECIAL EN LACA 

NATURAL CON TAPONES PLASTICOS PARA 

LA DOTACION DE LOS ESTABLECIMIENTOS 

EDUCATIVOS DEL MUNICIPIO DE SOLANO.  

$12.000.000  MARIELA MARIN 

HERNANDE. 

Å Las salidas allegadas figura la entrega total de los 

elementos adquiridos, beneficiarios establecimientos 

educativos rurales. 

Å No reposa el certificado de disponibilidad 

presupuestal y el Registro Presupuestal violando el 

Decreto orgánico de presupuesto Ley 111 de 1996, 

articulo 71, en congruencia con el  principio de 

planeación que rige para la administración pública, y 

articulo 209 de la Constitución política de Colombia.  

Å En el negocio jurídico el municipio pacta en la 

clausula Séptima la expedición por parte del 

contratista de la ñGARANTĉA UNICAò, sin embargo 

esta no se encuentra acreditada en el expediente 

contractual  ni su aprobación, vulnerando Decreto 

4828 de 2008,  lo que deja entrever que el contrato 

fue ejecutado sin perfeccionarse siendo estas 

garantías uno de los requisitos de perfeccionamiento  

el contrato confórmese el artículo 41 de la Ley 80 de 

1993, modificado con el Articulo 23 de la Ley 1150 de 

2007, vigente por la época de los hechos. 

Å   Ausencia de la acreditación de los antecedentes 

disciplinarios, fiscales del contratista, tampoco se 

percibe la verificación y exigencia realizada por el 

Ente Contratante. 

6 624-A DEL 6 DE 

NOVIEMBRE 

DE 2009. 

SUMINISTRO DE 40 REFRIGERIOS, POR $300.000 

cada uno a $7.500. 

 12 PAQUETES DE VASOS DESECHABLES POR 

54.000.000, a $4.500 cada  paquete. 

5 PAQUETES DE GALLETAS. POR $19.000.000 

    $ 

373.000  

ROSALBA 

MEDINA GARCIA  

Å Hay ausencia  en la acreditación de los antecedentes 

disciplinarios, fiscales de al contratista, tampoco se 

percibe la verificación y exigencia realizada por el 

Ente Contratante frente a este aspecto. 

 

¶ De acuerdo a los elementos adquiridos con este 

contrato  era con destino a la comunidad de la vereda 

ALTERNATIVA, de la jurisdicción del municipio de 

solano, a cargo del funcionario  de las dependencias 

de  promoción y desarrollo comunitario, dado a la 

solicitud efectuada por dicha dependencia  de 40 

refrigerios,  a fin de brindarle a  la comunidad en la 

capacitación, se refleja incoherencia entre la fecha de 

la planilla de asistencia y la fecha programada para la 

capacitación. 
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V Vulneración  a lo preceptuado en el Artículo 6 Decreto No.4828 de 2008, modificado por el Decreto 931 de 2009, 
toda vez que en el contrato no estipuló la clausula de indemnidad, precepto normativo vigente por la época de los 
hechos. 

 
V Se establece que ninguno de los procesos contractuales se elaboro estudio previo, en los expedientes no  reposa 

documento alguno al respecto ni se allegó con la controversia trasgrediendo lo preceptuado en el Decreto 2474 
de 2008 artículo 4, en concordancia con el principio de Planeación,  vigente por la época de los hechos. 

 
V No hay informes de Interventoria y/o supervisión, solamente actas de recibo, el acta de liquidación e iniciación 

suscrita por el supervisor y el contratista, sin embargo no se efectúan informes detallados, completos sobre el 
balance financiero y demás observaciones que amerita el cumplimiento por parte del contratista, situaciones que 
no se evidencia en un informe, por ejemplo la exigencia en el cumplimiento por los  paz y salvos de seguridad 
social integral,  por lo tanto vulnera lo preceptuado en el artículo 51, de la Ley 80 de 1993, manual de 
contratación interno y manual de Interventoria, vigente por la época de los hechos. 

 
V En los contratos no se determina la identificación  clara y cuantificable de la población, e instituciones a la cual se 

dirige el beneficio de los recursos comprometidos a través los contratos de adquisición de sillas universitarias y 
los demás elementos relacionados objeto de los contratos de suministro expuestos en este hallazgo. 

 
V Si bien es cierto en el negocio jurídico se establece la dependencia que ejercerá la supervisión, también es cierto 

que el despacho del alcalde no efectúa la comunicación correspondiente al funcionario asignado de la 
dependencia que menciona el contrato. 

 
V No figura proyecto alguno que permita establecer la inversión de estos recursos, ni se detalla el eje del programa o 
proyecto al cual pertenece en el plan de desarrollo  ñUn Camino Nuevo para un Solano que Anhela Progresoò 2008-
2011, dado que debe realizarse un proyecto de inversión antes de la iniciación del proceso contractual, de acuerdo 
al principio de planeación. 

 
V No se acreditó el paz y salvo del  pago de seguridad social en salud, pensión y parafiscales, por parte del 

contratista, para la celebración, perfeccionamiento y pagos efectuados,  tampoco reposa evidencia la consulta 
efectuada por el Ente Territorial,  violando lo señalado en la Ley 797 de 2003 articulo 3, Artículo 41  ley 80 de 
1993 modificado por la ley 1150 de 2007 articulo 23. 

 
V No hay evaluación de riesgos de acuerdo a los productos adquiridos objeto de la contratación  de conformidad  

al Decreto 4828 de 2008, vigente por la época de los hechos. 
 

V Las salidas de almacén no tienen fecha, numeración, ni la identificación del nombre, cargo y firma del 
funcionario responsable de la entrega de los elementos y no se observa ficha técnica en relación a los 
elementos adquiridos. 

 
V Las facturas y documentos equivalentes, que obran en los expedientes contractuales, no cumplen con los 

requisitos del Estatuto Tributario Nacional, algunas se encuentran sin fecha  y ausencia de  elementos conforme  
lo establece este Estatuto en su artículo 621 y 617 en concordancia con el artículo 774 del código de comercio. 
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Ausencia de evidencia Publicación de la contratación violación principio publicidad. 
 

V No hay evidencia alguna, ni acreditación que permita establecer de manera creíble  la publicación de los 
documentos correspondiente a los procesos contractuales, igualmente se hizo la revisión en el SECOP, 
hallándose ausencia de su publicación por dicho medio electrónico, en tal sentido se ha vulnerado el principio de 
publicidad de la contratación pública, fundamentado en el  artículo 1 del Decreto 327 del 28 de febrero de 2002, 
articulo 60 de la Ley 190  de 1995 y articulo 41 parágrafo 3  de la Ley 80 de 1993, articulo 8 Decreto 2474 de 
2008, vigente por la época de los hechos, así como lo fundamentado en el artículo 209 de la Constitución Política 
de Colombia y lo pactado en los negocios jurídicos. 
 

Situación que obedece a las deficiencias en la elaboración de los estudios previos que contengan la información 
necesaria preceptuada en la normatividad vigente para adelantar los procesos contractuales, bajo las necesidades 
reales y el cumplimiento a los  principios de la administración y contratación pública,  así mismo por las debilidades 
en el sistema de control interno, la supervisión a los procesos contractuales, conllevando a resultados de gestión 
fiscal y administrativa, contrariando los fines esenciales del Estado. 
 
En razón a lo anterior, se configura hallazgo administrativo, con presunta incidencia disciplinaria con fundamento en 
el numeral 1 artículos 34 y 35 de Ley 734 de 2002. 
 
HALLAZGO No 21-Administrativo-Fiscal-Disciplinario 
 
Presuntas irregularidades en los contratos de suministro  515,  573 y 602 de  la vigencia 2009.  
 
 

No. 

Número 
Del 

Contrat
o 

 Objeto Del Contrato 

Valor 
del  

Contra
to 

Contratista 

Soportes que 
acreditan el 

destino de los 
elementos 

Ausencia de la acreditación 
del destino final de los 

elementos a las personas 
beneficiada objeto del 

contrato  

Presunto 
detrimento 

      
1  

515 

SUMINISTRO DE MATERIALES 

CON DESTINO AL 

MEJORAMIENTO DE 

INFRAESTRUCTURA SANITARIAS  

FAMILIAS  DE LOS NIVELES 1 Y 2 

DEL SISBEN DE CONDICIÓN 

VULNERABLE RESIDENTES EN 

EL AREA RURAL Y URBANA DEL 

MUNICIPIO DE SOLANO. 

$3.180.0

00 

ROSALBA 

GARCIA 

MEDINA 

Entrada a Almacén sin 

fecha ni número  y Dos 

(02) salidas de almacén 

sin número ni fecha, por 

valor de $3.180.000, 

firmadas por los señores 

José Antonio Perdomo y 

Marco Antonio Perdomo 

Hermida 

 
       $ 0 

2 573 

SUMNISTRO DE MATERIALES 

PARA LA AMPLIACION DE LA RED 

PRINCIPAL DEL SISTEMA DE 

ACUEDUCTO EN LA CRA. 

SEGUNDA 2 ENTRE CALLES  

SEXTA (6)  Y SEPTIMA (7), PARA 

LA CONEXIÓN DOMICILIARIA A 5 

$1.174.1

50 

ROSALBA 

GARCIA 

MEDINA  

Entrada a Almacén sin 

numeración ni fecha, Una 

salida de almacén sin 

fecha, ni número, en la 

cual se observa que quien 

No se evidencia la entrega y el destino 

final de los elementos adquiridos, los 

cuales  fueron entregados al ingeniero 

Carlos Alberto Hernández Vargas, 

quien ostentaba el cargo de Jefe de 

          
$1.174.150 
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FAMILIAS DEL NIVEL 1 Y 2 DEL 

SISBEN DEL CARCO URBANO 

DEL MUNICIPIO DE SOLANO ï 

CAQUETA 

recibe los materiales es el 

Jefe de la Oficina de 

Planeación.  

Planeación, sin que se observe  

documento alguno  al respecto. 

3 602 

SUMINISTRO DE MATERIALES 

CON DESTINO AL 

MEJORAMIENTO DE 

INFRAESTRUCTURA SANITARIAS 

A FAMILIAS DE LOS NIVELES 1 Y 

2 DEL SISBEN EN CONDICION 

VULNERABLE DEL MUNICIPIO 

DE SOLANO. 

$2.141.6

00. 

ROSALBA 

MEDINA 

GARCIA 

Entrada a Almacén sin 

fecha ni numeración y una  

Salida sin numeración ni 

fecha firmada por José 

Antonio Perdomo. 

          $ 0 

    
PRESUNTO 
DETRIMENTO 

   
 

        
$1.174.150  

Fuente: Datos suministrados por el municipio y conforme a los expedientes contractuales 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

¶ Contrato No. 573 de 2009: 
 

Se establece  que los elementos fueron ingresados a la administración municipal, como consta en la entrada sin 
número ni fecha, cumpliendo con lo establecido en el objeto contractual;  pero según salida de almacén sin fecha ni 

ELEMENTOS OBJETO CONTRATO No. 573  de 2009 

ITEM CONCEPTO UNIDAD CANTIDAD VR. UNITARIO SUBTOTAL 

1 

TUBERIA 

PRESION 1 İò UNIDAD 19,00 40.850,00 776.150,00 

2 UNION 1 İò UNIDAD 16,00 6.500,00 104.000,00 

3 

TUBERIA 

PRESION İò UNIDAD 6,00 16.500,00 99.000,00 

4 

COLLARINES 1 

İò UNIDAD 5,00 16.500,00 82.500,00 

5 

ADAPTADOR 

MACHO İò LIBRAS 5,00 1.500,00 7.500,00 

6 

TAPON 

ROSCADO 1 

İò UNIDAD 1,00 6.500,00 6.500,00 

7 TEE 1 İò UNIDAD 1,00 7.500,00 7.500,00 

8 

LIMPIADOR 

PVC CUARTO 1,00 42.000,00 42.000,00 

9 PEGANTE PVC CUARTO 1,00 42.000,00 42.000,00 

10 CINTA TEFLÓN ROLLO 5,00 1.400,00 7.000,00 

 

TOTAL 

   

$1.174.150 
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número los elementos por un valor de $1.174.150,  figuran entregados en su totalidad a CARLOS ALBERTO 
HERNANDEZ VARGAS, funcionario, en su calidad de Jefe de Planeación Municipal, sin que se encuentre dentro del 
expediente contractual  documento alguno donde se evidencie la entrega y utilización de estos elementos, por parte 
de este funcionario o la  entrega a los beneficiarios directos del suministro, igualmente,  no se vislumbra la fecha de 
entrega; cuando lo correcto y legalmente procedimental en el manejo de los bienes públicos y recursos, debería 
obrar en el expediente contractual  la entrega efectuada por el funcionario Jefe de Planeación Municipal,  dado que 
fue a él,  a quien el almacenista le entregó la totalidad de los suministros; en consecuencia se deduce que el 
municipio es deficiente en sus procesos, procedimientos de almacén y omite el seguimiento y control del destino final 
situación que genera falencias administrativas y bajos niveles de gestión. 

 
Aunado a lo anterior  y con respecto a estos contratos relacionados  en este hallazgo se determina lo 
siguiente: 
 

V El expediente contractual entregado por el Municipio de Solano no contiene, estudios previos, ni invitación alguna 
que permita establecer que necesidades se pretendía satisfacer con la adquisición de estos elementos, 
vulnerando lo preceptuado en el artículo 3 del Decreto 2474 del 2008, igualmente,  estos contratos no se 
soportan en  un estudio contundente y efectivo del análisis de las  variables que determinan el costo de los 
bienes,  por cuanto no se evidencia soporte alguno que acompañe el estudio previo en cuanto a las variables del 
mercado y los precios analizados para estimar el valor del contrato, además ante la carencia de la etapa de 
proceso de selección ï etapa precontractual, no se puede establecer el alcance y el fin de la contratación, 
vulnerando los principios de transparencia, igualdad y economía de que trata la Ley de contratación. 

 
V En los documentos soportados por el municipio y revisada la carpeta del citado contrato, así como la página del 

SECOP, se establece que no hay  evidencia ni prueba alguna que acredite  la publicación de esta contratación, 
vulnerando lo establecido en la Constitución Política de Colombia artículo 209, Articulo 8 Decreto 2474 de 2008,  
artículo 3 de la Ley 1437 de 2011 vigente para la época de los hechos. 

 
V En cuanto a los pagos de seguridad social y parafiscales no se evidencia la revisión realizada por la entidad 

contratante,  por lo tanto el  Municipio de Solano, no dio  aplicación a lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley 789 
de 2002,  artículo 1 de la  Ley 87 de 1993,  El ente Territorial como operador del gasto público y en aras del 
cumplimiento de los procedimientos administrativos y normativos de que trata la Ley 797 de 2003 artículo 3 y  41  
ley 80 de 1993 modificado por la ley 1150 de 2007 artículo 23, debe exigir la acreditación de la documentación 
necesaria para la celebración, perfeccionamiento del contrato y por cada pago que desembolse a favor del  
contratista. 

 
V Se observa que las entradas y salidas de almacén no se lleva numeración alguna ni se registra la fecha de  

emisión del documento, contrariando lo dispuesto artículo 4 de la ley 87 de 1993. 
 

V No se observa documento alguno donde se realice la comunicación de la supervisión y/o interventoría. 
 

V En todos los contrato hay ausencia de la cláusula de indemnidad en los negocios jurídicos, tampoco en los 
estudios  y documentos previos se justifica su no inclusión,  tal como se ha señalado en cada uno de ellos en la 
configuración realizada  en los hallazgos antes relacionados objeto de los contratos de la vigencia 2009; en 
consecuencia el municipio dentro de sus obligaciones y responsabilidades como contratante no dio cumplimiento 
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al artículo 6 del Decreto No.4828 de 2008, modificado por el Decreto 931 de 2009, vigente por la época de los 
hechos. 

 
Situación que se presenta por deficiencias en la elaboración de los estudios y documentos previos, ausencia del 
sistema de control interno, deficiencias en la Interventoría e inobservancia a los preceptos normativos y principios 
constitucionales que rigen la administración pública,  generando bajos niveles administrativos y fiscales. 
 
En virtud de los contratos antes citados se configura hallazgo administrativo con presunta incidencia fiscal en 
cuantía de $1.174.150 de conformidad con el artículo 3 y 6 de la ley 610 de 2000, con  presunto alcance 
disciplinario a la luz del numeral 1 de los  artículo 34 y 35 de la Ley 734 de 2000. 
 
HALLAZGO No. 22-Administrativo-Fiscal-Disciplinario. 
 
Presuntas irregularidades en  la ejecución de los Contratos de Obra 065 y 031 de 2009.  
 
En cumplimiento a los fines esenciales del Estado y de acuerdo al mandato constitucional del Art.209 y el 
acatamiento de los preceptos normativos y demás reglamentos y procedimientos internos como herramientas de la 
administración pública y en procura de la efectividad en el manejo de los recursos del Estado dentro de los principios 
constitucionales y contractuales, en aras del  mejoramiento continuo y por consiguiente de sus procedimientos de 
manera transparente y objetiva, en consecuencia se detecta presuntas irregularidades  en los  siguientes procesos 
contractuales  
 
 

CONSECU
TIVO 

NUME
RO 

OBJETO VALOR CONTRATISTA 
PRESUNTO 

DETRIMENTO 

3 65 
CONSTRUCCION DE LA PRIMERA FASE DEL 

PALACIO MUNICIPAL  A TODO COSTO 
 $   600.000.000,00  

MILTON JAVIER QUINTERO 

RAMIREZ 
$0 

8 31 
CONSTRUCCION MURO ALIGERADO PARA 

RELLENO CALLE 4 CRA.4 Y 3 
 $      6.775.345,00  

ULISES LIZCANO MAGNO 

MUÑOZ 
$6.775.345 

 
 
Con respecto al contrato de obra No. 031, de fecha 31 de julio de 2009, consultado la plataforma del SIA de la 
Contraloría, se observa que un contrato con similar objeto, y de iguales características se contrató, el día 03 de junio 
de 2009 (Contrato de Obra No. 021 de 2009), el cual fue cancelado en su totalidad, según consta en la Orden de 
Pago No. 1297 del 01 de julio de 2009, en la visita realizada al sitio de obra, se constata la construcción de un sólo 
muro a un lado de la vía según se muestra en las fotografías adjuntas. 
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El  muro según mediciones realizadas tiene una longitud aproximada a los 30 metros, se realiza un cuadro comparativo de los ítems 
contratados en cada uno de los contratos. 
 

  
DESCRIPCION DE ITEM 
 

CONDICIONES CONTRACTUALES CONTRATO No. 031 DE 2012 
Objeto: Mano de obra de la construcción de un (01)  muro aligerado para la 
conformación y relleno de la calzada de la vía en la calle Cuarta (04), entre 
carreras Cuarta (04) y Tercera (03), una longitud de 21 M H: 3,00 m, en el barrio 
Mirador Amazónico de la Cabecera Municipal de Solano - Caquetá. 

CONDICIONES CONTRACTUALES CONTRATO No. 021 DE 2009 
 Objeto: Mano de obra de la construcción de un (01)  muro aligerado para el 
control de erosión, en la  calle Cuarta (04), entre carreras Cuarta (04) y Tercera 
(03), una longitud de 30 M H: 3,30 m, en el barrio Mirador Amazónico de la 
Cabecera Municipal de Solano - Caquetá. 

ITE
M DESCRIPCIÓN UND CANT VR UNIT VR. TOTAL UND CANT VR UNIT VR. TOTAL 

  1. MURO ALIGERADO EN CONCRETO                 

1.1 PRELIMINARES                 

1.1.1 Localización y replanteo M2 
21             1.695,10                   35.597,00  

ML 
30              1.695  

                             
50.853,00  

1.2 EXCAVACIONES   
      

  
      

1.2.1 
Excavación manual en Material Común h= 
0 -2 m. incluye cargue y retiro 

M3 

31,5           25.000,00                 787.500,00  

M3 

40,8            25.000  
                         

1.020.000,00  

1.3 RELLENOS    
                               -    

  
    

                                        
-    

1.3.1. 
Rellenos en material Seleccionado 
CompactacIón Manual. 

M3 
432             7.500,00              3.240.000,00  

M3 
42,12            11.000  

                            
463.320,00  

1.4 ESTRUCTURAS EN CONCRETO ML 
                               -    

ML 
    

                                        
-    

1.4.1 
Columnas en concreto 3500 PSI - Acero de 
refuerzo No. 4, Flejes ¼ 

ML 

12,5           17.000,00                 212.500,00  

ML 

16,5            17.000  
                            

280.500,00  

1.4.2. 
Viga en concreto 3500 PSI, acero de 
Refuerzo No. 4, Flejes ıò 

ML 

63           17.000,00              1.071.000,00  

ML 

90            17.000  
                         

1.530.000,00  

1.5 BASE MURO   
      

  
      

1.5.1 Concreto 3500, anclaje columnas M3 
9,45           80.000,00                 756.000,00  

M3 
11,25            80.000  

                            
900.000,00  

1.6 PAREDES MURO EN CONCRETO                 

1.6.1 Concreto 3500 PSI M2 
            

51,75            13.000,00                 672.750,00  M2           95,70  13000 
                         

1.244.100,00  

1.7 INSTALACIÓN TUBERIA                 

1.7.1 Instalación Tubería 12ò PVC Lluvias                     14,00  7200 
                            
100.800,00  

  VALOR TOTAL DEL CONTRATO                   6.775.347,00        
                         
5.589.573,00  
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Teniendo en cuenta que el contrato de obra No. 031 de 2009, fue posterior al contrato de Obra No. 021 de 2009, y 
después de revisado y cuantificado cantidades, se presume que el contrato de obra No. 031 de 2009 no fue 
ejecutado por lo que el valor de este contrato se considera como presunto detrimento.  
 
Aunado a lo anterior estos contratos presentan las siguientes inconsistencias.  
 
V Los expedientes contractuales tienen ausencia de los estudios y diseños objeto de las obras realizadas,  estudios 

y documentos previos, que permita tener una visión del alcance de las obras, igualmente en los expedientes no 
se observan especificaciones técnicas de obra, y cálculo y estimación de las diferentes variables que se 
requieren para elaborar un presupuesto, vulnerando lo preceptuado en el artículo 3 del Decreto 2474 de 2008,  
además ante la carencia de la etapa de proceso de selección, etapa precontractual, no se puede establecer el 
alcance y el fin de la contratación, vulnerando los principios de transparencia, igualdad y economía de que trata el 
Estatuto General de Contratación Ley 80 de 1993.  
 

V En ninguno de los expedientes contractuales se observa informes de interventoría que demuestren un eficaz 
seguimiento a los recursos girados al contratista en calidad de anticipo si los hubiere, y de ejecución de obra, la 
falta de dichos informes deja en evidencia la deficiente vigilancia del desarrollo técnico, financiero y administrativo 
de la obras. 

 
V No hay realización de análisis de precios unitarios por parte de los contratistas, programación de la obra, plan de 

manejo de anticipo, cálculo de A.I.U, y el desglose del factor de administración, ni se evidencia que la entidad 
contratante se haya manifestado al respecto, se resalta  que conforme al contrato No. 065 de 2009, el contratista 
mediante oficio del 27 de noviembre de 2012, allega  documentos, correspondientes a la etapa de 
perfeccionamiento  y ejecución del contrato,  los cuales se tuvieron en cuenta en la presente auditoria, ya que el 
municipio no allegó la documentación completa.  

 
V No se evidencia la acreditación de la procedencia lícita de los agregados utilizados en las obras con la 

identificación de la fuente donde provengan, mediante la CERTIFICACIÓN de origen expedida por el 
beneficiario del título (Art. 30 Código de Minas)  literal  i) Cláusula Sexta del Documento Contractual. 
 

V Las suspensiones realizadas no están sujetas a un modo específico, plazo o condición, pactados con 
criterios de razonabilidad y proporcionalidad, acorde con la situación que se presenta y la dejan indefinida en 
el tiempo. 
 

V En ninguno de los contrato se observa informes de interventoría, ni reposa en el expediente libro diario de 
obra o bitácora, control del personal y equipo del contratista, control de calidad de los materiales utilizados, 
ensayos de laboratorio, que demuestren un eficaz seguimiento a los recursos girados al contratista en 
calidad de anticipo, La falta de dichos informes y la inexistencia de documentos que soporten las inversiones 
efectuadas con los recursos girados por concepto de anticipo involucran de manera directa el sistema de 
control interno, el cual es deficiente y reiterativo en temas de seguimiento a procesos financieros, lo que 
conlleva a deficiencias en el desarrollo de los procedimientos contractuales.  
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V No obra en ninguno de los expedientes contractuales un informe de interventoría en el cual se especifiquen y 
detallen las metas físicas logradas y los sitios intervenidos en desarrollo de la ejecución del contrato ni 
presentan un seguimiento físico financiero de las obras contratadas, adquiridos en el cumplimiento del objeto 
contractual. Igualmente, no se observa seguimiento a la calidad del producto o bien entregado, ni registro 
secuencial fotográfico. 
 

V No se observa seguimiento a las vigencias de las pólizas por cuanto las mismas, no se amplían con respecto 
al Acta de Inicio y la duración del contrato, con respecto a la duración del contrato estipulada en el 
documento contractual, Igualmente, no se observa la ampliación de las mismas con respecto a las 
suspensiones, modificaciones y/o adiciones que hubieron en el desarrollo de la ejecución del contrato. 
 

V Las propuestas por los contratistas no realizan el respectivo análisis del cálculo del A.I.U en especial en lo 
referente con la Administración, contraviniendo lo estipulado en la normatividad vigente (Decreto 2474 de 
2008). 
 

V En los contratos, hay elusión de los pagos de seguridad social y parafiscales, tampoco se evidencia la 
revisión realizada por la entidad contratante, por lo tanto el Municipio, no dio aplicación a lo dispuesto en el 
artículo 50 de la Ley 789 de 2002, artículo 1 de la Ley 87 de 1993, El ente Territorial como operador del gasto 
público y en aras del cumplimiento de los procedimientos administrativos y normativos de que trata la Ley 
797 de 2003 artículo 3 y 41 ley 80 de 1993 modificado por la ley 1150 de 2007 artículo 23, debe exigir la 
acreditación de la documentación necesaria para la celebración, perfeccionamiento del contrato y por cada 
pago que desembolse a favor del contratista. 
 

V No obra en ninguno de los expedientes contractuales un informe de interventoría en el cual se especifiquen y 
detallen las metas físicas logradas y los sitios intervenidos en desarrollo de la ejecución del contrato ni 
presentan un seguimiento físico financiero de las obras contratadas, adquiridos en el cumplimiento del objeto 
contractual. Igualmente, no se observa seguimiento a la calidad del producto o bien entregado. 
 

V En todos los contrato hay ausencia de la cláusula de indemnidad en los negocios jurídicos, tampoco en los 
estudios  y documentos previos se justifica su no inclusión,  tal como se ha señalado en cada uno de ellos en 
la configuración realizada  en los hallazgos antes relacionados objeto de los contratos de la vigencia 2009; 
en consecuencia el municipio dentro de sus obligaciones y responsabilidades como contratante no dio 
cumplimiento al artículo 6 del Decreto No.4828 de 2008, modificado por el Decreto 931 de 2009, vigente por 
la época de los hechos. 
 

Situación que se presenta por las deficiencias en la elaboración de los estudios previos que contengan la información 
requerida y necesaria para adelantar el proceso contractual sin que se vulneren los principios de planeación y 
economía, de igual forma la ausencia del sistema de control interno, interventoría y/o supervisión generan bajos 
niveles de gestión fiscal y administrativa, contrariando los fines esenciales del Estado y principios constitucionales de 
la administración pública.  
 
Con base en las apreciaciones anteriores, se configura hallazgo administrativo con presunta incidencia fiscal  en 
cuantía de $6.775.345, con fundamento en el artículo 3 y 6 de la ley 610 de 2000, con posible incidencia 
disciplinaria según el numeral 1 del artículo 34 y 35 de la Ley 734 de 2002. 
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Hallazgo No.  23- Administrativo-Fiscal-Disciplinario. 
 
 Presuntas irregularidades en el contrato de obra pública 059, contratos de suministro 497 y 604 de la 
vigencia 2009. 
 
En cumplimiento a los fines esenciales del Estado y de acuerdo al mandato constitucional del Art. 209 y el 
acatamiento de los preceptos normativos y demás reglamentos y procedimientos internos como herramientas de la 
administración pública y en procura de la efectividad en el manejo de los recursos del Estado dentro de los principios 
constitucionales y contractuales, en aras del  mejoramiento continuo y por consiguiente de sus procedimientos de 
manera transparente y efectiva, se detecta presuntas irregularidades en los  procesos contractuales que se exponen 
a continuación de acuerdo a los siguientes hechos: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Análisis   Costo  y  Beneficio y utilización  del producto en cumplimiento a la satisfacción de la necesidad     
para el cual se celebró la contratación.  
 
Teniendo en cuenta la contratación de la referencia, se evidencia presuntas irregularidades generando detrimento al 
patrimonio del Estado en cuantía de $37.450.210, se  determina que se realizó una erogación que no generó 

CONSEC

UTIVO 

CONTRATO OBJETO CONTRATISTA VALOR 

1 OBRA PUBLICA 

No. 059  01-DIC-

.2009 

MANO DE OBRA PARA LA 

INSTALACION DE 283 MICRO 

MEDIDORES CON SUS 

RESPECTIVAS CAJILLAS, EN 

CASCO URBANO DE SOLANO 

CAQUETA. 

VICENTE SANDOVAL $13.830.210 

2 Suministro 

No497 del 07-SEP-

2009. 

ADQUISICION DE 100 MICRO 

MEDIDORES  DE AGUA 

POTABLE 1.5 metros cúbicos 

por hora  Y 100 CHEQUES DE 

CORTINA (SGP). 

JOSE WILLIAM 

SALAZAR 

MARULANDA 

$11.810.000 

3 SUMINISTRO 

No,604 DEL 27-

OCT-2009. 

SUMINISTRO DE 100 

MICROMEDIDORES 1.5. MTS 3x 

HR.DE AGUA POTABLE PARA 

EL CASCO URBANO DEL 

MUNICIPIO DE SOLANO 

100 CHEQUES DE CORTINA ½.  

MARIELA MARIN 

HERNANDEZREPRESE

NTANTE LEGAL 

FERRELECTRICOS EL 

PUNTO DE LA 

CONSTRUCCION. 

$11.810.000 

PRESUNTO DETRIMENTO AL NO OBSERVARSE EL BENEFICIO OBTENIDO CON LA 

CONTRATACION CELEBRADA. 

$37.450.210 
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beneficio ni el fin para el cual fue contratado este servicio,  Así las cosas, el Ente Territorial está obligado a buscar el 
cumplimiento de los fines de la contratación, vigilar la correcta ejecución del objeto contratado y proteger los 
intereses del municipio,  bajo el principio de responsabilidad prescrito en el artículo 26 de la ley 80 de 1993. De 
acuerdo a la visita efectuada se constató que con respecto a los micromedidores no hay inventario alguno, no hay 
mapa que identifique la ubicación de su instalación, no hay inventarios en bodega de almacén que identifique cada 
elementos adquiridos durante el año 2009 con respecto a los micromedidores de agua potable y cheques de cortina, 
que identifique el serial por cada uno de ellos y las características, con respecto a los contratos de suministro 604, y 
437,  en estos contratos reposa dos salidas de almacén, sin número ni fecha, las cuales relacionan la cantidad de 
micromedidores de agua potable adquiridos objeto de estos procesos contractuales en los que hace entrega a la 
gerente de la empresa de servicios públicos del municipio JASPUCOL, para la época de los hechos, señora OLGA 
LUCIA MACIAS FUERRO, esta relación que figura en las salidas de almacén no se identifican los seriales de estos 
elementos que permitan identificar y hacer el seguimiento de los mismos,  se halla un mapa de localización de la 
supuesta instalación y estado final de los mismos, no hay registros fotográficos, hallándose ausencia del seguimiento 
por parte del  municipio frente a estos micormedidores de agua potable y sobre el contrato de obra 059 de 2009 
respectivamente, en la actualidad el municipio no tiene funcionando ningún micromedidores de agua potable, no 
tiene conexión de las redes para tal efecto, igualmente mediante oficio del 25 de octubre de 2013, el gerente de la 
empresa de servicios públicos actual, doctor JERSON NOREÑA FLOREZ, señala con respecto a estos 
micromedidores, que ñ Revisado los archivos de la Empresa correspondiente al a¶o 2009, en el cual se llevo a 
cabo la realización de estos contratos, según cada uno constaban de 100 micromedidores de 1.5 mts 
cubicos y 100 cheques de cortina de ½. No encontramos certificados en los cuales los usuarios hayan 
firmado por la implementación de este material en su contador de agua, ni planos totopograficos o imágenes 
fotogr§ficas, ni archivo alguno las cuales de constancia de su realizaci·nò, (negrilla fura del texto) en 
consecuencia se corrobora que esta contratación ha generado presunto detrimento porque no se obtuvo beneficio 
alguno y en consecuencia de vulnero  el principio de planeación que prima en la ejecución de los recursos públicos. 
En conclusión no están prestando el servicio para el cual fueron adquiridos y en consecuencia no satisfizo la 
necesidad pretendida por el Ente Territorial; prueba de ello es que se  hizo visita  a 6 viviendas  a fin de obtener 
información de los micromedidores y el alcance que se obtuvo por el equipo auditor  fue únicamente de 6 los cuales 
no se les visualizaba el serial, se encuentran ubicados en las afueras del frente de las viviendas, sin  generar 
beneficio; toda vez, que no estaban funcionando ni prestando el servicio para el cual es la esencia de estos 
elementos,  indicando los usuarios de las viviendas que ni el municipio, ni la empresa de servicios públicos le ha 
efectuado la conexión a la red de las viviendas, así mismo se hallaron enterrados sin uso alguno. 
 
Por otra parte, los contratos antes referidos no identifica el serial a que corresponde cada micromedidor,  tampoco el 
contrato de obra 059 del 2009, sobre la instalación de  283 micromedidores de agua de consumo, no identifica los 
seriales, características, ni a qué  contrato de suministro pertenece estos elementos, no hay registros fotográficos, 
inventario e igualmente en el expediente no reposa seguimiento y control, donde se evidencie el destino final los 
mismos. 
 
Es claro el presunto detrimento causado tanto por la adquisición e instalación de los micromedidores, los cuales  no 
están prestando el servicio esperado, además es preciso  referirnos que según la sentencia SU-620/96, al indicar:  
ñ(é) para la estimación del daño debe acudirse a las reglas generales aplicables en materia de responsabilidad; por 
lo tanto, entre otros factores que han de valorarse, debe considerarse que aquel ha de ser cierto, especial, anormal y 
cuantificable con arreglo a su real magnitud.  En el proceso de determinación del monto del daño, por consiguiente, 
ha de establecerse no sólo la dimensión de éste, sino que debe examinarse también si eventualmente, a pesar de la 
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gesti·n fiscal irregular, la administraci·n obtuvo o no alg¼n beneficio...ò.  En este orden de ideas y como quiera no se 
refleja beneficio alguno para el Ente Territorial, se ha configurado un presunto detrimento al patrimonio con ocasión a 
una gestión antieconómica e ineficaz en los términos de la ley 610 de 2000,  por valor de $37.450.210 
 
Otras anomalías de posible alcance disciplinario: 
 
V Vulneración  a lo preceptuado en el Artículo 6 Decreto No.4828 de 2008, modificado por el Decreto 931 de 2009, 

(actualmente se estipula en el Decreto 734 de 2012), toda vez que  estos contratos no estipulan la clausula de 
indemnidad, precepto normativo vigente por la época de los hechos, y teniendo en cuenta que el contrato de obra 
reposa en el expediente contractual el estudio previo, éste no justifica la no inclusión. 
 
V No hay plan de inversión del anticipo, presentado por contratista, tampoco lo exige el Ente Contratante, no hay 

amortización, no hay aprobación ni seguimiento de los recursos por tal concepto. 
 

V No se formulo estudios previos en los contratos de suministro 604 y 497 del 2009,  en los expedientes 
contractuales  no reposa este documento trasgrediendo lo preceptuado en el Decreto 2474 de 2008 articulo 4, en 
concordancia con el principio de Planeación,  vigente por la época de los hechos. 
 

V No se acreditó el paz y salvo del  pago de seguridad social en salud, pensión y parafiscales, por parte del 
contratista para celebrar el contrato, para su perfeccionamiento ni para cada pago efectuado, tampoco hay 
evidencia de la revisión efectuada por el Ente Territorial,  violando lo señalado en la Ley 797 de 2003 articulo 3, 
Artículo 41  ley 80 de 1993 modificado por la ley 1150 de 2007 articulo 23. 
 
No hay comunicación de la designación de la supervisión y/o Interventoria al funcionario responsable de esa 
función en todos los 3 contratos de este hallazgo. 
 

V No figura proyecto alguno que permita establecer la inversión de estos recursos, ni se detalla el eje del programa 
o proyecto al cual pertenece en el plan de desarrollo  ñUn Camino Nuevo para un Solano que Anhela Progresoò 
2008-2011. (negrilla fuera del texto), excepto en el contrato de suministro 497, en el cual reposa un documento de 
4 folios suscrito por la gerente de la empresa de servicios públicos de dicha municipalidad, sin embargo no 
describen de manera completa y detallada la información respectiva que amerita efectuar un proyecto para 
destinar e invertir  los recursos públicos, además este documento no acredita aprobación alguna en bancos de 
proyectos, en el no se observa la descripción del eje o programa al cual se pretende justificar con el plan de 
desarrollo de la época. 
 

V No hay evidencia alguna, ni acreditación que permita establecer de manera creíble  la publicación de los 
documentos correspondiente a los procesos contractuales, igualmente se hizo la revisión en el SECOP, 
hallándose ausencia de su publicación por dicho medio electrónico, en tal sentido se ha vulnerado el principio de 
publicidad de la contratación pública, fundamentado en el  artículo 1 del Decreto 327 del 28 de febrero de 2002, 
articulo 60 de la Ley 190  de 1995 y articulo 41 parágrafo 3  de la Ley 80 de 1993, articulo 8 Decreto 2474 de 
2008, vigente por la época de los hechos, así como lo fundamentado en el artículo 209 de la Constitución Política 
de Colombia y lo pactado en los negocios jurídicos. 
 

V No hay informes de Interventoria y/o supervisión, de forma detalla que refleje el seguimiento y control de los 
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objetos contractuales, su avance de manera sistemática  en cumplimiento al fin esperado con la contratación. 
 

V Con respecto a los contratos de suministro 497 y 604,  se vislumbra ausencia  en la acreditación de los 
antecedentes disciplinarios, fiscales de al contratista, tampoco se percibe la verificación y exigencia realizada por 
el Ente Contratante frente a este aspecto. 

 
Situación que se presenta por las deficiencias en la elaboración de los estudios previos que contengan la información 
requerida y necesaria para adelantar el proceso contractual; sin que se vulneren los principios contractuales, de igual 
forma la ausencia del sistema de control interno y  supervisión, lo cual  genera bajos niveles de gestión fiscal y 
administrativa, contrariando los fines esenciales del Estado y principios constitucionales de la administración pública. 
 
En virtud de los contratos antes citados se configura hallazgo administrativo con presunta incidencia fiscal en 
cuantía de $37.450.210 con fundamento en el articulo 3 y 6 de la ley 610 de 2000, con  presunto alcance 
disciplinario a la luz del numeral 1 de los  artículo 34 y 35 de la Decreto 734 de 2000. 
Hallazgo No. 24 ð Administrativo. 
 
Ausencia de la Cláusula de indemnidad  contratos celebrados 2009. 
 
El municipio debe velar por el cumplimiento de los preceptos normativos, la adopción y  aplicación de los 
reglamentos internos de procesos y procedimientos que conlleven a generar niveles óptimos de gestión 
administrativa, toda vez  que se detecta presuntas irregularidades en los contratos revisados correspondiente a la 
vigencia del  2009 objeto de la denuncia D-012;  detectándose ausencia de la clausula de indemnidad en los 
negocios jurídicos, incumplimiento al artículo 6 del Decreto No.4828 de 2008, modificado por el Decreto 931 de 2009, 
vigente por la época de los hechos y  actualmente se encuentra preceptuado en el articulo 5.1.6 Decreto del 2012. 
 
Situación que obedece a las deficiencias en el sistema de control interno y la ausencia de herramientas seguimiento, 
deficiencias en las obligaciones de los asesores en material contractual, lo que genera bajos niveles de desarrollo 
institucional en los procesos y procedimientos internos de gestión administrativa. Se configura hallazgo 
administrativo. 
 
Hallazgo No. 25- Aministrativo. 
 
Ausencia de firmas  de los funcionarios responsables en los documentos que acreditan el pago a los 
contratistas.  
 
El municipio tiene debilidades en la implementación de herramientas de seguimiento y control  en los procesos y 
procedimientos internos, dado que se observa ausencia de la firma de los funcionarios responsables del manejo y 
administración de los recursos  según las órdenes de pago que reposan en los expedientes contractuales y en los 
archivos de la Secretaria de Hacienda, a pesar que se tiene implementadas algunas plantillas y programas;  éstas 
indican los nombres de los funcionarios responsables de  las transacciones y ordenación del gasto, sin embargo se 
halla ausencia de las firmas y visto bueno en los documentos soportes de pago, espacios que se observan en 
blanco. 
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La anterior, situación obedece a las deficiencias en el sistema de control interno y la ausencia de herramientas que 
permitan un desarrollo institucional en los procesos y procedimientos internos que generen niveles de gestión 
administrativa. 
 
Hallazgo No. 26- Administrativo-Fiscal-Disciplinario.   
 
Presuntas irregularidades en la inobservancia en la aplicación de las contribuciones de las estampillas, Procultura, 
propalacio,  Bienestar del Adulto Mayor, Prouniversidad, correspondiente a algunos contratos de la vigencia 2009 y 
2012, según muestra auditada, con fundamento en los acuerdos municipales adoptados y aplicado por la época de 
los hechos. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

ANEXO 2 A                          CONTRATOS VIGENCIA 2009,  (DENUNCIA D-12-12.) 

 PRESUNTO DETRIMENTO ESTAMPILLA PROPALACIO CONTRATOS 2009 (Acuerdo Municipal 008 del 20 de 
Febrero de 2008) $ 76,557 

PRESUNTO DETRIMENTO ESTAMPILLA PROCULTURA  CONTRATOS 2009 SEGÚN LA MUESTRA 
SELECCIONADA. 

$ 58,205.809  (Acuerdo 013 del 24 de Agosto de 2004, art. Séptimo en concordancia con el art. segundo) 

ESTAMPILLA BIENESTAR DEL ADULTO MAYOR SOBRE LOS CONTRATOS 2009  

$ 0  

(El Municipio no acreditó acto administrativo alguno mediante el cual se adopta la estampilla, situación que se 
corroboró mediante oficio allegado por el municipio del 05 de noviembre de 2013, en el que indica :  ñEl Municipio 
no la hab²a creadoò. 

ESTAMPILLA PROUNIVERSIDAD  CONTRATOS 2009, no se encontraba adoptada. 
Ordenanza No. 013 de 2009, 004 de 2010 

($ 0)  (El Municipio no acreditó acto administrativo alguno mediante el cual se adoptara la estampilla) 

ESTAMPILLA PRO DEPORTE CONTRATOS 2009, SEGÚN LA MUESTRA SELECCIONADA. 

$ 0  
(El Municipio no acredito acto administrativo alguno mediante el cual se adopta la estampilla, según certificación 
del 05 de noviembre del 2013, mediante la cual se establece que: ñel municipio no la ha creadoò). 

PRESUNTO DETRIMENTO  $  58.282.366. 

ANEXO 2 B- PRESUNTO DETRIMENTO REFLEJADO CONTRATOS 2012  CONFORME A   LA 
MUESTRA SELECCIONADA. 

$ 103.446  

PRESUNTO DETRIMENTO ESTAMPILLA PRO PALACIO . 

1% (Acuerdo Municipal 013 del 28 de Noviembre del  2011 art. 142) 

PRESUNTO DETRIMENTO ESTAMPILLA PROCULTURA   

$ 103.445 (Porcentaje 1%(Acuerdo 007 del 25 de Agosto de 2011, art. Tercero) 

PRESUNTO DETRIMENTO ESTAMPILLA BIENESTAR DEL ADULTO MAYOR  

$ 413.705  Porcentaje 4% (Acuerdo municipal 004 del 23 de febrero de 2011 art. 3) 

PRESUNTO DETRIMENTO ESTAMPILLA PROUNIVERSIDAD  CONTRATOS 2012, SEGÚN LA 
MUESTRA SELECCIONADA. 

$ 126.701 
0.5% Ordenanza 013 del 29 de julio de 2009 art. 5 literal b y modificatorias 004 de 2010 y art.4  de la 
ordenanza 026 del 30 de noviembre de 2010 en consonancia con la ley 1301/2009. 

ESTAMPILLA PRODEPORTE  
$ 0  

 
 
 
 

(Según certificación del 05 de noviembre del 2013, se evidencia que ésta no ha sido adoptada, tal como lo 
señala el Secretario de hacienda cuando indica que : ñel municipio no la ha creadoò) 

PRESUNTO DETRIMENTO $747.298 
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El municipio debe velar por la gestión Administrativa y Fiscal en cumplimiento a los preceptos normativos y fines del 
Estado, además de los reglamentos internos que rigen la administración pública, contribuyendo a la eficiente recaudo 
e inversión de los recursos públicos, sin embargo se determina presuntas falencias en la aplicación de las 
contribuciones a los contratistas por concepto de estampilla procultura, prouniversidad, Bienes Adulto Mayor, y 
Propalacio según la evalución de los contratos auditados del año 2009 y 2012, trasgrediendo lo preceptuado en los 
siguientes acuerdos municipales adoptados y que aplicaban para dichas vigencias, Acuerdos municipales 008 de 
2008,  y 013 de noviembre de 2011; Acuerdo municipal 004 del 23 de febrero de 2011 art. 3; Acuerdo 013 del 24 de 
Agosto de 2004, art. Séptimo en concordancia con el art. Segundo;  Acuerdo 007 del 25 de Agosto de 2011, art. 
Tercero; Ordenanza 013 del 29 de julio de 2009 art. 5 literal b y modificatorias 004 de  2010 y art.4  de la ordenanza 
026 del 30 de noviembre de 2010 en consonancia con la ley 1301/2009.  
 
En consecuencia se presume omisión a la función que le compete como sujeto activo del recaudo de estas 
contribuciones dejando de percibir recursos por este concepto en cuantía de $59.029.664, que se expone a 
continuación presunto detrimento relacionado en anexo 2A-2B  (2ª-contratos 2009) (2Bcontratos 2012) en medio 
magnético PDF. 
 
Es preciso indicar que el municipio ha sido omisivo en la adopción de la estampilla prouniversidad, toda vez que no 
fue acreditado acto administrativo al respecto, teniendo en cuenta que esta contribución fue parametrizada por la 
Asamblea Departamental mediante  Ordenanza 013 del 29 de 2009, con fundamento en la Ley 1301 del 18 de mayo 
de 2009, que si damos un vistazo al artículo noveno se determina la obligatoriedad de este descuento por parte de 
los municipios, igualmente en el articulo décimo la Asamblea Departamental autoriza a los ñconcejos municipales del 
Departamento del Caquetáò;  para que haga  obligatorio  el uso de la estampilla prodesarrollo de la universidad de la 
Amazonia, el municipio en algunos ha efectuado el descuento por este concepto, por lo tanto en el proceso auditor 
no se tuvo alcance del acto administrativo de adopción de esta estampilla; manifestando el municipio a través del 
Secretario de Hacienda según certificaci·n del 05 de noviembre de 2013 que: ñno se encuentra el documento de 
adopci·n... (...)ò (negrilla fuera del texto), corroborándose que no se encuentra adoptada por acuerdo municipal. 
 
Igualmente, el Ente Territorial auditado,  fue negligente en la adopción de la estampilla Bienestar del Adulto Mayor 
teniendo en cuenta que solo hasta el 23 de febrero de 2011, la creo mediante el Acuerdo Municipal No.04, a 
sabiendas de la existencia de la creación de la Ley 687 de 2001, sin que la hubiese adoptado ni aplicado y  
posteriormente fue modificada por la Ley 1276 del  5 de enero de 2009, que es la que actualmente rige en este 
aspecto, sin embargo el municipio la adoptó en el 2011, inobservando el municipio lo estipulado constitucionalmente 
en el artículo 287, 209, y 6 de la norma superior. 
 
La situación anterior, obedece a la inobservancia de los preceptos normativos y principios que rigen  la 
administración pública, por la omisión al cumplimiento de las funciones que le compete a los servidores públicos que 
administran los recursos del Estado, además por la ausencia de seguimiento y control a los procedimientos 
administrativos internos, generando bajos niveles de gestión fiscal y administrativa. 
 
En virtud de lo anterior se configura hallazgo administrativo con presunta incidencia fiscal por cuantía de 
$59.029.664, de conformidad con el artículo 3 y 6 Ley 610 de 2000 con presunto alcance disciplinario  de acuerdo 
al numeral 1 artículos 34 y 35. 
Hallazgo No. 27 ð Administrativo-Fiscal-Disciplinario.   
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Trámite de denuncia, presuntas irregularidades por la no adopción, ni aplicación del manual de Interventora y 
supervisión adquirido conforme al contrato de prestación de servicios profesionales No.024 de 2011. 
 
En cumplimiento a los fines esenciales del Estado y de acuerdo al mandato constitucional del Art.209 y el 
acatamiento de los preceptos normativos y demás reglamentos y procedimientos internos como herramientas de la 
administración pública y en procura de la efectividad en el manejo de los recursos del Estado dentro de los principios 
constitucionales y contractuales, en aras del  mejoramiento continuo y por consiguiente de sus procedimientos de 
manera transparente y objetiva, en consecuencia se detecta presuntas irregularidades  en la erogación efectuada 
conforme al siguiente contrato, el cual se genero presunto detrimento al patrimonio según el beneficio versus costo 
para el Ente Contratante: 
 

 
 
Durante el proceso auditor, en el ejercicio del control fiscal realizado en la etapa de trabajo de campo y visita a las 
instalaciones del municipio de Solano, se instauró la denuncia anónima por parte de la comunidad de dicha 
municipalidad, de fecha 24 de octubre de 2013, ante las instancias de la Coordinadora de Auditorias, la cual fue 
recepcionada y tramitada en el proceso auditor, en el que señalan que el manual objeto de la erogación surtida por 
valor de $8.000.000, no tuvo ningún beneficio para el ente territorial, para lo cual se procedió a obtener la 
información respectiva del contrato en comento, en él se corroboró que con ocasión a la contratación referida en este 
hallazgo se adquirió  un Manual  de Interventoria y supervisión, el cual fue entregado por el contratista a satisfacción 
según  reposa en el acervo probatorio del expediente contractual que fue recibido por la administración municipal el 
día 8 de noviembre de 2011, por el alcalde de la época doctor  OSCAR AUGUSTO VALDERRAMA CARDONA, se  
constata que el manual adquirido mediante la citada contratación y a la fecha  nunca se aplico y se adoptó por el 
Municipio;   desconociéndose  los motivos, en el que se colige que es un gasto antieconómico que generó presunto 
detrimento al patrimonio del Estado por valor de $8.000.000, por no haberse dispuesto para su aplicación y servicio 
para el cual fue erogado los recursos, no se obtuvo el beneficio para el cual conllevo a la contratación, que según la 
jurisprudencia frente a esta situación. la sentencia SU-620/96, indica que :  ñ(é) para la estimaci·n del da¶o debe 
acudirse a las reglas generales aplicables en materia de responsabilidad; por lo tanto, entre otros factores 
que han de valorarse, debe considerarse que aquel ha de ser cierto, especial, anormal y cuantificable con 
arreglo a su real magnitud.  En el proceso de determinación del monto del daño, por consiguiente, ha de 
establecerse no sólo la dimensión de éste, sino que debe examinarse también si eventualmente, a pesar de 
la gesti·n fiscal irregular, la administraci·n obtuvo o no alg¼n beneficio...ò.  (negrilla fuera del texto).  
 
En este orden de ideas y como quiera no se refleja beneficio alguno para el Ente Territorial, se ha configurado un 
presunto detrimento al patrimonio con ocasión a una gestión antieconómica e ineficaz en los términos de la ley 610 
de 2000,  por valor de $8.000.000, valor del contrato denunciado, manual que fue aportado al proceso auditor  

CONTRATO DE PRESTACION DE 

SERVICIOS PROFESIONALES 
OBJETO CONTRATISTA VALOR 

024 DEL 22-09-2011 EL CONTRATISTA SE OBLIGA A PRESTAR 

SUS SERVICIOS PROFESIONALES, PARA 

LA ELABORACION DEL MANUAL DE 

INTERVENTORIA Y SUPERVISION DE LA 

ADMINISTRACION MUNICIPAL DE SOLANO 

CAQUETA. 

BERTULIO CABRERA PLAZAS, 

REPRESENTANTE DE LA 

EMPRESA SERVICIOS 

INTEGRALES C&C FLORENCIA. 

$8.000.000 
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reposa en original en las dependencias de la Alcaldía, además en trabajo de campo se observo este manual en 
original en las dependencias de la alcaldía, sin habérsele dado uso ni adopción alguna.  Además el manual de 
Interventoria que presentó y que actualmente aplica  la administración municipal fue el adoptado mediante la 
Resolución No. 151 del 2 de octubre de 2008, argumentando igualmente que sobre el manual objeto del contrato de 
prestación de servicios profesionales 024 de 2011 no se tenía conocimiento. 
 
Así mismos se  detectó las siguientes deficiencias: 
 
V no se hallan servicios conexos que deriven del cumplimiento del objeto del contrato; por ejemplo capacitación por 

parte del contratista donde se evidencie la socialización del manual al interior de la alcaldía. 
V No hay plan de trabajo ni cronograma de actividades de acuerdo a las obligaciones y objeto del contrato. 

 
V No hay informes presentados por el supervisor sobre el avance, seguimiento y ejecución del objeto contractual, 

tampoco se evidencia comunicación  de la asignación de la supervisión al funcionario competente.  
V No reposa certificación alguna expedida por las dependencias de recursos  humanos  o quien haga sus veces, 

previamente al proceso contractual,  que demuestre  e indique que dentro de la estructura y  planta administrativa 
del municipio no hay personal idóneo que cumpla con las actividades y funciones  objeto de la contratación 
celebrada. 
 

V No figura según la documentación que obra en el expediente contractual la experiencia del contratista en la 
realización de manuales de interventoria para la administración publica, en tal sentido no se observa esta 
idoneidad. 
 

V Debilidades en la formulación del estudio previo, en el cual no se percibe soporte alguno que acompañe  y 
demuestre las variables del mercado y los precios analizados para estimar el valor del contrato, no hay análisis 
concreto que demuestre con  contundencia sobre las diferentes opciones para resolver dicha  necesidad en el 
mercado,  aspectos en los que  se describa y se analice  la opción más favorable para resolver la necesidad de la 
administración desde los puntos de vista técnico, jurídico y económico, por lo tanto no hay análisis en el estudio 
previo  de diferentes alternativas que permitan vislumbrar  la solución que  satisfaga la necesidad de la entidad 
frente a los costos, beneficios y desventajas de cada una de las alternativas  a fin de determinar con objetividad 
la erogación. 
 

V No se identifica el Certificado de Disponibilidad Presupuestal  ni en el negocio jurídico el número del certificado 
de disponibilidad presupuestal. 
 

V No hay especificaciones técnicas sobre las características del producto que se contrata. 
 

V El acta de iniciación del contrato indica en uno de sus apartes que  el ñcontratista y el supervisor procedieron a la 
revisión y aprobación de la propuestaò, siendo esto irregularar y va en contravía de los principios en las 
actuaciones contractuales de las entidades publica, artículo 23 de la Ley 80 de 1993,  así mismo esta acta se 
encuentra sin la firma del funcionario responsable de la entidad contratante figura únicamente la firma del 
contratista. (negrilla fuera del texto). 
 

V Se concedió un pago por anticipado del 50%  al contratista, según lo pactado en el  negocio jurídico y el estudio 
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previo, sin embargo no hay acreditación del personal a cargo del contratista ni justificación alguna para el pago 
de manera anticipada, dada las características del contrato. 
 

La situación anterior, obedece a la inobservancia de los preceptos normativos y principios que rigen  la 
administración pública, por la omisión al cumplimiento de las funciones que le compete a los servidores públicos que 
administran los recursos del Estado, además por la ausencia de seguimiento y control a los procedimientos 
administrativos internos, generando bajos niveles de gestión fiscal y administrativa. 
 
En virtud de lo anterior se configura hallazgo administrativo con presunta incidencia fiscal por cuantía de $8.000.000, 
de conformidad con el artículo 3 y 6 Ley 610 de 2000 con presunto alcance disciplinario  de acuerdo al numeral 1 
artículos 34 y 35 Ley 734 de 2002. 
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4. ANEXOS 

ANEXO 1. MATRIZ RESUMEN HALLAZGOS 
CONTRALORIA DEPARTARMENTAL DEL CAQUETÁ 

DIRECCIÓN TECNICA DE CONTROL FISCAL INTEGRAL 

 

Entidad Auditada: Auditada: Municipio Solano  
Líneas auditadas: Gestión Contractual Vigencia Evaluada 2012.  
(Denuncias contratos 2009 y 2012.) 
   

No DESCRIPCIÓN DEL HALLAZGO 
CLASE DE HALLAZGO 

Pág. VALOR 
A F D P 

1 Presuntas irregularidades en los  Procesos Contractuales de Prestación de Servicios números: 
037, 038, 041, 042, 043, 048, 049 y 050 del 2012. 
 
Presuntas irregularidades en la acreditación del cumplimiento de las actividades realizadas, en 
algunos contratos se liquidó y se pago por encima del lapso de ejecución del contrato, debilidades 
en los informes presentados de supervisión conforme a las condiciones del artículo 82, 83 de la Ley 
1474 de 2011, debilidades en los estudios previos, violación del principio de publicidad, deficiencias 
en la verificación y exigencia de los paz y salvos de seguridad social integral a los contratistas y 
personal a cargo del mismo. 
 
Situación que se presenta por deficiencias en la elaboración de los estudios y documentos previos, 
ausencia del sistema de control interno, deficiencias en la Interventoria e inobservancia a los 
preceptos normativos y principios constitucionales que rigen la administración pública,  generando 
bajos niveles administrativos y fiscales. 
 
(ver  hallazgo detallado cuerpo informe) 
 

X X X  9 $12.842.426 

2 Presuntas irregularidades en  la ejecución de los Contratos de Prestación de Servicios Nos. 011, 
013,  021, 026, 027, 032 y 040 de 2012. 
 
Presuntas irregularidades en la acreditación del cumplimiento de las actividades realizadas, 
debilidades en el seguimiento a la ejecución de los contratos, los formatos a manera de informes 
que se presenta, se limitan a enumerar actividades realizadas, no hay documentos que soporten la 
ejecución de las mismas; igualmente, se enumeran actividades que no corresponden a las 
contempladas en los estudios previos, ni reposan informes de  supervisión,  que demuestre el 
cumplimiento del objeto y satisfacción de las necesidades que se evaluaron en los estudios previos, 
no plan de trabajo, deficiencias en la formulación de estudios previos, deficiencias en la verificación 
de los paz y salvos de seguridad social integral del contratista y del personal a cargo del mismo. 
 
(ver  hallazgo detallado cuerpo informe) 

X X X  30 $100.629.101 

3 Presuntas irregularidades en los contratos de suministro números 05, 09, 015 y 017, de  
2012. 
V De acuerdo a los contratos celebrados, si bien es cierto se indica la dependencia que ejercerá 

la supervisión, sin embargo el despacho del alcalde, no efectúa comunicación  escrita al 
funcionario designado de la dependencia que  ejercerá la  supervisión de los contratos. 

 
V Deficiencias en la entrega de los informes de supervisión de manera completa, detallada, 

conforme al artículo 82, 83 Ley 1474 de 2011 
 

V Con respecto al estudio previo formulado  en el contrato de suministro No.09 de 2012,  no  se 
vislumbra la generación de un diagnostico de la maquinaria pesada que permita establecer el 
daño del buldócer y con ello poder justificar de manera efectiva dentro del principio de 
planeación la necesidad de los elementos adquiridos, se constató que se encuentra dentro del 
inventario del municipio, así mismo se evidencia la entrada y salida de almacén y entrega de 
los mismos al operador del vehículo de esta maquinaria. Sin embargo es evidente que no se 
lleva un control y seguimiento de estos repuestos a través de la bitácora e historial  u hoja de 
vida  del buldócer que  permita vislumbrar su mantenimiento, especificación del daño sufrido, 
elementos incorporados y utilizados para su  funcionamiento, que identifique los días que ha 
estado fuera de servicio, el cambio de repuestos y se refleje todo el historial de esta maquinaria 
pesada. 

 
V Si bien es cierto que se genera la expedición de los certificados de disponibilidad presupuestal, 

también es cierto  que no se identifica el nùmero (s),  fecha ni especifica su valor, en los 

x    39  
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estudios previos y contratos.  
 
V Con respecto al contrato de suministro 015 del 2012, hay incongruencias en la exigencia de las 

pólizas según la forma de pago exigidas con respecto a la clausula quinta del negocio jurídico, 
teniendo en cuenta que se pacta un pago del 50% òANTICIPADOò, y el estudio previo 
establece garantías sobre el pago por ANTICIPO, sin embargo revisada las garantías y 
aprobación de las mismas se evidencia  que fueron  expedidas por el buen manejo del  
ANTICIPO,  lo que refleja que el estudio previo y el contrato en cuanto a la forma de pago y las 
garantías exigidas no hay congruencias dado que en cada uno de dichos eventos exigen de 
una forma distinta, siendo contradictoria estas dos figuras jurídicas, en tal sentido se evidencia 
falencias en el seguimiento y control en los contratos celebrados teniendo en cuenta que no 
hay coordinación en las exigencias determinadas en los estudios previos.  

 
La situación  que obedece a la inobservancia de los preceptos normativos que rigen la contratación 
y administración pública, deficiencias en la supervisión y sistema de control interno del municipio, lo 
cual genera bajos niveles de gestión administrativa.  

4 Presuntos irregulares en los  Procesos Contractuales: Contratos de Suministro  Números 
012/2012, 013/2012. 
 
Faltante al objeto Contractual 012 de 2012  - Ausencia de documentos donde se demuestre el 
destino final de los elementos.  Verificación de actas de entrega, salidas de almacén y destino final 
de los elementos. 
 
No dio  aplicación a lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley 789 de 2002,  artículo 1 de la  Ley 87 de 
1993,  El ente Territorial como operador del gasto público y en aras del cumplimiento de los 
procedimientos administrativos y normativos de que trata la Ley 797 de 2003 artículo 3 y  41  ley 80 
de 1993 modificado por la ley 1150 de 2007 artículo 23, debe exigir la acreditación de la 
documentación necesaria para la celebración, perfeccionamiento del contrato y por cada pago que 
desembolse a favor del  contratista. 
 
Situación que se presenta por deficiencias en la elaboración de los estudios y documentos previos, 
ausencia del sistema de control interno, deficiencias en la supervisión de los contratos e 
inobservancia a los preceptos normativos y principios constitucionales que rigen la administración 
pública,  generando bajos niveles administrativos y fiscales. 
 
(ver  hallazgo detallado cuerpo informe) 
 

X X X  41 $209.000 

5 Presuntas irregularidades en los contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a 
la gestión 001, 004, 005 y 010 de 2012. 
 
V Presuntas irregularidades en el manejo de los anticipos y  incumplimiento  en la ejecución del 

objeto contractual, trasgrediendo el principio de responsabilidad art.26 Ley 80 de 1993,  Ley 
1474  del 2011 articulo 83 y 84, artículos 2, 6, 209 CN 

 
V Debilidades en los  informes tanto del  supervisión como del  contratista. 

 
V El Ente Territorial desvía la figura de la forma de pago de acuerdo a la tipología y naturaleza 

del contrato. 
 

V No se pacta dentro de las obligaciones del contratista presentar el plan de inversión de los 
anticipos, no se exige su  presentación, no hay seguimiento a estos recursos. 

 
V Debilidades en los estudios previos. 

 
V  Se inician los contratos sin estar perfeccionados, las pólizas son aceptadas el día que se 

liquida el contrato, debilidades en los estudios previos, pagos efectuados y pactados que no 
corresponde a la tipología del contrato, se pagan servicios que no se encuentran acreditados,  
ausencia de publicación de documentos en el SECOP.  

 
Situación que se presenta por las deficiencias en la elaboración de los estudios previos, vulneración 
de los preceptos normativos y principios que rigen la contratación y administración pública, ausencia 
del sistema de control interno, debilidades en las funciones de supervisión, generando bajos niveles 
de gestión administrativa, contrariando los fines esenciales del Estado y principios constitucionales 
de la administración pública. 
 
(ver  hallazgo detallado cuerpo informe). 
 
 

X X X  43 $22.000.000 
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6 Presuntas irregularidades en  la ejecución de los Contratos de Obra Nos. 002  , 003,  004, 005 ,  
006 , 007,  009  y  011 de 2012: 
 
V Presunto detrimento al patrimonio del Estado,  en cuanto al contrato No. 006 del 09 de abril de 

2012, generándose mayores cantidades de obra pagadas que las realmente ejecutadas. 
 
V En ninguno de los expedientes contractuales se observa informes de interventoría y supervisión, 

que demuestren un eficaz seguimiento a los recursos girados al contratista en calidad de anticipo, 
no hay análisis de precios unitarios, programación de la obra, plan de manejo de anticipo de ser 
el caso y cálculo de A.I.U, y el desglose del factor de administración respectivo, ni se evidencia 
que la entidad contratante se haya manifestado al respecto.  

 
V No se evidencia la acreditación de la procedencia lícita de los agregados utilizados en las obras 

con la identificación de la fuente donde provengan, mediante la CERTIFICACIÓN de origen 
expedida por el beneficiario del título (Art. 30 Código de Minas) Numera i) Cláusula Sexta del 
Documento Contractual. 

 
V No se re realiza modificaciones por cantidades mayores y menores e ítems no previstos,  

tampoco documento que justifique estas modificaciones, 
 

V En ninguno de los contratos se observa informes de interventora y supervisión, ni reposa en el 
expediente libro diario de obra o bitácora, control del personal y equipo del contratista, control de 
calidad de los materiales utilizados, ensayos de laboratorio, que demuestren un eficaz 
seguimiento a los recursos girados al contratista en calidad de anticipo. 

 
Situación que se presenta por las deficiencias en la elaboración de los estudios previos, vulneración 
de los principios de planeación y economía,  debilidades en el sistema de control interno y 
supervisión de la contratación,  generando bajos niveles de gestión administrativa y fiscal, 
contrariando los fines del Estado articulo. 
(ver  hallazgo detallado cuerpo informe) 
 

X X X  53 $3.334.000 

7 Elusión de pagos de seguridad social integral, parafiscales  así como la verificación  en el 
cumplimiento de los contratistas sobre estos aspectos y el porcentaje de cotización del 40% que se 
ven avocados algunos contratistas. 
 
Situación que se presenta por falencias en el sistema de control interno del Ente Territorial, omisión 
al cumplimiento de los preceptos normativos y deficiencias en la supervisión e Interventoria, 
generando bajos niveles de gestión administrativa 
 

X    57  

8 Presuntas irregularidades detectadas en algunos contratos donde el acta de liquidación presenta  
ausencia de la firma del representante legal de la entidad contratante. 
 
Situación que obedece a las deficiencias en el sistema de control interno, ausencia de 
procedimientos y herramientas de seguimiento en la aplicación correcta de los procesos 
contractuales, generando bajos niveles de gestión administrativa al tenor del artículo 209 de la 
constitución política en concordancia con Ley 87 de 1993 y los principios de contratación pública. 

X    57  

9 Certificados de disponibilidad presupuestal con límites de fechas vencidas al momento de la 
celebración de los  contratos públicos. 
 
Situación que obedece a las  deficiencias de seguimiento y control de los procedimientos en los 
registros contables y administrativos y por ende bajos niveles de gestión administrativa. 

X    58  

10 Incongruencia en la estipulación y exigencia de la forma de pago pactada en el contrato, estudios 
previos y la expuesta en la invitación pública y aprobación de las pólizas que amparan el contrato. 
 
Situación que se da por deficiencias en el sistema de control interno y de los procedimientos 
contractuales dentro de los principios constitucionales que regulan la administración pública, lo cual 
genera bajos niveles de gestión administrativa.  

X    58  

11 Ausencia de la Comunicación de la asignación de la supervisión de los procesos contractuales 
al funcionario competente. 
 
Situación que se presenta por deficiencias en el sistema de control interno dentro del proceso 
contractual y demás procedimientos internos que rigen la administración pública, generando bajos 
niveles de gestión pública.  

X    59  

12  
Presentación de Informes de Interventoria y supervisión. 
 
La administración municipal debe exigir a los interventores y/o supervisores, especificación 
detallada de todas y cada una de las actividades realizadas en cumplimiento del objeto en cada uno 
de los procesos contractuales para el cual fue asignado, toda vez que se refleja  que los 

X    59  
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responsables de la supervisión no presentan informes con la debida especificación y acreditación, 
ausencia de informes técnicos, administrativos, financieros, jurídicos, contables, de conformidad con 
el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011. 
 
Situación que  demuestra  falencias en el sistema de control interno en la ejecución de los contratos, 
conforme al manual interno de Interventoria decreto y el decreto 1474 del  de 2011.  

13 Hay que dar cumplimiento a los fines esenciales del Estado, los reglamentos internos, plan de 
desarrollo municipal y demás normatividad vigente que rige la administración pública en 
consonancia con el artículo 209 de la constitución Política de Colombia, toda vez que se detecta 
ausencia de programas y proyectos que justifique la ejecución de los recursos de inversión por 
cuanto estos deben efectuarse a través de proyectos y programas radicados y evaluados en Bancos 
de Proyectos, conforme al artículo 68 del Estatuto Orgánico de Presupuesto Decreto 111 de 1996, 
en concordancia con el artículo 109 del mismo precepto y en  atención a la ley 152 de 1994, articulo 
49 numerales 3 y 4. 
 
Situación que obedece a la falta de seguimiento y control en el manejo e inversión de los recursos 
públicos   con observancia en los preceptos normativos que rigen la administración pública, lo que  
genera bajos niveles de gestión fiscal y administrativa en el municipio.  

X    60  

14 Presuntas irregularidades en  el seguimiento y control de los archivos de gestión documental de los 
expedientes contractuales, hay deficiencias  en el resguardo de la informacional  en cumplimiento a 
lo dispuesto en la  ley 594 de 2000 en consonancia con la ley 87 de 1993 y el artículo 39 de la Ley 
80 de 1993, inciso segundo. 
 
Situación que obedece a la inobservancia de los principios rectores de la administración pública, 
deficiencias en el sistema de control interno y ausencia en la implementación de los lineamientos  
dispuestos por la  ley 594 de 2000, generando bajos niveles de gestión administrativa.  

X    60  

15 Falencias en cuanto a  las Salidas y Entradas de almacén  éstas no reflejan el numero de 
consecutivo para su seguimiento y control ni fecha alguna, tampoco cuentan con la firma de la 
persona quien hace la entrega a las dependencias de almacén. 
 
Lo anterior, obedece a las deficiencias en el sistema de control interno, carencia del manual de 
procesos y procedimientos de almacén, conllevando a bajos niveles de gestión pública. 

X    61  

16 Conforme a la revisión de la línea de auditora vigencia 2012, se observa debilidades en el 
seguimiento y control de los elementos de almacén. Ausencia de A22, de los bienes adquiridos 
como son equipos, maquinaria pesada y elementos de oficina, entre otros de uso para el 
desempeño de las actividades y funciones de la entidad,  a pesar de que algunos se encuentran en 
servicio activo de las dependencias, no se registra de manera eficiente un A22 completo que 
responsabilice al funcionario quien tiene a cargo y en uso de sus funciones los elementos. 
 
La anterior situación se da por deficiencias en el sistema de control interno  y ausencia de 
procedimientos y procesos e inaplicación de manuales de almacén formulados y adoptados de 
forma  práctica, procedimental y eficiente dentro de los criterios y principios  de la administración 
pública, que genere niveles óptimos de gestión y resguardo   de los bienes del municipio. 
 

X    61  

17 Debilidades en la emisión de los soportes de pago objeto de los procesos contractuales, ausencia 
de los comprobantes de egresos y órdenes de pago con las especificaciones de la transacción, 
beneficiario, numero de cheque y demás requisitos indispensables que permita visualizar los pagos 
erogados frente a cada contratación, se observa que se expide un solo registro de pago para varios 
contratos, algunos sin firma del beneficiario,  siendo improcedente para su seguimiento y control, 
por lo tanto lo adecuado es expedir la orden de pago o  comprobante de egreso por cada contrato 
indistintamente de su tipología y contratista, que permita visualizar los descuentos de Ley por cada 
uno independientemente.  
 
Situación que obedece a la ausencia en la  implementación y adopción de herramientas en el marco 
del sistema de control interno bajo  procedimiento idóneos en  la expedición y pagos con eficiencia 
que permita generar óptimos resultados de gestión administrativa y fiscal.  

X    61  

18 Para la época de la contratación, según se observa en los manuales acreditados por el Ente 
Territorial, éstos se encuentran desactualizados:   
 
Por lo tanto, la administración municipal en procurar  de que todas las actividades y recursos de la 
organización estén dirigidos al cumplimiento de los objetivos de la entidad, donde se implementen y 
se integren todos los productos dentro del nuevo modelo de control interno (MECI),  que permita el 
ejercicio del control de gestión con calidad es indispensable que mantengan actualizados los 
manuales internos. Ssituación obedece a la inobservancia de los preceptos normativos y 
deficiencias el sistema de control interno, generando bajos niveles de gestión administrativa. 
 
 

X    62  
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19 Contratos  de prestación de servicios 018, 184 y 185 del 2009  (Denuncia D-012-12.) 
 
Presuntas irregularidades detectadas en la ejecución de los Contratos, los cuales no acreditan el 
cumplimiento del objeto contractual, generando presunto detrimento al patrimonio del Estado 
 
Ausencia de los estudios previos de la contratación, informes de Interventoria y/o supervisión, 
presunta violación al principio de publicidad, ausencia de la estipulación de  la clausula de 
indemnidad.  (ver hallazgo detallado cuerpo del informe). 
 
Situación que se presenta por deficiencias en la elaboración de los estudios y documentos previos, 
ausencia del sistema de control interno, deficiencias en la Interventoría e inobservancia a los 
preceptos normativos y principios constitucionales que rigen la administración pública,  generando 
bajos niveles administrativos y fiscales. 

X X X  64 $28.945.127 

20 Contrato de suministro 04, 109, 389, 437, 589 y 624A del 2009. (Denuncia D-012-12.) 
 

Presuntas irregularidades en los contratos, toda vez que se halla ausencia de los estudios previos, 
estipulación de la clausula de indemnidad en los negocios jurídicos,  no figura proyecto alguno 
aprobado en bancos de proyectos que permita establecer la inversión de recursos objeto de los 
contratos celebrados, no se detalla el eje del programa o proyecto al cual pertenece en el plan de 
desarrollo, no hay acreditación de los pagos de seguridad social integral de los contratistas, 
tampoco evidencia de la  consulta efectuada por el Ente Contratante, ausencia de antecedentes 
fiscales y disciplinarios  del contratista,  las salidas de almacén no identifican la  fecha, numeración, 
nombre, firma, cargo del funcionario que hace la entrega de los elementos . 
 
Situación que obedece a las deficiencias en el sistema de control interno conforme a la Ley 87 de 
1993,  violando el  principio de planeación, responsabilidad, conforme  la ley 80 de 1993, 
conllevando a bajos resultados de gestión administrativa, contrariando los fines esenciales del 
Estado, articulo 2, en concordancia con el articulo 209 y 6 de CN. 
(ver el hallazgo detallado en cuerpo del informe) 

X  X  68  

21 

Contratos del 2009.Denuncia D-012-12. 
 
Presuntas irregulares en los  Procesos Contractuales Nos. 515 573 y 602 de 2009:  
 
Con respecto al contrato 573, se evidencia el destino final de los elementos por cuanto los mismos 
fueron entregados al ingeniero Carlos Alberto Hernández Vargas, en su calidad de Jefe de 
Planeación, sin que se observe en el expediente documento alguno que permita establecer el  fin 
para el cual se destinaron estos  elementos,  por otra parte en todos estos contratos no se evidencia 
estudio previo, falencias en la revisión y exigencia de los pagos de seguridad social integral y 
parafiscales de los contratista, ausencia de la clausula de indemnidad.  
 
(ver el hallazgo detallado en el cuerpo del informe) 

X X X  73 $1.174.150 

22 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Contratos del  obra publica 065 y 031 del 2009. (Denuncia D-012-12.) 
 
Presuntas irregularidad en la ejecución del contrato  de obra No. 031,  generando presunto 
detrimento al Estado, teniendo en cuenta que  consultado la plataforma del SIA de la Contraloría, se 
observa un contrato con similar objeto y de iguales características que el contrato de obra No. 021 
de 2009, en la visita realizada al sitio de obra, se constata la construcción de un solo muro, sin 
embargo se pago en su totalidad. 
 
En los contratos objeto de este hallazgo no se halla realización de análisis de precios unitarios por 
parte de los contratistas, programación de la obra, plan de manejo de anticipo, cálculo de A.I.U, y el 
desglose del factor de administración, tampoco se exige por parte del Ente Contratante, Los 
expedientes contractuales tienen ausencia de los estudios y diseños objeto de las obras realizadas,  
estudios y documentos previos, que permita tener una visión del alcance de las obras, igualmente 
en los expedientes no se observan especificaciones técnicas de obra, y cálculo y estimación de las 
diferentes variables que se requieren para elaborar un presupuesto, vulnerando lo preceptuado en 
el artículo 3 del Decreto 2474 de 2008 vigente para la época de los hechos, no hay estipulación de 
la clausula de indemnidad.  
 
Ausencia de informes de interventoría, del libro diario de obra o bitácora, control del personal y 
equipo del contratista, control de calidad de los materiales utilizados, ensayos de laboratorio, que 
demuestren un eficaz seguimiento a los recursos girados al contratista en calidad de anticipo. 
 
Situación que se presenta por las deficiencias en la elaboración de los estudios previos que 
contengan la información requerida y necesaria para adelantar el proceso contractual sin que se 
vulneren los principios de planeación y economía, de igual forma la ausencia del sistema de control 
interno, interventoría y/o supervisión generan bajos niveles de gestión fiscal y administrativa, 
contrariando los fines esenciales del Estado y principios constitucionales de la administración 
pública.  
(ver el hallazgo detallado en el cuerpo del informe). 

X 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

X 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

X 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

76 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

$6.775.345 
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23 Presuntas irregularidades en los contratos de suministro 604, 059 y 497 del  2009       
Denuncia D-012-12.) 

 
 Presuntas irregularidades en el contrato de obra pública 059,  y los contratos de suministro 497 
y 604 sobre la adquisición de micromedidores de agua potable, cheques, e instalación de 284 
micromedidores, contratación pública celebrada en la vigencia de 2009, determinándose presunto 
detrimento al patrimonio, por beneficio-costo sobre los recursos erogados objeto de los mismos, los 
cuales no prestaron beneficio alguno ni el fin para el cual se llevo a cabo esta contratación, se 
evidencia que no fue una necesidad prioritaria real como para afectar los recursos del municipio con 
elementos que no  prestaron el servicio esperado, no hay inventarios con sus seriales que 
identifique cada elemento y al contrato al cual pertenece, tampoco se identifica en los contratos 
examinados, no  hay mapa de la localización frente a la instalación,  no hay registros fotográficos, 
etc., la empresa de servicios públicos tampoco da razón alguna al respecto, no hay informes de 
Interventoria y/o supervisión, que acredite y refleje de manera detalla el seguimiento y control de los 
objetos contractuales, su avance de manera sistemática  en cumplimiento al fin esperado con la 
contratación. 
 
Vulneración del  Artículo 6 Decreto No.4828 de 2008, modificado por el Decreto 931 de 2009, 
(actualmente se estipula en el Decreto 734 de 2012), al no estipularse en los contratos la clausula 
de indemnidad, no se hallaron estudios previos, no hay plan de inversión de los anticipos girados, 
ausencia del seguimiento y control por parte del supervisor,  elusión de los paz y salvos de 
seguridad social integral y parafiscales tampoco  violando lo señalado en la Ley 797 de 2003 articulo 
3, Artículo 41  ley 80 de 1993 modificado por la ley 1150 de 2007 articulo 23,  vigente por la época 
de los hechos,  ausencia de los proyectos de inversión objeto de estos contratos, presunta violación 
al principio de publicidad 
 
Situación que se presenta por las deficiencias en la elaboración de los estudios 
previos  e inobservancia de los  principios contractuales, y de la administración 
pública, lo cual  genera bajos niveles de gestión fiscal y administrativa, 
contrariando los fines esenciales del Estado y principios constitucionales de la 
administración pública, 2, 6 y articulo 2009  de la CN. 
 

X X X  80 $37.450.210 
 
 

24 Ausencia de la inclusión en la Cláusula de indemnidad  contratos celebrados  vigencia 2009. 
 
El municipio debe velar por el cumplimiento de los preceptos normativos, la adopción y  aplicación 
de los reglamentos internos de procesos y procedimientos que conlleven a generar niveles óptimos 
de gestión administrativa, toda vez  que se detecta presuntas irregularidades en los contratos 
revisados correspondiente a la vigencia del  2009 objeto de la denuncia D-012;  detectándose 
ausencia de la clausula de indemnidad en los negocios jurídicos vulnerando lo establecido en el 
artículo 6 del Decreto No.4828 de 2008, modificado por el Decreto 931 de 2009, vigente por la 
época de los hechos, y actualmente se encuentra preceptuado en el articulo 5.1.6 Decreto del 
2012. 
 
Situación que obedece a las deficiencias en el sistema de control interno y la ausencia de 
herramientas seguimiento, en las obligaciones de los asesores en materia contractual, lo que 
genera bajos niveles de desarrollo institucional en los procesos y procedimientos internos de gestión 
administrativa. 

X    80  

25 Ausencia de firmas  de los funcionarios responsables en los documentos que acreditan el 
pago a los contratistas.  
 
El municipio tiene debilidades en la implementación de herramientas de seguimiento y control  en 
los procesos y procedimientos internos, dado que se observa ausencia de la firma de los 
funcionarios responsables del manejo y administración de los recursos  según las órdenes de pago 
que reposan en los expedientes contractuales y en los archivos de la Secretaria de Hacienda, a 
pesar que se tiene implementadas algunas plantillas y programas;  éstas indican los nombres de los 
funcionarios responsables de  las transacciones y ordenación del gasto, sin embargo se halla 
ausencia de las firmas y visto bueno en los documentos soportes de pago, espacios que se 
observan en blanco. 

X  
 

  83  

26 Presuntas irregularidades en la inobservancia en la aplicación de las contribuciones de las 
estampillas, Procultura, Propalacio, Prouniversidad, Bienestar del Adulto Mayor, Prouniversidad, 
correspondiente a algunos contratos de la vigencia 2009 y 2012, según muestra auditada, con 
fundamento en los acuerdos municipales adoptados y aplicado por la época de los hechos, 
trasgrediendo lo preceptuado en los siguientes acuerdos municipales adoptados y que aplicaban 
para dichas vigencias, Acuerdos municipales 008 de 2008,  y 013 de noviembre de 2011; Acuerdo 
municipal 004 del 23 de febrero de 2011 art. 3; Acuerdo 013 del 24 de Agosto de 2004, art. Séptimo 
en concordancia con el art. Segundo;  Acuerdo 007 del 25 de Agosto de 2011, art. Tercero; 
Ordenanza 013 del 29 de julio de 2009 art. 5 literal b y modificatorias 004 de  2010 y art.4  de la 
ordenanza 026 del 30 de noviembre de 2010 en consonancia con la ley 1301/2009., generando 
presunto detrimento. (Anexo 2A-2B PDF). 
 

X X X  84 $59.029.664 
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La situación anterior, obedece a la inobservancia de los preceptos normativos y principios que rigen  
la administración pública, por la omisión al cumplimiento de las funciones que le compete a los 
servidores públicos que administran los recursos del Estado, además por la ausencia de 
seguimiento y control a los procedimientos administrativos internos, generando bajos niveles de 
gestión fiscal y administrativa. 
 

27 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Trámite denuncia, contrato de prestación de servicios profesionales No. 024 del 2011. 
 
por presuntas irregularidades al haberse  adoptado y  aplicado el manual de Interventora y 
supervisión adquirido conforme al contrato de prestación de servicios profesionales No.024 de 2011, 
generando presunto detrimento al patrimonio, al no haberse obtenido el servicio para el cual fue 
adquirido, situación que vislumbra que no generó beneficio para la entidad del Estado, conllevando 
a presunto detrimento al Estado objeto de la contratación. Igualmente no se halla servicios conexos 
que deriven del cumplimiento del objeto del contrato,  como por ejemplo capacitación por parte del 
contratista , ni se exigió por el ente contratante, no hay evidencia alguna de la socialización del 
manual al interior del municipio, no hay plan de trabajo ni cronograma de actividades objeto del 
contrato, no hay informes presentados por el supervisor sobre el avance, seguimiento y ejecución 
del objeto contractual, tampoco se evidencia comunicación  de la asignación de la supervisión al 
funcionario competente,  no figura según la documentación que obra en el expediente contractual la 
experiencia del contratista en la realización de manuales de Interventoria y supervisión, para la 
administración pública, en tal sentido no se observa esta idoneidad, así mismo hay debilidades en la 
formulación del estudio previo según lo preceptuado en el artículo 3 del Decreto 2474 de 2008 
vigente para la época de los hechos. 
 
La situación anterior, obedece a la inobservancia de los preceptos normativos y principios que rigen  
la administración pública, por la omisión al cumplimiento de las funciones que le compete a los 
servidores públicos que administran los recursos del Estado, además por la ausencia de 
seguimiento y control a los procedimientos administrativos internos, generando bajos niveles de 
gestión fiscal y administrativa. 
 
 
 

X 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

X 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

X 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

86 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

$8.000.000 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

T O T A L 27 11 12   $280.389.023 

 A         HALLAZGO ADMINISTRATIVO        

 F       HALLAZGO FISCAL        

 D HALLAZGO DISCIPLINARIO         

 P HALLAZGO PENAL              
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